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SINOPSIS 


España va a ser uno de los países más envejecidos del mundo en 
2050. La combinación de bajas tasas de natalidad y una alta 
longevidad ha provocado que sean los mayores, gracias a su peso 
electoral, quienes determinen la agenda política de nuestro país y el 
destino del gasto público. España ha dejado de invertir en educación, 
acceso a la vivienda o pobreza infantil, y su sistema educativo 
languidece al lado de los países de su entorno. Y, por si esto no fuera 
poco, los jóvenes tienen que enfrentarse a tres retos globales inéditos 
hasta la fecha: el envejecimiento, el cambio climático y la revolución 
digital. 

Este libro, que nace del diálogo entre el economista José Ignacio 
Conde-Ruiz y su hija Carlotta, pone de manifiesto las dificultades y la 
invisibilidad a la que están sometidos estos jóvenes en España, 
víctimas de una crisis continua que pronto alcanzará su segunda 
década, así como a las funestas consecuencias que tendrá para el 
futuro de nuestro país seguir dándole la espalda a las nuevas 
generaciones. 


José Ignacio Conde-Ruiz 
Carlotta Conde Gasca 
La juventud atracada 


Cómo un electorado envejecido cercena el futuro 
de los jóvenes 


enínsuLa ATALAYA 


A todos los jóvenes... 


INTRODUCCIÓN 


Mi labor como profesor universitario me ha permitido tener 
contacto continuado con los jóvenes: llevo más de treinta 
años viéndolos pasar por las aulas, por donde han desfilado 
los jóvenes X, los jóvenes millennials y ahora los jóvenes Z. 
Cuando yo era un estudiante de doctorado que impartía sus 
primeras clases en los noventa, me confundía con ellos y 
soportaba sus risas cuando les decía que era su profesor. A 
lo largo del tiempo me he ido separando generacionalmente 
de ellos: yo cada vez más viejo y ellos siempre con la misma 
edad. A principio del 2000, en plena burbuja inmobiliaria, 
los millennials eran revoltosos y hasta cierto punto 
indisciplinados; entraban a debate ante cualquier 
provocación por mi parte. Tras la crisis financiera de 2008 
se volvieron mucho más callados. Quizá habían visto la 
crisis de cerca en algún familiar o empezaban a vislumbrar 
que, una vez terminados los estudios, les esperaba un 
entorno económico mucho más duro. Ahora, los Z se 
muestran más indiferentes, distantes; me cuesta mucho que 
participen y, tras la pandemia, incluso su asistencia a clase 
ha bajado. 

En el mismo período, he tenido que escuchar la 
recurrente queja entre colegas de profesión de que cada vez 
los alumnos son peores. Esta afirmación siempre me 
molesta, pues parece que no se han dado cuenta de que no 
se puede seguir dando las mismas clases que hace 
veinticinco años. Que un cuarto de siglo no pasa en balde. 
Actualmente los jóvenes tienen en su bolsillo la «biblioteca 
de Alejandría» entera y el acceso infinito a clases con 
grandes profesores, en muchos casos mejores que nosotros. 

Supongo que es un defecto humano pensar que todo 
tiempo pasado fue mejor. Eso explicaría que 


recurrentemente se escuchen y se lean frases del tipo: 
«Antes sabían hacer esto y esto y ahora no», «No se 
esfuerzan nada», «Estos estudiantes no aprobarían los 
exámenes que me hacían a mí cuando estudiaba», «Cada día 
vienen peor preparados del instituto». Todas estas 
afirmaciones se dicen sin recordar las horas absurdas que 
perdíamos nosotros como estudiantes buscando en la 
biblioteca, horas y horas para encontrar algo que ahora en 
su móvil, con un clic, los jóvenes encuentran en un 
segundo. Me resulta curioso que siempre parezcan ellos los 
que saben menos que los estudiantes de antes y que, sin 
embargo, no nos señalemos a nosotros mismos por 
resistirnos a cambiar la forma de enseñar. 

Nunca he tenido la menor duda de que cada 
generación de estudiantes es mejor que la anterior. 
Medimos el progreso en su empleabilidad en el mercado de 
trabajo. Cada generación maneja mejor las nuevas 
tecnologías, conoce mejor el mundo en el que vive, sabe 
exponer mejor en público, habla mejor inglés, etcétera. Por 
ello, siempre he pensado que el problema no es de los 
estudiantes, sino de cómo se les enseña y —tampoco hay 
que olvidarlo— de los pocos recursos que se emplean en 
mejorar la educación, la cual presenta muchas carencias y 
un peor rendimiento que en otros países. 

Pertenezco a una generación muy numerosa: siempre 
éramos muchos. En el cole o en los cumpleaños, cuando 
practicábamos algún deporte, cuando estudiábamos en la 
universidad o salíamos de marcha, cuando —los que 
teníamos suerte— hacíamos el Interrail en verano... 
siempre hemos sido muchos. Aunque solo fuera 
numéricamente nos sentíamos importantes; mirábamos al 
futuro con la sensación de que, si no nos gustaba algo, lo 
cambiaríamos. Ahora, mucho más viejos, seguimos siendo 
muchos. Y seguimos pensando que somos importantes. 
Como los que vienen por debajo son muy pocos, nuestros 
puestos de trabajo ya no peligran como peligraron los de 
nuestros padres, que se vieron desplazados cuando nosotros 
accedimos en masa al mercado laboral, con mucha mejor 


formación que ellos. 

Ahora también somos muchos votantes. ¿Qué político 
de turno va a proponer algo que nos incomode? Estamos 
tranquilos: ya pueden llegar nuevos partidos políticos que 
aquel al que se le ocurra cambiar las cosas para perjudicar 
al estrato más numeroso no saldrá elegido. La mayoría de 
mi generación está a salvo: aunque sigamos pagando 
hipoteca, muchos pudimos comprar una casa en propiedad 
y la mayoría disfrutamos de la protección de un contrato 
indefinido. También es cierto que algunos han sufrido las 
consecuencias de trabajar en sectores precarios, 
convirtiéndose en parados de larga duración; pero para 
ellos, aunque la situación fuera más dura, al menos había 
recursos para políticas como las prejubilaciones, las 
pensiones anticipadas o el subsidio para mayores de 
cincuenta y dos años. 

En mis numerosas cenas, cafés o cervezas con amigos 
—muchos, padres y madres de chavales Z también— 
siempre acabamos tratando el tema de los jóvenes. En 
muchos casos se llega a lugares comunes: enganchados a la 
tecnología, egoístas y desinteresados, sin cultura del 
esfuerzo, que esperan que se les sirva todo en bandeja de 
plata... En definitiva, que nosotros lo tuvimos todo mucho 
más complicado. En estas conversaciones quizá se 
encontraba, sin yo saberlo, el germen que ha dado lugar a 
este libro. 

Al mismo tiempo soy padre y tengo tres Z adolescentes. 
Mis hijas, como buenas adolescentes, pasan olímpicamente 
de mí; no podría ser de otra manera. Y como tampoco 
podría ser de otra manera, yo me preocupo por su futuro y 
por el de muchos jóvenes. Desde que nació Carlotta me he 
dado cuenta de que nada de lo que se propone desde el 
sector público o privado se hace pensando en el bienestar 
de los jóvenes. Acostumbrado a dar charlas sobre las 
pensiones o la economía española, empecé a dar 
conferencias sobre la justicia intergeneracional, haciendo 
ver a la audiencia que no hay apenas programas políticos 
que beneficien a los jóvenes. 


Primero, contamos con un sistema educativo que 
obtiene peores resultados que los que se obtienen en otros 
países similares. El gasto en educación ha disminuido en la 
última década, y la mayor parte del debate político sobre 
educación se centra en cuestiones ideológicas y no en los 
problemas de base. 

Segundo, al empezar a trabajar, la contratación 
temporal o precaria recae en los jóvenes, pues los contratos 
indefinidos ya están «ocupados» y las empresas necesitan 
flexibilidad para competir en un mercado mucho más 
globalizado que cuando mi generación era joven. La tasa de 
temporalidad y de paro de los jóvenes son de las más altas 
de Europa. 

Tercero, los jóvenes se enfrentan al sueño imposible de 
la vivienda, ya sea en alquiler o en propiedad, cuyo precio 
ha subido mucho más que sus sueldos. Precariedad laboral, 
falta de apoyo público a la vivienda y ausencia de políticas 
sociales para la maternidad hacen que tengamos la tasa de 
fecundidad más baja del mundo. Los jóvenes se encuentran 
con una verdadera carrera de obstáculos a la hora de 
empezar su desarrollo personal y familiar, con un camino 
mucho más difícil de recorrer que el que tuvimos que andar 
nosotros, y en algunos casos insalvable. Como prueba de 
ello, basta con ver que la edad de emancipación se ha 
retrasado de los veintiséis años a la treintena... ¿Qué joven 
no quiere independizarse? Si no lo hacen antes es porque 
no pueden. 

El futuro tampoco parece alentador para los jóvenes. Si 
con el peso político actual, los votantes mayores ya han 
conseguido controlar la agenda política, el aumento 
progresivo de su peso político va a generar que, en las 
próximas décadas, la mayor parte de los incrementos del 
gasto sean absorbidos por aquellas políticas asociadas al 
envejecimiento, no solo las pensiones, sino también la 
sanidad o la dependencia. Esto provoca una reducción de 
las inversiones estratégicas, en, por ejemplo, educación, 1 
+D+i, infraestructuras estratégicas oO medidas que 
ayudarían a los jóvenes, como la vivienda, las rentas de 


emancipación, las ayudas a la natalidad o para combatir la 
crisis climática; medidas que, además, mejorarían la 
productividad o el crecimiento potencial de la economía. 

Lo más grave es que nos estamos endeudando para 
cubrir estos gastos corrientes, y el déficit y la deuda pública 
no paran de aumentar. Endeudarse supone que estamos 
trasladando al futuro el pago de lo que nos estamos 
gastando hoy, lo que resulta admisible cuando las 
generaciones futuras —las que lo van a pagar— también se 
benefician de ello. Sin embargo, en este momento (previo a 
la pandemia) estamos trasladando al futuro el equivalente a 
cuatro puntos del PIB de gasto corriente, para que lo 
paguen las próximas generaciones. En otras palabras, en 
lugar de subir los impuestos para aumentar los ingresos o 
reducir el gasto, estamos pasando facturas impagadas al 
mañana. 

Por si esto no fuera suficiente, nuestros jóvenes han 
vivido en una crisis continua: primero la crisis financiera de 
2008, luego la mayor pandemia en un siglo en el año 2020 
y ahora los efectos económicos de la guerra de Ucrania. Lo 
cierto es que a día de hoy España tiene la misma renta per 
cápita que en el año 2007. No ha mejorado nada en 
dieciséis años. 

Por último, los jóvenes no solo están sufriendo los 
efectos políticos del envejecimiento, sino que además tienen 
enfrente los dos retos globales a los que nos enfrentamos: la 
revolución digital, que amenaza con quitarles el trabajo si 
no están constantemente actualizando su formación; y el 
cambio climático, cuyas consecuencias empiezan a ser una 
realidad, provocando nuevas preocupaciones. Por todo ello, 
no es de extrañar que los problemas de ansiedad y 
depresión estén aumentando entre nuestros jóvenes. 

Ante este relato tan desalentador, notaba que la 
audiencia —en gran parte, de mi generación: ya he dicho 
antes que somos muchos y que estamos en todas partes— se 
revolvía en sus asientos, esa sensación que te entra cuando 
tienes unos «a prioris» y los datos te abren los ojos a una 
realidad diferente. Me empecé a especializar y empecé a 


«ganar» todas las cenas con mis amigos: notaba que los 
argumentos eran cada vez más convincentes y que rompía 
esquemas. La idea de escribir un libro no entraba aún en 
mis planes, pues todavía perduraba en mi memoria el 
esfuerzo que me supuso escribir una obra sobre las 
pensiones en España. A pesar de las horas y del esfuerzo 
para hacerlo muy divulgativo, creo que no lo conseguí lo 
suficiente. Este precedente me hacía rechazar cualquier 
propuesta editorial que cayera en mis manos y, por 
supuesto, ni se me ocurría proponer yo una. 

Mónica, mi pareja y madre de nuestras hijas, es la 
culpable de que tengáis este libro en vuestras manos. 
Siempre insistiendo en que este relato tenía que trascender 
mis PowerPoint, mis sobremesas y conferencias: tenía —me 
decía— que llegar a mucha más gente y, sobre todo, a los 
jóvenes. Son ellos los que tienen que conocer que las cosas 
no siempre han sido como ahora y que es posible crear 
políticas en su beneficio. 

Y aquí es donde entra Carlotta. Si queremos que sea 
divulgativo —me dijo— y que todos lo entiendan, Carlotta 
tiene que leer todo lo que escribes y actuar como una 
«editora». Su tarea ha sido obligarme a quitar las cosas que 
son complejas y redundantes y a que me esforzase en 
explicar mejor las ideas que no se entendían. A favor de 
Carlotta, decir que, aunque no tenía ni idea de economía, es 
una lectora voraz. Que no supiera de economía era positivo, 
ya que sería una garantía de que el texto no quedaba 
académico. Y según me decían a mí de pequeño: «La gente 
que más lee es la que mejor redacta». El acuerdo quedó 
firmado: las ideas serían mías y Carlotta se encargaría de 
resumir y eliminar lo no interesante o lo que no venía al 
caso, y de redactarlo mejor cuando la idea no quedara bien 
expresada. Creo que lo ha disfrutado, ha tomado una mayor 
consciencia de por qué muchas cosas obvias (como la lucha 
contra el cambio climático, por ejemplo) no suceden y aún 
se divierte criticando lo mal que me explico y el hecho de 
que no sepa usar las comas. Ella también se ha enfrentado 
al folio en blanco, pues me pidió escribir el capítulo sobre 


el cambio climático. Ahí me di cuenta de lo mucho que les 
preocupa a los jóvenes en comparación con los de mi 
generación. 

Este libro tiene, además, la particularidad de que nadie 
compra el discurso completo. La izquierda defiende subir 
impuestos —aunque solo a los «ricos»>— y aumentar el gasto 
público, pero como no quieren adaptar el sistema de 
pensiones a la nueva longevidad, ello implica que todo el 
gasto adicional se dedique a pensiones y que no se pueda 
aumentar la inversión en las partidas que benefician a los 
jóvenes. La mejor muestra, la revalorización de las 
pensiones en el 2022 y la nueva y mal llamada reforma de 
las pensiones. La derecha, por su lado, se niega a aumentar 
los impuestos, aunque sea para cerrar el déficit estructural 
que tenemos. El discurso completo no lo va a comprar 
nadie y al final acaba pasando lo de siempre: que nunca se 
hace nada que favorezca a los jóvenes. «Unos por otros, la 
casa sin barrer.» 

El resultado de tantas reflexiones y sucesos es el libro 
que tienes en tus manos. Si con su lectura conseguimos 
convencer a los de mi generación de tener empatía hacia 
los jóvenes y logramos que las nuevas generaciones 
comprendan el atraco que les estamos haciendo y que 
muchos de los problemas y de las preocupaciones que 
tienen no son culpa únicamente de ellos, el esfuerzo que 
hemos hecho habrá merecido la pena. 
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¿QUIÉNES SON LOS JÓVENES? 


Los jóvenes a los que nos referimos en el libro comprenden a 
todos aquellos individuos entre los catorce y los treinta y cinco 


años aproximadamente, lo que en términos de generación 
corresponde a casi la totalidad de la generación Z y a una gran 
parte de la de los millennials. 


DEFINIENDO A LOS JÓVENES: LA GENERACIÓN Z Y LOS MILLENNIALS 


La generación Z, también conocida como Gen Z o zetas, es 
la cohorte demográfica que sigue a los millennials. Aunque 
no hay fechas inamovibles, define generalmente a aquellas 
personas nacidas entre mediados y finales de la década de 
1990 y principios de la década de 2010. 

Los millennials, por su parte, son los jóvenes nacidos a 
partir de los ochenta, que alcanzaron la mayoría de edad en 
el nuevo milenio y se caracterizan por ser una generación 
digital, hiperconectada y con altos valores sociales y éticos. 

Una de las características que definen a la generación Z 
es su uso de la tecnología. Los zetas ya se han criado con 
teléfonos inteligentes y redes sociales y, como resultado, 
están increíblemente conectados y tienen una gran cantidad 
de información al alcance de la mano. Se definen como 
muy informados y socialmente concienciados. Son la 
primera generación que ha crecido con un acceso 
generalizado a internet y a la tecnología y, como resultado, 
a menudo se les ha descrito como «nativos digitales». Todo 


esto y más los hace diferentes a generaciones pasadas. 

En la generación Z ya son todos adolescentes o están en 
la veintena, mientras que muchos millennials, que tienen 
entre veintiséis y cuarenta años, se encuentran en el 
momento vital clave de emanciparse, formar una familia y 
tener hijos. 

En España hay 11,6 millones de personas entre doce y 
treinta y cinco años. A diferencia de otros países, como 
Estados Unidos o México, donde constituyen el segmento 
más numeroso, con el 32 y 40 por ciento respectivamente, y 
ya tienen un gran peso social, en Europa, y en concreto en 
España, solo representan el 24 por ciento del total de la 
población y, como solo una parte de ellos puede votar, son 
invisibles a efectos electorales. 

Se los puede definir como diversos y complejos. Tienen 
un alto nivel educativo y son políticamente activos, y 
muchos se movilizan en causas sociales y políticas. Estos 
jóvenes también son conocidos por su amor a la creatividad 
y la expresión personal. Suelen interesarse por el arte, la 
música y otras formas de expresión creativa, y valoran la 
autenticidad y la individualidad. Esto ha llevado al 
surgimiento de varias subculturas y estilos de vida 
alternativos en su seno. 


JÓVENES ESTEREOTIPADOS EN UN MUNDO DE GENTE MAYOR QUE ELLOS 


Pregúntale a un boomer o a un Gen X lo que piensan de los 
jóvenes actuales y sus observaciones no serán nada 
halagadoras: enganchados a la tecnología, egoístas y 
desinteresados, demasiado sensibles, sin cultura del 
esfuerzo. 

Como cualquier otra generación, los jóvenes actuales 
poseen su propio conjunto de estereotipos, que se 
perpetúan en la cultura popular y en los medios de 
comunicación. 

Uno de ellos es que están constantemente pendientes 
de sus teléfonos móviles y que tienen poca capacidad de 
atención. Si bien es cierto que la tecnología es una parte 


integral de su vida, este estereotipo ignora el hecho de que 
se puede utilizar para una amplia variedad de propósitos, 
incluyendo la comunicación, la educación y el 
entretenimiento. También es importante tener en cuenta 
que no todos los jóvenes son igual de dependientes de la 
tecnología y que algunos la utilizan de forma más 
responsable que otros. 

Otro estereotipo de la generación Z y de los millennials 
es que consideran que tienen derecho a todo y esperan que 
se les sirva en bandeja de plata y al momento, mostrando 
muy poca paciencia frente a la frustración o a la 
recompensa diferida. Los jóvenes más adultos (últimos 
millennials) han crecido en una época de relativa 
prosperidad; en cambio la generación Z lo ha hecho entre 
dos grandes recesiones. 

Todos ellos están viviendo un período de gran 
agitación social y política, y muchos participan de forma 
activa en la defensa de aquellas causas en las que creen. 

También se apunta que los jóvenes de ahora se 
muestran demasiado sensibles y propensos a ofenderse. Una 
de las características de la generación Z es que suele 
aceptar mejor la diversidad y tolera menos la 
discriminación que las generaciones anteriores. También es 
importante reconocer que se han criado en una época en la 
que las redes sociales proporcionan una plataforma para 
compartir opiniones y experiencias, lo que ha llevado a una 
mayor concienciación sobre los problemas sociales. 

La realidad es que muchos de estos estereotipos 
negativos no tienen ninguna base real ni datos que los 
soporten, pero es la imagen que se transmite de los jóvenes 
en los medios. 

La cobertura informativa (y en algunos casos 
institucional) de sus comportamientos durante las 
restricciones por el COVID es un buen ejemplo. Los medios 
y las redes se inundaron de mensajes contra la 
irresponsabilidad generalizada de los jóvenes en cuanto a 
las medidas sanitarias contra la pandemia. Comunidades 
autónomas y ayuntamientos emitieron publicidad 


institucional en las que se ponía a la juventud en el centro 
de la diana; recuerdo una en la que un joven, que salía de 
fiesta con sus amigos, era el «responsable» de la muerte de 
su abuelo. Y todo ello cuando se conoce que las conductas 
irresponsables de los jóvenes fueron minoritarias, y también 
se dieron en otros colectivos y en otros sectores. 

Cristina, de dieciocho años. 


Siempre pasa lo mismo. Estamos aquí jodidos, con una EVAU 
que hicimos asfixiados y casi sin poder prepararnos bien, sin 
saber lo que va a pasar con las clases de la universidad, pero 
luego tenemos la culpa de todo. ¡Pero si ni siquiera sé si podré 
trabajar en el futuro, porque toda la economía mundial va a 
seguir cayendo! Encima, cumplo las normas y luego leo y veo 
que todos nosotros tenemos la culpa. Es que es increíble. 


ALICIA AVILÉS Pozo, 
Juventud y coronavirus: la «criminalización injusta» 
de toda una generación, FAD, 12 de agosto de 2020 


Pero lo cierto es que los jóvenes se comportaron con 
mucha responsabilidad durante la pandemia. Los menores 
de treinta años fueron quienes menos movilidad mostraron 
durante el confinamiento, inmediatamente detrás de los 
jubilados. 


Los JÓVENES ACTUALES SON LA PRIMERA GENERACIÓN 
VERDADERAMENTE GLOBAL 


Las generaciones anteriores, incluida gran parte de los 
millennials, fueron moldeadas por culturas nacionales y 
contextos históricos específicos. La generación Z es la 
primera verdaderamente «global». 

A partir del siglo xvi, se fue pasando de una sociedad 
donde la identidad venía muy marcada por la religión y la 
comunidad a otra que se definía por la pertenencia a una 
clase social e ideología, en los siglos xix y hasta la Segunda 
Guerra Mundial, el período de las revoluciones proletarias y 
los grandes movimientos sociales. Tras la Segunda Guerra 


Mundial, eran el consumo cultural y el consumo de marcas, 
es decir, la música que escuchabas, las películas que veías, 
los libros que leías o las marcas que vestías los factores que 
definían las tribus urbanas y los grupos afines. 

Los boomers, la generación X y hasta gran parte de los 
millennials, pese a compartir grandes hitos globales, como la 
llegada del hombre a la Luna o la caída del Muro de Berlín, 
se encuentran mayormente definidos por muchos eventos, 
acontecimientos y personajes locales, que difieren de unos 
países a otros. 

La conciencia colectiva de la generación Z está siendo 
moldeada por el mundo digitalmente interconectado de 
hoy, lo que la convierte en la primera generación 
verdaderamente «global». 

La tecnología y los medios digitales son más baratos, 
más fáciles de usar y más accesibles, y la tecnología móvil 
es más rápida y potente, creando un ecosistema mediático 
siempre activo. Desde sus primeros años se han visto 
moldeados por el uso de las redes sociales, la utilización de 
los servicios bajo demanda (Netflix, Prime, HBO, etcétera), 
la compra por comercio electrónico y la tecnología como 
intermediaria para personalizar las interacciones que 
tienen, los productos que compran y la información que 
reciben. 


1947-1964 
BOOMERS 


1965-1980 
GENERACIÓN X 


Barcelona *92 


1981-1996 
MILLENNIALS 


1997-2012 
GENERACIÓN Z 


A la vez se ha producido un aumento de los flujos de 
inmigración, un abaratamiento de los viajes y una 
consolidación de los medios de comunicación virales, los 
memes, los movimientos sociales con ++hashtag, etcétera, lo 
que ha dado lugar a una mayor concienciación global y 
colectiva de los grandes problemas globales: el 
calentamiento global, la injusticia racial o la violencia 
contra la mujer. 

Todo ello los ha convertido en la primera generación 
global. Su país es el mundo y la comida de moda, la bebida 
de moda, la serie de moda o la ropa de moda es global. Lo 


que está en boga en Nueva York, Miami o Corea llega a 
España al instante. Pocas veces las tendencias han viajado 
tan rápido. Es una generación hiperconectada. 

Más allá de la anécdota, representa uno de los grandes 
cambios en la sociedad. Significa que los jóvenes no solo 
tienen acceso a la información para entender cómo es la 
vida en otros lugares y saben cómo organizarse para viajar 
y estudiar o trabajar en otro país, sino que, además, se van 
a adaptar con mucha mayor facilidad a estos nuevos 
entornos, pues, a fin de cuentas, van a ser muy similares a 
lo que viven aquí. 


LA IDENTIDAD DE LOS JÓVENES 


La identidad de los jóvenes es un acto constante de 
interpretación y creatividad, a través de varios aspectos de 
fusión cultural. 

Los jóvenes de hoy construyen su identidad navegando 
y fusionando diferentes culturas y contenidos para crear 
mezclas únicas. A medida que las normas y definiciones 
rígidas se vuelven obsoletas, la identidad se libera y se 
convierte en un proceso individual en el que cada vez 
disfrutan de más capacidad de elegir y autodeterminarse. 

Esta posibilidad deriva directamente de la identidad y 
la presencia digital. Es el mundo de la libertad, donde 
pueden elegir las piezas que encajan con su visión, un 
mundo empoderante y muy posibilista donde todo se puede 
conseguir a golpe de clic. Es el mundo de las 
representaciones, de las fotos, de los vídeos, de los filtros, 
de los símbolos, y donde los roles, en lugar de ser 
asignados, se transforman en elegidos. Los jóvenes son lo 
que quieren ser, lo que les gustaría ser o la mejor versión de 
sí mismos. 

Por ejemplo, el mundo digital se está volviendo tan 
potente que no solo ha creado ya su propio lenguaje, que es 
el de la imagen, el del vídeo, el del microvídeo (gifs), sino 
que también ha instituido su propia clase social de 
influencers: tiktokers, instagramers, streamers. Los nuevos 


creadores de contenidos globales se han convertido en los 
VIP que están marcando el pulso del mundo. 

La diversidad es un tema fundamental para muchos 
miembros de esta generación, que tienden a ser más 
abiertos de mente y a aceptar las diferencias en mayor 
medida que las generaciones anteriores. Es una cohorte 
súper tolerante, que ha integrado la diversidad con total 
normalidad, donde no se juzga la opción, la estética o la 
ideología del otro. 

Según varias fuentes, los jóvenes actuales son la 
generación más diversa hasta la fecha. Si en Estados 
Unidos, por ejemplo, más de la mitad de los jóvenes se 
identifica como persona de color (ya sea hispano, 
afroamericano, asiático u otros), en España no contamos 
con este tipo de información, pero sí sabemos que 
aproximadamente dos de cada diez jóvenes tienen, al 
menos, un progenitor extranjero. 

Resulta más probable que esta generación se vea 
expuesta a la diversidad a una edad temprana, debido a la 
creciente globalización e interconexión del mundo, lo que 
ha contribuido a sus actitudes de mayor aceptación e 
inclusión hacia personas de diferentes razas, etnias, 
orientaciones sexuales, identidades de género, religiones y 
otras diferencias. 

A este respecto, las redes sociales se han mostrado muy 
liberadoras, al permitir abordar muchos temas sobre los 
que, para algunos de ellos, resulta complicado hablar en el 
círculo familiar o de amigos. En las redes sociales se han 
debatido muchas cuestiones que era difícil comentar en la 
vida pública, convirtiéndose en una fuente infinita de 
información que ha permitido a muchos jóvenes trascender 
su comunidad o localidad física y encontrar otras personas 
con las que relacionarse. 


Una generación activista, participativa y «agitadora» en redes 
sociales 


Estos jóvenes están orientados a la acción y comprometidos 


profundamente en cuestiones políticas y cívicas. Suelen 
estar motivados por el deseo de crear una sociedad más 
diversa e inclusiva, de abordar cuestiones como el cambio 
climático, la preocupación por la salud mental, el 
movimiento ++MeToo y la violencia contra la mujer. 

Esta generación utiliza las herramientas y plataformas 
digitales para participar en la política y el activismo. Se 
mueven en las redes sociales y utilizan Twitter, Instagram o 
TikTok para compartir sus opiniones y movilizar a otros 
para que actúen. Una de las formas de activismo contra el 
cambio climático más visibles entre las generaciones más 
jóvenes es el uso de las redes sociales y las plataformas, que 
utilizan para difundir información y recabar apoyos. Por 
ejemplo, el movimiento Fridays For Future (Juventud por el 
Clima, en España), iniciado por la adolescente sueca Greta 
Thunberg, las ha utilizado para coordinar huelgas y 
protestas mundiales en las que exigen medidas urgentes 
contra el cambio climático. 

Los jóvenes también se muestran más dispuestos a 
querer cambiar el mundo. De hecho, seis de cada diez 
aseguran que quieren tener un impacto en el mundo, hasta 
un 77 por ciento de los estudiantes ha participado en 
alguna forma de activismo estudiantil, mientras que 
aproximadamente uno de cada cuatro lo hace en acciones 
de voluntariado. 

En Estados Unidos, donde existen datos de 
participación electoral por tramo de edad, se ha 
documentado que los jóvenes están acudiendo a las urnas 
en cifras históricas. En particular, muchos medios atribuyen 
la victoria de los demócratas en las elecciones de medio 
mandato (mid-terms) a la movilización de los votantes más 
jóvenes, acaso motivados por la condonación de los 
préstamos estudiantiles que ha llevado a cabo el presidente 
Biden. 


Una juventud muy preparada y que está reevaluando la forma 
de trabajar 


Las nuevas generaciones buscan empleos que se alineen con 
sus valores, pero no se identifican con la empresa y 
priorizan el ocio personal por encima del trabajo. Si los 
millennials eran la generación mejor preparada hasta la 
fecha, la generación Z va camino de superarla, creando en 
conjunto al grupo de jóvenes más formado de la historia. 
Una mirada a los miembros mayores de la generación Z 
sugiere que desarrollan una trayectoria educativa algo 
diferente a la de sus predecesores. Es menos probable que 
abandonen la escuela secundaria y más que se matriculen 
en la universidad. 

Al mismo tiempo, se muestran más emprendedores: el 
72 por ciento de los estudiantes de secundaria desean 
iniciar un negocio algún día y el 61 por ciento preferiría ser 
empresario antes que empleado tras acabar la universidad. 
Más de tres cuartas partes aspiran a convertir sus aficiones 
en empleos a tiempo completo. 

Alinearse con los ideales y puntos de vista sobre temas 
sociales y ambientales es clave para la generación Z y los 
millennials, ya que dos de cada cinco jóvenes han rechazado 
un trabajo porque no coincide con sus valores. En la misma 
línea, más de la mitad prefieren no trabajar que sentirse 
infelices en su empresa y más del 55 por ciento dejaría su 
trabajo si interfiriera en su vida personal. 

Prueba de todo ello es la «gran renuncia», como se ha 
denominado a la ola de abandonos de puestos de trabajo 
después de la pandemia. El salario es la principal razón por 
la que los jóvenes dejaron un puesto en los últimos dos 
años. Por el contrario, un buen equilibrio entre vida laboral 
y personal y las oportunidades de aprendizaje y desarrollo 
fueron las principales prioridades a la hora de elegir una 
empresa. 

También existe una clara demanda de modelos de 
trabajo híbridos y más flexibles: en la actualidad, de 
acuerdo con un estudio de la consultora Randstad, el 49 por 
ciento de la generación Z y el 45 por ciento de los 
millennials teletrabajan, al menos una parte del tiempo, 
mientras que hasta tres de cada cuatro de ellos afirman que 


este sería su modo de trabajo preferido. 

Ahorrar dinero, liberar tiempo para hacer otras cosas 
que les importan y disfrutar más de la familia son las 
principales razones por las que a la generación Z y los 
millennials les gusta tener la opción de trabajar a distancia. 


Los jóvenes experimentan mayores tasas de depresión y 
ansiedad 


La generación Z y los millennials han normalizado y 
visibilizado la salud mental. La mitad de los Gen Z y cuatro 
de cada diez millennials afirman que se sienten estresados o 
con ansiedad, todo o casi todo el tiempo, y las mujeres son 
las más afectadas. El futuro financiero y el coste de la vida 
son las principales preocupaciones entre los jóvenes, 
seguidos de cerca por el cambio climático. 

Casi tres años después de la pandemia, casi la mitad de 
los jóvenes se sienten agotados debido al estrés laboral 
continuado y a la carga de trabajo excesiva (burnout). 
Visibilizar los problemas de salud mental ha conseguido 
que el bienestar mental en el lugar de trabajo se haya 
convertido en una prioridad para sus empresas, piensan 
más de la mitad de los jóvenes. 

Nueve de cada diez piensan que es tan importante 
como la salud física, y uno de cada cinco utilizan 
aplicaciones como Headspace o Calm para cuidar el 
bienestar emocional. 

Los jóvenes son digitales hasta el extremo. Los 
miembros de la generación Z y los millennials están siempre 
conectados, da igual dónde estén (on 8: on-the-g0) y en 
varias plataformas: 


* El 90 por ciento tiene un teléfono móvil inteligente 
(smartphone). 

* El 96 por ciento se conecta a diario —cinco días a la 
semana— y el 24 por ciento «casi constantemente». 

* Son multipantalla y hasta el 71 por ciento utiliza cuatro 
pantallas de media: teléfono móvil inteligente 


(smartphone), televisor, ordenador portátil, ordenador 
de sobremesa y tablets. 
* Se conectan a múltiples redes sociales. 1 


Tres de cada cuatro jóvenes pasan la mayor parte de su 
tiempo libre conectados: el 71 por ciento, viendo y 
compartiendo vídeos bajo demanda (televisión, películas, 
vídeos, etcétera); el 52 por ciento, utilizando aplicaciones 
de mensajería; el 51 por ciento, en redes sociales, y el 42 
por ciento, jugando. 


Los RETOS Y PREOCUPACIONES DE LOS JÓVENES 


Desde la Segunda Guerra Mundial, ninguna generación de 
jóvenes ha vivido tantos acontecimientos históricos como 
los millennials y la generación Z. 

Han crecido en una época de incertidumbre económica 
y agitación social y, como resultado, están más ansiosos y 
estresados que las generaciones anteriores. Desde el punto 
de vista económico, los jóvenes españoles han vivido en un 
contexto de recesión mundial, enlazando la Gran Recesión 
de 2008 con la crisis del COVID en 2020 y aprendiendo lo 
que son las ejecuciones hipotecarias, el aumento del 
desempleo o el colapso de los grandes bancos. Y por si eso 
no fuera suficiente, ahora les toca vivir un período 
inflacionista y toda la incertidumbre derivada de la guerra 
de Ucrania. 

También se enfrentan al reto de navegar por un mundo 
que cambia a toda velocidad y de adaptarse a las nuevas 
tecnologías y normas sociales. Pocos negarán que vivimos 
tiempos turbulentos. De hecho, los expertos han adoptado 
el acrónimo VUCA, acuñado por el ejército estadounidense 
para describir situaciones caóticas, para definir el entorno 
actual. 

VUCA significa “volatilidad, incertidumbre, 
complejidad y ambigiiedad” (por sus siglas en inglés). En el 
entorno actual, va más allá de la tecnología. Los factores 
son sociales, económicos, medioambientales y políticos: la 


aparición de noticias falsas (fake news), el resurgir de 
partidos de ultraderecha y la polarización de una sociedad 
en la que se radicalizan las opiniones. 

Aquello que les genera mayor ansiedad revela a su vez 
sus prioridades y tensiones. Cuando les preguntamos a los 
jóvenes qué es lo que los mantiene despiertos por la noche, 
descubrimos cuáles son sus preocupaciones: 


* Tener dinero suficiente para llevar el estilo de vida que 
quiero. 

* Encontrar un trabajo que realmente me guste. 

* Mantener un equilibrio entre trabajo y vida personal. 

* Sentirme impotente ante lo que ocurre en el mundo. 

+ Mantenerme sano (física y mentalmente) a medida que 
envejezco. 

* Poder jubilarme con tiempo suficiente para disfrutar de 
la vida. 


La sostenibilidad, la salud mental y el alto coste de la 
vida se plantean como los principales desafíos para una 
generación en constante transformación. 

Y, aun así, tres de cada cuatro jóvenes son optimistas 
sobre el futuro. 


La sensación de impotencia ante lo que ocurre en el mundo 
tiene una relación inversa con la edad, es decir, casi la mitad de 


los zetas viven con esa sensación de impotencia, mientras que 
los millennials se criaron pensando que el futuro político y 
económico acabaría en sus manos. 


Lo interesante es que los jóvenes, y particularmente la 
generación Z, están cogiendo fuerza y aprendiendo que, 
aunque sean pocos, tienen a su alcance muchas 
herramientas de reivindicación. Su movilización se ha 
producido en mayor medida por temas identitarios y, a este 
respecto, los zetas constituyen la generación más sensible, 
especialmente beligerante y reivindicativa con el tema de la 


diversidad. 

Las generaciones más jóvenes también están 
desempeñando un papel fundamental en la lucha contra el 
cambio climático. A través de su activismo, están 
concienciando, abogando por cambios políticos y 
trabajando para crear un futuro más sostenible. 

La reciente incorporación al mercado laboral de los 
zetas ha visibilizado el tema de la salud mental en el 
entorno laboral. Se han convertido en la primera 
generación que tiene plataformas para hablar y quejarse del 
maltrato laboral. Podemos decir que los jóvenes reivindican 
y se movilizan por aquello de lo que son realmente 
conscientes. 


A lo largo de los diferentes capítulos, queremos que los 
jóvenes tomen conciencia de lo que implican para ellos y 
para su futuro las políticas que se están llevando a cabo y 
las decisiones que se están tomando. Iremos desgranando 
cómo la mayoría de las políticas actuales van dirigidas 
hacia las personas de mayor edad, quienes, además, no 
están dispuestas a pagar los impuestos necesarios para 
financiarlas. Esto está haciendo que aumente el nivel de 
endeudamiento, facturas de hoy cuyo pago estamos 
posponiendo para que sean saldadas por las siguientes 
generaciones. 

La combinación de estos dos hechos explica el título: 
La juventud atracada. 
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LA DEMOGRAFÍA POLÍTICA: ¿QUÉ CAPACIDAD 
TIENEN LOS JÓVENES DE IMPONER SU 
AGENDA? 


El peso electoral de los jóvenes en España es tan bajo que son 
incapaces de imponer su agenda y que la política responda a 
sus necesidades. Y no se explica por su menor participación en 


las elecciones, como se suele creer, sino debido a su 
irrelevancia demográfica, que nos permite acuñar un nuevo 
término: la demografía política. 


¿POR QUÉ LA PARTICIPACIÓN ELECTORAL DE LOS JÓVENES ES INFERIOR A 
LA MEDIA? 


Últimamente, se habla mucho de que los jóvenes cada vez 
toman menos parte activa en la democracia y que su 
participación electoral es siempre la más baja de todas las 
cohortes de edad, como si no estuvieran implicados y no les 
importaran los grandes problemas, o no quisieran ser parte 
de las decisiones. 

Esta brecha en la participación electoral entre jóvenes 
y mayores no es exclusiva de España, sino generalizada en 
todas las democracias del mundo. Así, por ejemplo, la 
participación de los jóvenes entre dieciocho y veintinueve 
años en Estados Unidos está por debajo del 50 por ciento, 
frente a más del 70 por ciento de los mayores de sesenta y 
cinco, y en países como Francia no alcanza el 60 por ciento, 
en comparación con el 80 por ciento de los mayores. Las 
cosas no son distintas en España, donde el nivel de 


abstención de los jóvenes es tradicionalmente el doble que 
en el resto de la población. 

Al contrario de la opinión generalizada, la menor 
participación de los jóvenes en las elecciones no es nada 
nuevo. Mirando al pasado, siempre han participado menos 
en las elecciones y se han interesado menos por la política. 
La ciencia política tradicionalmente ha identificado 
distintas razones para explicarlo: 

Votar es un hábito que requiere tiempo para afianzarse 
y, como es lógico, los jóvenes aún no han tenido suficientes 
oportunidades para formar y reforzar el hábito. Con el 
tiempo, este va arraigando y la participación electoral 
aumenta. 

Existe un coste de oportunidad relativo a votar. Se 
necesita un aprendizaje o más experiencias para recibir la 
información y la mesa electoral. Los jóvenes muchas veces 
tienen trabajos menos flexibles que no les permiten acudir 
al colegio electoral, pueden estar residiendo de forma 
provisional en otra jurisdicción o simplemente poseer un 
menor conocimiento de los candidatos o los partidos que se 
presentan, por lo que tienen que hacer un mayor esfuerzo 
para elegir. 

Al mismo tiempo, existen vías de participación 
alternativa en la democracia que permiten a los jóvenes una 
implicación mucho más activa y frecuente. Quizá por la 
edad, son más propensos a comprometerse en el activismo 
ciudadano como, por ejemplo, las protestas masivas, los 
movimientos de ocupación o las redes sociales como 
plataformas de firmar peticiones, y tienen más del doble de 
probabilidades de asistir a manifestaciones. 

La baja participación de los jóvenes en las elecciones 
no es algo nuevo y, por lo tanto, no puede ser la causa de 
su irrelevancia política actual. Entonces, ¿a qué se debe? 


Los JÓVENES SON POLÍTICAMENTE INVISIBLES EN EL DEBATE PÚBLICO 


La baja participación de los jóvenes en comparación con los 
mayores no es algo nuevo en la democracia, sino que 


siempre ha ocurrido. ¿Qué ha cambiado entonces para que 
ahora no se les escuche? ¿Por qué cada vez son más 
irrelevantes políticamente? Lo que está cambiando en 
realidad es que las nuevas tendencias demográficas, 
impulsadas por el envejecimiento, están debilitando el peso 
de los jóvenes en las elecciones y con ello la voz política y 
la capacidad de imponer su agenda en unas elecciones. 

Cuando Nacho era niño, en los setenta, la tasa de 
fecundidad en España era de prácticamente tres hijos por 
mujer en edad fértil, mientras que cuando nació Carlotta, 
en el año 2004, la tasa de fecundidad era de 1,3 hijos. Hoy 
está en el 1,19. Esto cambia por completo el mundo que te 
rodea. Nacho estaba siempre con niños de su edad, 
mientras que Carlotta convive con muchos más mayores. Y 
esto pasa en el colegio, cuando bajas a jugar a la calle con 
tus amigos y en las reuniones familiares con tus hermanos y 
primos. Y cuando Nacho creció, le sucedió lo mismo: 
siempre con mucha gente de su edad cerca, en aulas 
masificadas, cuando salía de marcha a su bar favorito o 
cuando empezó a trabajar. 

Cuando Nacho iba a la universidad, si no llegabas diez 
minutos antes de que empezara la clase casi no entrabas en 
el aula, y eso que eran gigantescas. Estos últimos años, en 
la Universidad Complutense, como una de las medidas 
frente al COVID para aumentar la distancia física entre los 
alumnos, se abrieron las aulas antiguas, grandes, de más de 
trescientos cincuenta pupitres. Pues esas aulas del pasado 
con los alumnos del presente, que apenas llenan un 25 por 
ciento del espacio, son la perfecta alegoría del cambio 
demográfico que hemos experimentado en unas décadas. Y 
eso que los alumnos tenían que dejar espacios libres entre 
ellos. 

Encontrarte en el seno de una generación tan numerosa 
y estar rodeado de gente de tu edad te hace sentir con 
fuerza para cambiar las cosas. En esos años, las canciones 
de época subrayaban esa sensación de optimismo, como 
sucedía con la de Miguel Ríos «Año 2000», del mítico 
álbum Rock and Ríos, que nos cantaba que era el tiempo del 


cambio y que el futuro se podía tocar. 

En contraposición, las canciones que escuchan los 
jóvenes de artistas actuales ponen de relieve lo duro que les 
resulta el entorno, como es el caso de «Brutal», de Olivia 
Rodrigo, en la que se queja de que lo que hay fuera es 
horrible y cruel. 


LA DEMOGRAFÍA POLÍTICA VA EN CONTRA DE LOS JÓVENES 


El envejecimiento demográfico hace que aumente el 
porcentaje de los mayores y disminuya el de los jóvenes en 
las elecciones. Esta demografía política posibilita que los 
mayores ganen relevancia en unas elecciones frente a los 
jóvenes. 

Se trata de una cuestión aritmética y los datos son 
elocuentes. Basta con entender que los partidos responden a 
la lógica electoral. Y la demografía política va en contra de 
los jóvenes. A comienzos del período democrático, casi el 
50 por ciento de la población española tenía menos de 
treinta años, mientras que en la actualidad este segmento 
representa solo el 30 por ciento. En términos de votos, es 
evidente la caída del peso de los jóvenes en el sufragio. 

Por un lado, la caída en las tasas de fecundidad ha 
reducido el tamaño de las generaciones de jóvenes en 2,5 
millones de personas. En los noventa había en España más 
de 11 millones de personas entre los dieciocho y los treinta 
y cuatro años, cuando hoy son 8,5 millones. 

Por otro lado, el aumento en la esperanza de vida hace 
que el cambio sea aún más intenso en los mayores de 
sesenta y cinco años, cuyo número ha aumentado en 5,5 
millones desde los ochenta, cuando no llegaban a 4,5 
millones, mientras que en la actualidad encontramos cerca 
de diez millones de viejos. 


Este cambio demográfico se traduce en que, actualmente, uno 


de cada cuatro votantes es mayor de sesenta y cinco años, 
mientras que en los ochenta, lo era uno de cada seis. 


Cuando la pirámide demográfica se invierte, la 
proporción de viejos y jóvenes cambia de forma 
desproporcionada. Sabemos que la política diseña sus 
propuestas electorales para las generaciones dominantes. En 
este caso, los viejos. La caída en el tamaño de las 
generaciones de jóvenes y el aumento de las de mayores 
hacen que, en porcentaje del electorado, los jóvenes cada 
vez tengan un menor peso. En concreto, en los ochenta y 
noventa los votantes entre los dieciocho y los treinta y 
cuatro años llegaban al 35 por ciento del electorado (casi 
uno de cada tres), y en la actualidad apenas alcanzan el 21 
por ciento (uno de cada cinco). 


GANAR EL VOTO JOVEN ES COMPLICADO Y NO DETERMINA EL 
RESULTADO ELECTORAL 


Con el envejecimiento de la población —las generaciones 
más jóvenes cada vez más reducidas y más amplias las de 
más edad— se reduce el peso político de los jóvenes, 
haciendo que cada vez sean menos atractivos para los 
políticos. 


Sufragio electoral en España: años ochenta y actualidad 


Años ochenta Año 2023 


16% 25% 


MAYORES 64 MAYORES 64 
% 21% 
3 5 O o] 
JÓVENES 18-34 JÓVENES 18-34 


Este efecto se amplifica por diversos motivos: 

En primer lugar, los jóvenes tienen una agenda política 
mucho más variada y dispersa. Son muy heterogéneos: unos 
estudian, otros trabajan, algunos se han emancipado, otros 
viven con sus padres, otros comparten piso. Aún no han 


decidido qué proyecto o estilo de vida van a desarrollar y 
tampoco han definido su identidad o carrera profesional; 
tampoco tienen experiencia sobre cómo funciona la 
economía o el impacto que la política puede tener en sus 
vidas. Y es lógico, ¡son jóvenes! 

Esto no quiere decir que no les interese lo que pasa a 
su alrededor o que no tengan preferencias, pero estas son 
muy variadas, dispersas y heterogéneas. Como hemos visto 
en el capítulo anterior, se movilizan por aspectos como la 
crisis climática, la igualdad de género o movimientos LGBTI 
+, y son mucho más tolerantes que la media en cuanto a 
los distintos tipos de familia y de relaciones, la inmigración 
O la justicia social. 

En contraposición, captar la atención de los mayores en 
unas elecciones es mucho más sencillo. Solo hay que hablar 
de las pensiones, no subir impuestos y sobre todo no tocar 
los que afectan al patrimonio. Durante los largos años de la 
jubilación, las (personas mayores se centran 
fundamentalmente en estos temas, y apenas atienden otros 
asuntos. Constituye un electorado estable en el tiempo y 
homogéneo en sus necesidades. Además, bien integrados en 
el sistema socioeconómico del país, los viejos no conocen la 
abstención. 

En segundo lugar, llegar a las personas mayores 
durante una campaña electoral es fácil. Solo hay que 
utilizar los medios de comunicación tradicionales: 
televisión, radio, prensa escrita. Sin embargo, influir en los 
(pocos) jóvenes votantes es mucho más complejo. Hay que 
llegar a ellos a través de contenido relevante y que 
despierte su interés, utilizando una estrategia de medios 
afines a ellos como las redes sociales, así como 
herramientas de campaña más innovadoras, por ejemplo, 
subiendo vídeos publicitarios electorales cortos en sitios 
web. 


Los datos son claros: en 2021 más del 90 por ciento de las 
personas mayores de sesenta y cinco años ven la televisión, 


mientras que menos del 75 por ciento de los jóvenes de treinta y 


cinco años lo hacen. 


Captar su atención no es nada fácil. Los jóvenes no son 
monotemáticos, sino muy heterogéneos en sus intereses. No 
existe una medida de política económica única, como es el 
aumento de las pensiones para los jubilados. Los más 
jóvenes pueden estar interesados en la educación, en la 
formación profesional, en las becas, en la posibilidad de 
estudiar fuera de España, etcétera, pero solo durante un 
corto período de tiempo: el que tardan en graduarse. 
Entonces los intereses se trasladan a otra parte: el acceso al 
mercado laboral, las condiciones de trabajo o el acceso a la 
vivienda, entre otros. A la vez, los jóvenes pueden estar 
movilizados a favor de otras muchas causas: crisis 
climática, movimientos LGTBI+, igualdad de género y 
demás. 

Esta heterogeneidad en sus necesidades y la variedad 
de sus intereses, inquietudes y preocupaciones complica el 
programa electoral con el que conseguir ser relevantes para 
ellos. Si a ello añadimos un mayor porcentaje de 
abstención, que reduce aún más su peso electoral, es fácil 
entender lo poco atractivo que es el voto joven para los 
partidos. 

Los votantes mayores son un bloque, no solo más 
numeroso, sino con unas preferencias más uniformes y 
homogéneas; básicamente están dispuestos a apoyar 
cualquier propuesta que implique una transferencia de 
recursos en función de la edad: las pensiones, la sanidad o 
la dependencia. 

Cuando los políticos se preparan para ganar unas 
elecciones se encuentran con dos grupos de votantes: 


* por un lado, los jóvenes, cuyo peso electoral es pequeño 
y que posee unas preferencias sobre la política muy 
variadas, 

* por otro, los mayores, con mucho mayor peso electoral y 
con unas preferencias muy homogéneas. 


En este contexto, resulta evidente qué grupo de 
votantes va a ser prioritario a la hora de preparar el 
programa electoral. La demografía política condena 
inexorablemente a los jóvenes. 


EL PESO ELECTORAL DE LOS JÓVENES ES CADA VEZ MÁS DÉBIL 


Lamentablemente, el desequilibrio entre jóvenes y viejos va 
a empeorar en las próximas décadas, aunque el porcentaje 
de votantes jóvenes se va a estabilizar en el entorno del 20 
por ciento (uno de cada cinco). Es el porcentaje de votantes 
mayores de sesenta y cinco el que va a continuar 
aumentando, pasando del 25 por ciento actual hasta 
situarse, en 2050, ¡¡¡en el 37 por ciento!!! 

El siguiente gráfico muestra cómo la situación ha 
cambiado radicalmente y cómo en las próximas décadas se 
habrán invertido los porcentajes entre jóvenes y mayores de 
sesenta y cuatro años dentro del electorado. 


Sufragio electoral (jóvenes ys viejos) 


1971 1981 1991 2001 2011 2021 2041 2051 2051 


Esta alteración del peso entre jóvenes y viejos debida al 
envejecimiento de la población está teniendo un efecto 
directo en la mínima atención que prestan los políticos a las 
demandas de los jóvenes, en su irrelevancia política. 


EL CORTOPLACISMO DE LA POLÍTICA 


La pérdida de peso electoral de los jóvenes ha llevado a los 
políticos a pensar solo en el aquí y ahora. Se ha perdido el 


enfoque a largo plazo, pues se necesita tener en cuenta a las 
futuras generaciones para afrontar los grandes retos globales. 


Se podría argumentar que esto no resulta un problema en sí 
mismo. Antes los jóvenes eran el grupo más numeroso y 
ahora lo son los mayores, ¿qué más da? Pues bien, como 
veremos a lo largo de este libro, satisfacer las demandas 
políticas de los mayores lleva a orientar los programas de 
gasto a la edad. Por el contrario, los jóvenes tienen unas 
preferencias políticas mucho más diversas y las políticas 
que más los benefician son aquellas que más benefician a la 
economía en su conjunto, como la educación, la lucha 
contra la pobreza, la inversión en I4+-D+i, la vivienda, la 
política fiscal responsable o la lucha contra la crisis 
climática. 

Además, esta dinámica donde cada vez los jóvenes son 
más irrelevantes políticamente es muy preocupante, pues, 
aunque es cierto que estos siempre han votado menos, si las 
generaciones futuras, desalentadas por la pérdida de 
influencia, no adoptan nunca el hábito del voto, la 
participación de los jóvenes disminuirá, perdiendo aún más 
peso en las elecciones y debilitando la legitimidad de los 
gobiernos elegidos. 

Los efectos se ven amplificados cuando tenemos en 
cuenta que la menor participación electoral de los jóvenes 
aún da mayor poder al grupo de los votantes mayores. Si, 
por ejemplo, se mantiene la diferencia de veinte puntos 
porcentuales en la participación entre los votantes jóvenes y 
mayores, el peso de estos últimos en las próximas 
elecciones podría alcanzar el 30 por ciento. Y lo más 
preocupante es que este porcentaje irá aumentando de 
forma imparable en las próximas décadas. Es fundamental 
re-equilibrar los efectos negativos de la demografía política. 


EL EJEMPLO DEL BREXIT Y DE LAS ELECCIONES EN ITALIA Y EE. UU. 


Las políticas que más benefician a los jóvenes son aquellas 
que van a tener un mayor impacto en el crecimiento de 
largo plazo y, por ello, suelen ser las medidas que más 
benefician al futuro de todos. Este es otro de los motivos 
por los cuales la pérdida de peso de los jóvenes en unas 
elecciones, que su voz sea silenciada democráticamente, es 
un problema. 

Existen varios ejemplos, pero quizá el que mejor 
escenifica cómo la pérdida de peso electoral de los jóvenes 
está provocando que la generación actual, al ejercer su 
poder (democrático), esté implementando políticas sin tener 
en cuenta el bienestar de las futuras generaciones es el 
Brexit. En el referéndum sobre la salida del Reino Unido de 
la UE, los mayores de sesenta y cinco han limitado el 
potencial de los jóvenes, robándoles la posibilidad de ser 
ciudadanos europeos. El 70 por ciento del segmento entre 
dieciocho y veinticuatro años votó a favor de permanecer 
en Europa (remain), mientras que el 60 por ciento de los 
mayores de sesenta y cinco años lo hizo a favor del Brexit 
(leave). 

Lo cierto es que mucho se habla del mayor 
abstencionismo de los jóvenes, y poco de la demografía 
política, pues la realidad es que, aunque el porcentaje de 
participación hubiera sido el mismo en las dos cohortes, el 
grupo de mayores de sesenta y cinco años es mucho más 
grande que el de los jóvenes, lo que habría determinado el 
mismo resultado a favor del Brexit. 

Recientemente hemos conocido otro ejemplo en el que 
las preferencias de los jóvenes no se han tenido en cuenta: 
las elecciones italianas. La narrativa populista, que retrata 
al gobierno de Draghi como un gabinete de élites 
financieras internacionales, dio sus frutos al facilitar el 
triunfo de la ultraderecha antieuropea del partido de 
Meloni. Pero no entre todos los votantes. Según los datos de 
iXE, los votantes más jóvenes —de entre dieciocho y 
veinticuatro años— votaron de forma muy diferente al 


resto. Premiaron a los partidos que apoyaban las políticas 
del gobierno de Draghi (Azione, +Europa y Pd), 
concediéndoles más votos (un total del 43,4 por ciento) que 
a los partidos antagónicos al gobierno de Draghi (Fdl, Lega 
y M5S), que recogieron un total del 31,5 por ciento. Solo un 
15,4 por ciento de los votantes jóvenes votaron al partido 
de Meloni. Su indignación se ve reflejada en el siguiente 
tuit: 


O 


Hace poco leí por aquí una chica italiana diciendo “2 años con 
mascarilla para salvar a todos esos viejos que ahora han votado 
a la Meloni” and | think it is beautifull. 


La tasa de abstención fue mayor entre los jóvenes, con 
un 39,8 por ciento, que entre los votantes más adultos. 
Pero, al igual que ocurrió con el Brexit, una mayor 
participación de los jóvenes en las urnas no habría 
cambiado el resultado electoral. Con todo y con eso, la 
importancia del voto de los jóvenes no debe pasarse por 
alto. En estas elecciones, la situación de los jóvenes ha 
quedado fuera de la agenda electoral de muchos partidos, 
que han preferido dedicar su atención a los votantes de más 
edad o, como mucho, prometer a los jóvenes dádivas 
electorales. Sin embargo, a estos no se les escapa que su 
futuro está más asegurado con las políticas planificadas e 
introducidas por el gobierno de Draghi que con las 
promesas electorales de los partidos populistas, que sus 
perspectivas de futuro requieren una mayor atención a la 
educación, el medioambiente y el crecimiento económico, y 
no a las prejubilaciones o las pensiones. 

También hay alguna experiencia positiva, donde el 
voto de los jóvenes parece haber sido determinante. Tras las 
últimas elecciones a la presidencia de Estados Unidos, 
Joseph R. Biden Jr. tiene mucho que agradecer a los 


jóvenes por su victoria electoral sobre Donald Trump. En 
todo el país, el 61 por ciento de los jóvenes de dieciocho a 
veintinueve años votó a Biden, mientras que el 36 por 
ciento eligió a Trump. Aunque, como hemos mencionado, la 
participación de los jóvenes es inferior a la media, cuando 
se interesan por algo se incrementa de manera significativa. 
En estas elecciones, claramente preocupados por la 
reelección de Trump, su participación electoral subió. 
Según los estudios, el 50 por ciento de los jóvenes de entre 
dieciocho y veintinueve años votaron en las elecciones 
presidenciales de 2020, un notable aumento de 11 puntos 
respecto a 2016 (39 por ciento): probablemente una de las 
tasas más altas desde que se rebajó la edad de voto a los 
dieciocho años. 

¿Por qué motivo en las elecciones presidenciales de 
Estados Unidos de 2020 los jóvenes fueron determinantes y 
en cambio no en el Brexit o en las elecciones italianas? 
Seguramente hay muchos factores que lo expliquen, pero el 
grado de envejecimiento de cada país ha desempeñado un 
papel muy importante. Estados Unidos es un país más joven 
que el Reino Unido o Italia. La tasa de dependencia o el 
porcentaje de personas mayores de sesenta y cinco años 
respecto a la población en edad de trabajar es el 36,5 por 
ciento en Italia, el 30 por ciento en el Reino Unido y tan 
solo el 25 por ciento en Estados Unidos. 

La pérdida del peso político de los jóvenes es un grave 
problema, pues sus intereses políticos son diferentes a los 
de los votantes de más edad y también han de verse 
representados. Máxime si la mayor parte de las políticas 
que benefician a los jóvenes tienen un efecto positivo para 
todos. Si no se escucha a los jóvenes en las elecciones, esta 
ausencia de voto afectará a la naturaleza de la 
representación y, en última instancia, al contenido de las 
políticas públicas. Si los jóvenes no votan, es más probable 
que tanto ellos como sus intereses sean ignorados por los 
responsables políticos. Y esto es un problema para todos. 
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¿CÓMO SE REPARTE EL GASTO PÚBLICO? 
PENSIONES Y EDUCACIÓN 


Gastamos tanto en pensiones, negándonos a adaptar el sistema 
a la nueva demografía, que no existe margen fiscal para invertir 


en otras políticas de largo plazo (crisis climática, educación, 
vivienda, etcétera) que benefician a los jóvenes y a la sociedad 
en su conjunto. 


Este capítulo es el que mejor resume la idea central de este 
libro: todo incremento del gasto se destina a las personas 
mayores, que ya absorben el 40 por ciento de los 
presupuestos, y apenas hay espacio para políticas que 
beneficien a los jóvenes. El envejecimiento de la población, 
además, generará un deterioro aún mayor. 

En la mayoría de los países industrializados, el pago de 
las pensiones representa la partida más importante de los 
gastos en bienestar social y un componente predominante 
del presupuesto público. En España, la situación no es 
distinta y las pensiones, con un 13,6 por ciento del PIB, 
absorben más del 60 por ciento de todo el gasto social del 
país. 


LA REDISTRIBUCIÓN DE LA RENTA DEPENDE DE LA EDAD Y NO DE LA 
RIQUEZA 


Las pensiones gozan de un apoyo político más amplio que 
cualquier otro programa del estado del bienestar por dos 


motivos: 


+ En primer lugar, porque prácticamente todos los 
individuos de una sociedad se ven de una forma o de 
otra involucrados con las pensiones: o bien las perciben 
o bien aspiran a percibirlas. 

* En segundo lugar, porque los jubilados constituyen un 
grupo muy numeroso y homogéneo, capaz de recabar 
un gran bloque de votos para apoyar las pensiones y 
oponerse a otros programas de gasto. 


Ver conjuntamente la evolución de estos dos 
programas, las pensiones y la educación, pone de 
manifiesto el «atraco» que las generaciones mayores están 
perpetrando en detrimento de las más jóvenes. Nos 
negamos a adaptar el sistema de pensiones a la nueva 
longevidad y, por ello, estas no solo están absorbiendo un 
porcentaje cada vez mayor de los recursos del presupuesto 
público, sino que además les están hipotecando el futuro. 
Como los mayores están en contra de subir los impuestos o 
gravar la riqueza, exigen que otros gastos como la de 
sanidad o dependencia (e incluso una parte de las 
pensiones) se financien con deuda pública, lo que no hace 
sino trasladar a mañana el pago de lo que estamos gastando 
hoy. Es decir, están transfiriendo a los jóvenes parte de las 
facturas de sus gastos. 

En la economía se distingue entre gasto e inversión. La 
principal diferencia es que esta última permite obtener 
beneficios en el futuro. En este sentido, la educación se 
considera inversión, y las pensiones, gasto. Si se invierten 
recursos públicos en educación, se consiguen ventajas de 
cara al futuro, pues cuanto mejor educadas estén las 
generaciones, mayor será su productividad y más crecerá la 
economía. Algo similar ocurre cuando invertimos recursos 
públicos en investigación, desarrollo e innovación (I+D+i) 
o en infraestructuras estratégicas. Mientras que, aun siendo 
necesarias, las pensiones percibidas se dedican al consumo 
de los jubilados y no generan beneficios futuros como la 


educación. 

El gasto en pensiones y educación evoluciona en 
sentidos opuestos: crece en pensiones y disminuye en 
educación y formación. Mientras que el gasto en pensiones 
ha aumentado en prácticamente cinco puntos de PIB, la 
inversión en educación ha caído en dos décimas, lo que 
supone un deterioro de la justicia intergeneracional. Pues 
bien, el aumento del peso político de los jubilados puede 
amplificar estas dinámicas observadas hasta la fecha, 
agudizando el deterioro de la justicia intergeneracional. 


¿QUERRÁN O PODRÁN LOS JÓVENES DE AHORA PAGAR LAS PENSIONES 
DEL FUTURO? 


Para contestar esta pregunta resulta necesario entender dos 
cosas antes: por un lado, ¿qué es y cómo funciona un 
sistema de pensiones de reparto como el que tenemos en 
España? y, por otro, ¿cómo afecta el envejecimiento de la 
población a la economía y a las pensiones? 

¿Cómo se pagan las pensiones? La mayoría de los 
países desarrollados tienen un sistema de pensiones de 
reparto, donde los trabajadores en activo dedican una parte 
de sus salarios a pagar la pensión de los jubilados actuales. 
Es decir, las aportaciones (o cotizaciones a la Seguridad 
Social) no se guardan para que el mismo trabajador las 
cobre tras su jubilación, sino que se utilizan para pagar las 
pensiones de los jubilados de ese momento. 

Si esas aportaciones no son para ellos, ¿por qué las 
pensiones reciben tanto apoyo político? La respuesta es 
sencilla: porque los trabajadores están convencidos de que 
la generación posterior (los actuales niños y jóvenes) hará 
lo mismo por ellos. 

Los sistemas de pensiones de reparto se mantienen en 
el tiempo porque existe un pacto intergeneracional 
implícito: pagas a los actuales jubilados porque piensas que los 
futuros trabajadores también te pagarán a ti cuando lo seas. 
Este pacto es clave para entender qué va a ocurrir con las 
pensiones en el futuro. 


La generación X, los millennials y los últimos boomers 
(los más jóvenes) están pagando las pensiones a los actuales 
jubilados, que son la generación de la posguerra y la 
mayoría de los boomers. Y lo hacen porque esperan que las 
generaciones del futuro, la Z y la Alpha, se las paguen a 
ellos. Pero la demografía será muy distinta... 


¿Es mejor que el dinero que cada uno aporta se «guarde» para 
su jubilación? 


Esto es lo que ocurre con los sistemas de pensiones de 
capitalización, donde las cotizaciones suponen un ahorro 
para uno mismo. En lugar de destinarse a pagar las 
pensiones actuales, las cotizaciones se invierten en activos 
financieros hasta el momento de la jubilación. Y, por lo 
tanto, las pensiones que se percibirán dependen de cómo 
evolucionen los mercados financieros hasta el momento de 
jubilarse. 

Para mantener este sistema de pensiones no hace falta 
ningún pacto intergeneracional como en los sistemas de 
reparto. Precisamente la necesidad de un pacto entre 
generaciones es una ventaja cuando el sistema se enfrenta a 
un impacto muy negativo. ¿Qué ocurre, por ejemplo, en un 
sistema de capitalización cuando, en el momento de la 
jubilación, la economía atraviesa una grave crisis 
económica y la rentabilidad de las acciones se ha 
desplomado? En ese momento, el jubilado lo habría perdido 
todo. 


Sistema de pensiones de reparto. 
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Por el contrario, si esto mismo sucediera en un sistema 
de reparto, el jubilado siempre recibiría algo, pues la 
economía cuenta con una generación trabajando y, por lo 
tanto, aportando al sistema. Es la razón por la que los 
sistemas de pensiones de reparto son superiores para hacer 
frente a situaciones muy adversas, pues proporcionan un 
seguro, al repartir el riesgo entre varias generaciones. En 
este sentido es interesante la experiencia de EE. UU., cuyo 
sistema de pensiones se creó durante el primer mandato de 


Franklin D. Roosevelt como medida de apoyo a las personas 
mayores que habían quedado en la más absoluta pobreza 
como resultado de la Gran Depresión. La crisis financiera de 
1929 las abocó a la indigencia, pues perdieron todo el 
dinero que habían ahorrado durante su etapa laboral y que 
habían invertido en el mercado de capitales para disponer 
de una renta en la vejez. La solución fue la introducción de 
un sistema de pensiones de reparto (llamado pay-as-you-go), 
según el cual los trabajadores accedían a pagar una pensión 
a la primera generación de jubilados arruinados tras la gran 
depresión a cambio de que la siguiente les pagase una 
pensión a ellos. 

Además, los sistemas de capitalización también sufren 
las consecuencias del envejecimiento, ya que, si aumenta la 
longevidad y se alarga en consecuencia el período de 
percibir una pensión, como es lógico, habrá que repartir los 
ahorros acumulados a lo largo de un mayor número de 
años, con la consecuente reducción de la pensión anual. 


¿Cómo será la demografía en las próximas décadas? 


Es indudable que nos hallamos ante un cambio demográfico 
drástico, con caídas de la fecundidad y aumentos 
continuados de la longevidad. Y la demografía es clave para 
entender lo que va a suceder. Como decía David Foot: «La 
demografía explica dos tercios de todo». Nada resume 
mejor la situación de envejecimiento que estamos 
atravesando que esta publicidad del banco HSBC: «Dos 
tercios de todas las personas que a lo largo de la historia 
han llegado a los sesenta y cinco años están vivas hoy». 

España empezó el siglo xxiI siendo uno de los países 
menos envejecidos de Europa, pero en el 2050 será uno de 
los países más envejecidos del mundo, como se observa en 
la siguiente figura. 


Pirámide poblacional en 2020 y 2050 
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El proceso de envejecimiento será más intenso en 
España porque combina lo mejor y lo peor de otros países: 
una de las esperanzas de vida más altas (tanto al nacer 
como a los sesenta y cinco años) con una de las tasas de 
fecundidad más bajas del mundo. Ser uno de los países más 
longevos del mundo, con una esperanza de vida al nacer de 
86,5 años, es una noticia excelente. No obstante, preocupa 
la bajísima tasa de fecundidad de 1,19 hijos por mujer en 
edad fértil, sobre todo porque España también es el país con 
una mayor diferencia entre el número de hijos deseado y el 
real. 

Si no fuera por la inmigración, España ya habría 
empezado a perder población en 2010, primer año en el 
que los nacimientos anuales fueron inferiores a las muertes. 
El problema reside en que, según todas las proyecciones 
demográficas, la población española va a continuar 
creciendo debido al aumento de la longevidad. O, dicho de 
otra manera, las únicas generaciones que van a aumentar 
en tamaño en las próximas décadas serán las generaciones 
de mayores de sesenta y cinco años. En concreto, en 2050 
habrá tres millones menos de trabajadores potenciales 
(población entre veinticinco y sesenta y seis años) y 6,5 
millones más de jubilados potenciales (población mayor de 


sesenta y cinco años). Y todo esto va a ocurrir a pesar de 
que dichas proyecciones están asumiendo la entrada de 
entre ocho y diez millones de inmigrantes. 


EL RETO DEL ENVEJECIMIENTO PARA LAS PENSIONES 


La aritmética demográfica es tozuda: si cae el número de 
trabajadores y aumenta el número de jubilados, el sistema de 


pensiones de reparto se va a enfrentar a serios problemas de 
sostenibilidad. 


La mejor forma de analizar este problema es calcular el 
número de trabajadores por cada jubilado. El 
envejecimiento va a suponer que donde ahora hay tres 
trabajadores pagando la pensión de un jubilado, en el 2050 
solo habrá 1,5 trabajadores. Todo ello asumiendo pleno 
empleo y un escenario demográfico con una entrada de 
entre nueve y diez millones de inmigrantes. 

Entonces, ¿cómo serán las pensiones del futuro cuando 
haya 1,5 trabajadores por jubilado? Un simple cálculo 
aritmético muestra que, si las pensiones del futuro son 
iguales que las actuales, los trabajadores del futuro (jóvenes 
o niños actuales) tendrán que pagar en pensiones el doble 
de lo que aportan los trabajadores actuales. Es decir, donde 
ahora 3 trabajadores potenciales pagan la pensión a 1 
jubilado, en el futuro 3 trabajadores pagarán la pensión a 2 
jubilados. 

Sin embargo, existe un límite a la cantidad que se 
puede detraer del salario de los trabajadores. Si se obliga a 
los trabajadores del futuro a destinar un porcentaje 
excesivamente elevado de su salario para pagar las 
pensiones, estos pueden emigrar a otro país que no tenga 
cotizaciones tan altas. Y es aquí donde entra en juego el 
pacto intergeneracional, pues, para que se siga cumpliendo, 
las pensiones tienen que ser pagables. Por este motivo, 
todos los países del mundo han llevado a cabo reformas de 


su sistema de pensiones para adaptarlos a la nueva 
demografía. 

¿Quiere esto decir que no debemos preocuparnos? 
¿Que el sistema de pensiones se acabará reformando para 
garantizar que se restablezca un cierto grado de justicia 
intergeneracional? Lamentablemente, esto no es así, sino 
que solo se aplican las mínimas reformas necesarias para 
hacer las pensiones pagables por las futuras generaciones. 
De esta forma, absorberán todo el margen fiscal existente, 
sin dejar ningún espacio para que se puedan destinar 
recursos a los programas de inversión que más benefician a 
los jóvenes y, por ende, al crecimiento a largo plazo de la 
economía. 


¿Cómo serán las pensiones que pagarán los jóvenes? 


Para contestar a esta pregunta es importante resaltar que el 
envejecimiento produce una tensión entre la rentabilidad 
económica y el apoyo político de las pensiones. 


* El envejecimiento reduce la rentabilidad de los sistemas 
de pensiones de reparto. La generación siguiente 
pagará la pensión a los trabajadores actuales y, por lo 
tanto, cuanto menos numerosa sea la generación que 
tiene que pagar, menor será la generosidad que se 
podrá permitir. Por lo tanto, la rentabilidad depende 
de la relación entre el número de trabajadores —en 
disminución— y el número de personas jubiladas —en 
aumento—. Y esta relación (o rentabilidad) disminuye 
con el envejecimiento. 

* El envejecimiento refuerza el apoyo a las pensiones. Al 
mismo tiempo, hace que las pensiones sean más 
atractivas para los políticos a la hora de enfrentarse a 
unas elecciones. Además, cuanta más edad tenga el 
trabajador (y más cerca se encuentre de la edad de 
jubilación, si es que no está ya jubilado), mayor será su 
apoyo político a las pensiones. Esto es así porque, 
cuanto mayor es el trabajador, menos tiempo le queda 


para cotizar y más para recibir la pensión. 


Por ejemplo, imaginemos un trabajador de sesenta y 
dos años al que preguntan si quiere apoyar el sistema de 
pensiones actual o si prefiere reformarlo y hacerlo menos 
generoso para que no haya necesidad de aumentar las 
cotizaciones. En este caso, el trabajador debe decidir si 
desea pagar más cotizaciones durante los cinco años que le 
quedan para jubilarse (hasta los sesenta y siete años) y 
luego cobrar una pensión más generosa durante toda su 
jubilación (que hoy en día es de veinte años) o si, por el 
contrario, prefiere reformar el sistema y, por lo tanto, pagar 
menos cotizaciones los cinco años que le quedan antes de 
jubilarse y percibir durante toda su etapa de jubilación de 
veinte años una pensión menos generosa. 

Como es evidente, optará por lo primero; la explicación 
es que el trabajador de sesenta y dos años ya ha cotizado 
durante mucho tiempo y no se le va a devolver nada de lo 
aportado, así que no le resulta rentable. Además, los 
trabajadores que ya están jubilados, dado que no tienen que 
pagar más cotizaciones, nunca van a apoyar una medida 
que reduzca sus pensiones y solo defenderán aquellas que 
las mejoren. 

De hecho, los únicos que perciben los beneficios de una 
reforma así son los jóvenes recién incorporados al mercado 
laboral. Pues solo ellos tienen todo por cotizar y todo por 
percibir. El envejecimiento de la población provoca que las 
cohortes tanto de jubilados como de trabajadores de más 
edad sean mucho más numerosas, por lo cual, a pesar de 
que la rentabilidad económica de las pensiones cae, se 
oponen radicalmente a reformarlas. 

Estas dos fuerzas antagónicas, la caída en la 
rentabilidad económica y el aumento del apoyo político, 
acaba desembocando en una resistencia por parte de los 
políticos a reformar las pensiones para adaptarlas a la 
nueva realidad demográfica. Sin embargo, esto no significa 
que sean inamovibles, pues tenemos múltiples ejemplos de 
que sí se van realizando pequeñas modificaciones. En 


España, la reforma de 2011 pospuso la edad legal de 
jubilación de los sesenta y cinco años a los sesenta y siete. 
El problema es que son las mínimas reformas para 
conseguir que las pensiones sean pagables por los futuros 
trabajadores, y no las que resultarían necesarias para 
diseñar un sistema más eficiente, justo y solidario. 


El equilibrio del Monstruo de las Galletas 


El sistema de pensiones de reparto redistribuye la renta de 
forma intergeneracional, de los trabajadores de una 
generación a los jubilados de la generación previa, y se 
sustenta en el voto favorable de la mayoría en cada 
momento, en particular de los trabajadores mayores y de 
los jubilados. El envejecimiento genera una tensión entre la 
menor rentabilidad económica y el mayor apoyo político, 
que se resuelve reformando el sistema lo mínimo posible 
para garantizar que las futuras generaciones sigan 
apoyándolo. En la literatura académica, este equilibrio se 
denomina el equilibrio del Monstruo de las Galletas, en el 
que en cada momento del tiempo los políticos, dominados 
por un electorado envejecido, «devoran» todo el margen 
fiscal disponible, pero así garantizan que los futuros 
votantes sigan apoyando el sistema. 

Dicho de otra forma, si los votantes mayores siguen 
preocupándose únicamente por sus propios intereses a la 
hora de votar, los políticos propondrán las mínimas 
reformas necesarias, sin importarles agotar todo el margen 
fiscal disponible en el futuro. 

En conclusión, si nada cambia en la sensibilidad de los 
mayores hacia el bienestar de las generaciones futuras, 
podemos anticipar que el sistema de pensiones llevará a 
cabo las mínimas reformas necesarias. Estas apenas dejarán 
margen fiscal para implementar programas de inversión en 
aquellas partidas que más benefician a los jóvenes y, por 
ende, al bienestar futuro del país. Esto se explica porque la 
única generación que, pensando en lo mejor para sí misma, 
apoyaría la reforma del sistema de pensiones es la 


generación joven, dado que se beneficiaría por la parte de 
coste (al pagar menos) y de beneficio (las pensiones serían 
sostenibles). 

El peso electoral de los jóvenes es tan pequeño que sus 
intereses no solo son ignorados por los políticos, sino que 
tampoco están representados en el llamado Pacto de 
Toledo. Dicho pacto se creó precisamente para evitar el 
juego partidista con las pensiones durante las elecciones, 
pero sorprende que nadie pensara en incorporar en él a los 
jóvenes en representación de las futuras generaciones. 


LAS REFORMAS DE LAS PENSIONES EN ESPAÑA: UN PASO ADELANTE, DOS 
ATRÁS 


Hay dos argumentos que justifican la reforma de las 
pensiones. El primero es por justicia intergeneracional, pues 
parece evidente que, si ahora las generaciones viven más 
años, una parte de ese aumento de la esperanza de vida se 
destine a producir o a trabajar. El segundo es por necesidad 
(o egoísmo generacional): si la carga fiscal para pagar las 
pensiones sobre las futuras generaciones es excesiva, hay un 
incentivo a reducir lo mínimo necesario para hacerla 
pagable. El primer argumento debería ser el principal, pero 
a la luz de la historia de las reformas en España, me temo 
que aquí prima el segundo. 

Un paso adelante es que se retrasa la edad de 
jubilación de los sesenta y cinco a los sesenta y siete años. 
La experiencia de las reformas de las pensiones en España 
se ajusta al relato que hemos contado. Primero nos 
encontramos con la reforma del año 2011, cuando la edad 
legal de jubilación pasó de los sesenta y cinco años a los 
sesenta y siete años. Parece una medida razonable para 
afrontar el envejecimiento. Si los trabajadores cada vez van 
a vivir más y por lo tanto van a percibir una pensión 
durante más tiempo, es razonable que una parte de esa vida 
extra, ganada gracias a los avances de la medicina y hábitos 
saludables, se destine a contribuir al sistema y no solo a 
percibir pensiones. La reforma de pensiones de 2011 es, sin 


duda, la mejor reforma del sistema de pensiones 
introducida hasta la fecha. Una reforma en la que se pensó 
más en el interés general de las futuras generaciones que en 
ganar las elecciones. 

¿Alguien se ha preguntado por qué la edad legal de 
jubilación se fijó en sesenta y cinco años? Parece que el 
origen se remonta a principios del siglo xx, cuando se 
introdujeron los primeros sistemas de pensiones; sorprende 
que todos los países se coordinaran para determinar esa 
edad. Pero ¿qué le pasa al ser humano para que a partir de 
esa edad ya no pueda trabajar? Pues bien, en el momento 
en el que se fijó la edad de jubilación en los sesenta y cinco 
años (1918), menos del 40 por ciento de cada generación 
alcanzaba dicha edad, cuando en la actualidad lo hace más 
del 95 por ciento. 

¿Cuál sería el equivalente a aquellos sesenta y cinco 
años para las generaciones que están vivas hoy?, es decir, 
¿la edad a la que sobrevivirá el 40 por ciento de cada 
generación? Estaríamos hablando de cerca de los noventa 
años. Evidentemente, no se trata de trabajar hasta entonces, 
pero resulta asombroso que hayan tenido que pasar cien 
años en los que la esperanza de vida ha aumentado de 
forma continuada para que los países empiecen a considerar 
posponer la edad de jubilación unos pocos años, como 
decíamos, hacer lo mínimo necesario para hacerlas 
sostenibles. 

Las reformas se introducen tarde y solo cuando peligra 
el pacto intergeneracional. «Algo es algo», dirán algunos, 
pero siempre llegan a última hora y apurando todo el 
margen fiscal existente. Incluso la reforma de 2011, 
completamente razonable y en favor de aliviar la carga 
fiscal de los jóvenes en el futuro, dio lugar al argumento de 
que retrasar la edad de jubilación es negativo para los 
jóvenes pues limita sus posibilidades de encontrar trabajo. 

En 2021 se produce un retroceso al derogar el factor de 
sostenibilidad introducido en la reforma de 2013. La idea 
detrás de este factor de sostenibilidad es que la cantidad 
total de las pensiones que reciban los trabajadores con las 


mismas condiciones de años de cotización y salario sea la 
misma independientemente del año en que se jubilen. 

Con un ejemplo se entiende mucho mejor. Supongamos 
que Carlotta y Nacho tienen exactamente el mismo historial 
laboral (empiezan a trabajar y se jubilan con la misma 
edad) y el mismo salario, pero en momentos distintos del 
tiempo. Carlotta pertenece a una generación cuya esperanza 
de vida es mayor que la de Nacho, lo que aplicado a las 
pensiones significa que va a recibir una pensión durante 
más tiempo. Parece razonable pensar que, dado que ambos 
han cotizado lo mismo (durante el mismo tiempo), la 
mensualidad que reciba Carlotta sea menor que la de 
Nacho, de forma que, si ambos cumplen su esperanza de 
vida, la cantidad total recibida en forma de pensión por 
ambos sea equivalente. Con este factor, si Carlotta, que va a 
vivir más años, quiere percibir la misma pensión que 
Nacho, tendrá que trabajar más tiempo. Es lo justo y el 
mismo argumento se cumpliría si comparamos a Nacho con 
su padre, José Ignacio, el abuelo de Carlotta. 

Es importante señalar que la aplicación de este factor 
de sostenibilidad no tiene por qué implicar que las 
pensiones que recibirán los trabajadores futuros, al 
aumentar su longevidad, vayan a ser más bajas. Solo lo 
serán en el caso de que los trabajadores futuros tengan el 
mismo historial laboral que los actuales. No obstante, los 
trabajadores futuros podrán decidir si desean trabajar algún 
año más y jubilarse más tarde, de forma que el retraso en la 
edad de jubilación compense la bajada de la pensión 
mensual por el factor de sostenibilidad. 

El factor de sostenibilidad existe en otros países y 
resulta una herramienta clave para garantizar la justicia 
intergeneracional. De hecho, en el documento que presentó 
el grupo de expertos en el que Nacho tuvo el honor de 
participar y que dio lugar a su implantación, se propuso 
llamarlo «factor de equidad intergeneracional», pero el 
Parlamento lo rebautizó como «factor de sostenibilidad». 


La reforma de 2021 deteriora la sostenibilidad del sistema de 


pensiones 


Lo ocurrido con el factor de sostenibilidad en España 
resulta en verdad frustrante y deprimente. Primero se fue 
posponiendo su aplicación y al final fue eliminado en la 
reforma de 2021. Sí, has leído bien, se eliminó y se 
sustituyó por una subida de las cotizaciones. Por si no fuera 
suficiente, a esta subida de cotizaciones el Parlamento ha 
decidido llamarla «mecanismo de equidad 
intergeneracional». ¿Os lo podéis creer? Se sustituye un 
factor de sostenibilidad que realmente respeta la equidad 
intergeneracional por una subida de cotizaciones que 
aumenta el coste laboral en una economía con altas tasas de 
paro juvenil y, para más inri, lo llaman «mecanismo de 
equidad intergeneracional». Que a una subida de cotizaciones 
sociales, para evitar adaptar las pensiones a una mayor 
longevidad, se la denomine mecanismo de equidad 
intergeneracional es un oxímoron (o  contradictio in 
terminis). Nos parece algo muy grave y la muestra palpable 
de que a los políticos no les importan nada los jóvenes. 

Y las justificaciones que se han esgrimido son aún más 
deprimentes: «Lo hemos hecho por los jóvenes, para que 
cuando se jubilen no vean cómo caen sus pensiones al 
aumentar su esperanza de vida». A todas luces se ha hecho 
para evitar que los actuales trabajadores boomers vean 
afectadas sus pensiones cuando se jubilen y se justifica por 
el bien de los jóvenes... Sin duda, una auténtica falta de 
respeto. 


La reforma de 2023: una no-reforma de pensiones contra los 
jóvenes 


España como sociedad tiene que tomar una decisión: o 
adaptamos las pensiones a la nueva longevidad, donde cada 
generación vive más años que la anterior, o utilizamos todo 
el margen fiscal para pagar las pensiones. La reforma de 
2023 ha elegido esta segunda opción. 

La reforma de 2023 aumenta el período de cómputo de 


forma voluntaria, convirtiéndose así en la primera reforma 
desde el origen de la democracia que da como resultado un 
aumento del gasto. También es la primera vez que 
aumentan las cotizaciones sin generar mayor pensión como 
contrapartida, lo que equipara las cotizaciones a un 
impuesto. Por lo tanto, esta subida de cotizaciones es 
insuficiente, ineficiente e insolidaria. 

Es insuficiente porque el déficit del sistema de 
pensiones aumentará un 4 por ciento del PIB y la subida de 
cotizaciones apenas subirá los ingresos un 0,9 por ciento. 
Incluso la subida de ingresos es inferior al aumento de gasto 
que supuso la revalorización de las pensiones en un 8,5 por 
ciento en 2023. 

Es ineficiente porque se utilizan las cotizaciones como 
un impuesto, siendo las cotizaciones el impuesto más 
distorsionante que existe pues daña la creación de empleo y 
el crecimiento del PIB. Todo ello en el país con la mayor 
tasa de paro juvenil de Europa. 

Pero, sobre todo, es insolidaria con los jóvenes. España 
tiene un déficit estructural superior al 4 por ciento del PIB y 
un nivel de deuda pública del 115 por ciento. El déficit son 
gastos de hoy, que se transfieren al futuro para que sean 
pagados entonces (por los que hoy son jóvenes). La mayor 
longevidad supone además mayor gasto en sanidad y 
dependencia en las próximas décadas. Aumentar los 
impuestos para blindar las pensiones, sin considerar que la 
longevidad ha aumentado, implica que no van a quedar 
recursos para otros programas que benefician a los jóvenes, 
y al crecimiento a largo plazo. 

No olvidemos que, en un sistema de pensiones de 
reparto como el nuestro, los niños y los jóvenes de hoy 
serán los que pagarán las pensiones del futuro. Aunque hoy 
sean irrelevantes en las elecciones por su bajo número, el 
Parlamento y la Unión Europea deberían velar también por 
sus intereses y reflexionar sobre lo que están aprobando con 
esta reforma: hoy tenemos tres trabajadores pagando una 
pensión, dentro de un par de décadas tres nuevos 
trabajadores van a pagar dos pensiones, que además van a 


tener la misma cuantía mensual, aunque esos jubilados 
vivan mucho más que los de ahora. 

Aunque sean minoritarios en las elecciones, los jóvenes 
no van a aceptar continuar viviendo en un país donde 
nunca hay políticas para ellos, y «votarán con los pies», 
trasladándose a otros países que hayan adaptado las 
pensiones a la mayor longevidad. Es decir, si la carga 
impositiva es demasiado elevada, los jóvenes podrían 
romper el pacto intergeneracional implícito sobre el cual se 
sostiene el sistema. Esto ya está ocurriendo y hay muchos 
jóvenes españoles trabajando en Alemania, Países Bajos o 
Portugal, entre otros. 


No tenemos que irnos al futuro para ver qué va a pasar 


Esta no-reforma solo conseguirá retrasar la inevitable 
reforma del sistema de pensiones para adaptarlo al 
envejecimiento, y cuando llegue nos arrepentiremos del 
tiempo perdido con patadas hacia delante. Muy 
probablemente las futuras reformas serán más injustas y 
más duras por culpa de este tiempo perdido. 

Por desgracia, no hace falta tener la máquina del 
tiempo para ver qué va a pasar con las pensiones. La 
experiencia de lo ocurrido durante el año 2022 es 
dolorosamente esclarecedora. 

En 2022, la economía española se ha visto golpeada 
por los efectos económicos de la guerra de Rusia. Apenas 
estábamos recuperándonos de la peor pandemia en un siglo, 
cuando Putin, de forma injusta y desproporcionada, decidió 
invadir Ucrania. Entre otras cosas, se dispararon los precios 
de las materias primas, sobre todo energéticas, con el 
consiguiente efecto sobre los precios. En verano de 2022 
vimos subidas de precios de dos dígitos y el año terminó 
con una inflación media del 8,5 por ciento. Pues bien, ante 
esta situación excepcional, con la inflación disparada y 
cuando se les está pidiendo moderación salarial a los 
trabajadores para controlar la subida de los precios, se 
resuelve sin apenas debate que todas las pensiones deben 


subir lo mismo que los precios. 

Que las pensiones no pierdan poder adquisitivo es una 
buena propiedad de un sistema de pensiones, pero en 
situaciones de excepcionalidad como la actual, este debe 
contar con válvulas de escape para que los jubilados con 
pensiones más altas entren en el pacto de rentas. Es decir, 
que sus pensiones suban por debajo de la inflación, como se 
les está pidiendo a los trabajadores. 

Sabemos que actualizar todas las pensiones en un 8,5 
por ciento va a suponer un gasto extra (mínimo) de 15.000 
millones de euros para las arcas públicas y, dado que la 
revalorización es un aumento que consolida, esa cifra no es 
solo para un año, sino para todos. 

Es fácil perderse cuando se habla en términos de miles 
de millones, pero para poner en perspectiva la gran 
cantidad de recursos y el coste de oportunidad que va a 
suponer esta medida, vamos a verla refiriéndonos a otras 
partidas. Solo la revalorización automática de las pensiones 
con el IPC equivaldría a subir de forma permanente las 
siguientes partidas de gasto por funciones: un 29 por ciento 
el gasto total en educación, un 18 por ciento el gasto total 
en sanidad o 1,5 veces el gasto en atención a la 
dependencia; o bien a multiplicar por tres el gasto en 
vivienda. 

Sorprende que un aumento de este nivel se lleve a cabo 
sin ningún tipo de debate público. Creo que refleja muy 
bien el argumento de este libro el hecho de que se hayan 
subido todas las pensiones de forma automática, sin una 
sola crítica por parte de la oposición. Todos los políticos 
están preocupados por las elecciones y son conscientes de 
que la demografía política les impide tocar cualquier 
partida que afecte a los mayores. No es de extrañar, por 
tanto, que, desde el año 2007 el gasto en pensiones haya 
aumentado en 5,8 puntos de PIB (si incluimos las clases 
pasivas o las pensiones de los funcionarios) y el gasto en 
educación haya caído en dos décimas del PIB. Esto es un 
suicidio como país, pues, como vamos a ver a continuación, 
no hay mejor inversión para el futuro de un país que 


mejorar su nivel educativo. Y duele aún más al observar 
que una política de revalorización de las pensiones más 
racional, en la que las pensiones más bajas suban incluso 
por encima de los precios, pero las más altas suban como 
los salarios, habría liberado unos 6.000 millones de euros 
que podrían haberse invertido en educación. 

En el futuro seguiremos viendo reformas, máxime 
porque las reformas de 2021 y 2023, junto con la 
revalorización de las pensiones al 8,5 por ciento en 2022, 
van a aumentar aún más el déficit de las pensiones hasta 
situarlo en una horquilla de entre cuatro y siete puntos de 
PIB en 2050. Ahora mismo el déficit de las pensiones está 
en el entorno de los 2,5 puntos de PIB, por lo que este 
crecimiento es insostenible. Tras lamentar el valioso tiempo 
perdido poniendo parches al sistema, espero que quien 
tenga la responsabilidad de diseñar la reforma definitiva 
vele por el interés y bienestar de los jóvenes, y se rompa el 
equilibrio del Monstruo de las Galletas. O es así o 
continuarán yéndose a trabajar a otros países. 


Necesitamos inmigrantes y una jubilación flexible y compatible 
con el salario 


Para afrontar el reto del envejecimiento y las pensiones, es 
necesario que entren inmigrantes y que las personas mayores 


puedan jubilarse de forma flexible y se compatibilice la 
percepción de un salario y una pensión. 


La solución de las pensiones pasa no solo por reformar el 
sistema de pensiones, sino también por rejuvenecer a la 
población en edad de trabajar con la entrada de 
inmigrantes y por facilitar a los trabajadores mayores 
trabajar de forma flexible y de forma compatible con la 
percepción de la pensión, hasta más tarde. Curiosamente, 
ambas iniciativas, que ayudarían a los jóvenes, son 
presentadas como algo negativo. No es difícil escuchar que 


los trabajadores mayores, al posponer la jubilación, quitan 
el trabajo a los jóvenes o que la entrada de inmigrantes 
quita el trabajo a los nativos. 

Ambos argumentos son falsos y se sustentan en la 
creencia de que la cantidad de horas trabajadas de una 
economía es fija y, por lo tanto, si es trabajada por una 
persona, no puede serlo por otra. Pero esta premisa no se 
cumple en la práctica e incluso en economía tiene un 
nombre: la falacia de la suma fija de trabajo (lump of labor 
fallacy). 

En las economías donde la tasa de empleo de los 
trabajadores mayores es alta también lo es la de los 
trabajadores jóvenes. Y la entrada de inmigrantes 
complementa, no sustituye, a la fuerza laboral nacional, 
aumentando el empleo y la productividad. Y esto ocurre por 
dos motivos: en una economía, cuanta más gente trabaja, 
mayores son el consumo y la inversión y, por lo tanto, 
mayor es su PIB. Además, en muchos de los casos las 
habilidades de los mayores o los inmigrantes son 
complementarias a las de los jóvenes, no sustitutivas. 

Estos falsos argumentos también se escuchaban cuando 
la mujer se incorporaba al mercado laboral y se decía que 
estas condenarían a un gran número de hombres al 
desempleo. 


EDUCACIÓN. ¿HAY ALGO MÁS IMPORTANTE ? 


Desde el punto de vista económico, no hay gasto o, mejor 
dicho, inversión más rentable que la educación. 

La inversión en educación pública no solo mejora el 
crecimiento económico futuro, reduce la desigualdad social 
promoviendo la igualdad de oportunidades y, por ende, la 
movilidad social, sino que además permite aunar eficiencia 
y equidad. Sin olvidar que una buena educación es 
fundamental para los jóvenes y las generaciones futuras de 
trabajadores. Así pues, podríamos considerar que la 
inversión en educación debería ser la prioridad principal de 
la política económica de un país. Pero parece que los 


políticos o los votantes no lo entienden así en absoluto. 
Antes los libros de economía hablaban de la necesidad 
de elegir entre la eficiencia y la equidad. Esta idea la 
transmitió el economista Arthur M. Okun con la metáfora 
del cubo agujereado: el dinero es transportado de los ricos a 
los pobres en un cubo agujereado. Parte de él simplemente 
desaparecerá en el tránsito, por lo que los pobres no 
recibirán todo el dinero que se les quita a los ricos. 


Esta metáfora representa las distorsiones que generan 
los impuestos, en el sentido de que afectan a las decisiones 
de trabajo e inversión. Por ejemplo, si los impuestos sobre 
la renta son muy altos, los trabajadores preferirán trabajar 
menos y dedicar más tiempo al ocio. O, si los impuestos a 
las empresas son elevados, las empresas pueden decidir no 
invertir O desplazar su actividad a otro país. En 
consecuencia, los impuestos generan distorsiones y por lo 
tanto se genera una pérdida de eficiencia y de recursos. Por 
eso se compara con un cubo agujereado. 

No obstante, si estos recursos se invierten en 
programas que mejoran el entorno económico, la eficiencia 
o el crecimiento a largo plazo, los beneficios sociales 
pueden superar el coste de las distorsiones. 

En otras palabras, la mayoría de las políticas que 
mejoran la equidad tienen un coste en términos de 


eficiencia y son las preferencias políticas (o de la sociedad) 
las que determinan la voluntad de sustituir eficiencia por 
equidad. Visto en el gráfico que se muestra a continuación, 
estaríamos en un punto como el A: si nos movemos hacia la 
derecha aumenta la eficiencia, pero cae la equidad, y 
viceversa si mos movemos hacia la izquierda. En una 
situación como esta, las preferencias políticas respecto 
hacia dónde movernos serán distintas y cada ciudadano 
tiene las suyas. En principio, parece evidente que, si has 
nacido en el seno de una familia acomodada, tus 
preferencias serán diferentes de las que tendrías si hubieras 
nacido en una familia pobre. En el primer caso prefieres 
que prime la eficiencia, y en el segundo, la equidad. 


La educación puede romper la dicotomía clásica 
entre eficiencia y equidad, y mover la economía 
de un país del punto E al punto A 


Eficiencia 


Equidad 


El «velo de la ignorancia» de John Rawls 


Si nos preguntan cuántos impuestos estamos dispuestos a 
pagar o en qué programas queremos gastar los recursos 
recaudados, la respuesta va a depender de nuestra situación 
socioeconómica. Si somos ricos, seguramente querremos 
pagar lo mínimo, pues podremos permitirnos educación o 
sanidad privada. Si somos pobres, sucederá todo lo 


contrario. Si somos mayores, lo que más nos interesaría, 
como hemos visto, serían las transferencias a la edad. Es 
decir, esas condiciones de partida son las que nos 
condicionan a la hora de mostrar las preferencias. Es como 
quien tiene buenas cartas en una partida de póquer: no va a 
actuar de la misma manera que si aún no se han repartido. 

Para evitar que la posición original del individuo cree 
sesgos a la hora de diseñar un modelo de bienestar justo o 
equitativo, John Rawls introduce el concepto del «velo de la 
ignorancia». Este modelo intenta que pensemos como si 
desconociéramos el lugar, la raza, el sexo o la familia en 
que vamos a nacer, así como la inteligencia o habilidades 
innatas, con el objetivo de garantizar la imparcialidad en 
nuestra posición inicial. Es como decidir qué hacer antes de 
que se repartan las cartas. Si se revalúan las preferencias 
con el «velo de la ignorancia», casi todo el mundo apostaría 
por la inversión en educación como un programa prioritario 
dentro del estado del bienestar. 


La educación mejora tanto la eficiencia como la equidad 


En muchas ocasiones, sin embargo, el mal diseño del gasto 
público no permite que la economía de un país se sitúe en 
un punto como el A del gráfico, que ofrece la máxima 
eficiencia para ese nivel de equidad. Podemos situarnos en 
un punto como el E, donde existen imperfecciones del 
mercado que justifican la intervención política por motivos 
de eficiencia (un ejemplo de imperfección o fallo de 
mercado sería la contaminación excesiva generada por las 
industrias al producir). En este caso resulta posible mejorar 
a la vez eficiencia y equidad. 

El ejemplo más evidente donde se puede observar la 
mejora simultánea de eficiencia y equidad es la educación. 
Los impuestos que financian la educación, como todos los 
impuestos, generan ineficiencias, pero el gasto en educación 
compensa dichas ineficiencias al mejorar tanto la eficiencia 
como la equidad. 

¿Por qué el gasto en educación puede mejorar la 


eficiencia hasta el punto de compensar la pérdida generada 
al recaudar los impuestos necesarios para financiarla? 
Porque la educación pública permite corregir un fallo de 
mercado, que es precisamente la ausencia de un mercado 
privado que ofrezca el nivel óptimo de educación. La 
educación pública permite que todos los niños, incluso de 
familias pobres, tengan acceso a formación, algo que no 
ocurriría si esta fuera privada y solo pudieran disfrutar de 
ella los hijos de las familias ricas. La mejora en equidad es 
obvia, pero también se observa una mejora en eficiencia, 
dado que está demostrado que, cuanto mayor es el nivel 
educativo del trabajador, mayor es su productividad. 

La educación pública garantiza el acceso de toda la 
infancia a la educación, evitando que el talento de los niños 
con menos recursos se desperdicie. Asimismo, permite 
avanzar en la igualdad de oportunidades y con ello 
favorecer la equidad y la movilidad social. 

Respecto al crecimiento futuro, en un entorno de 
envejecimiento poblacional, donde va a caer la población 
en edad de trabajar, la única posibilidad para crecer es que 
ese menor número de trabajadores sea más productivo. 

Respecto a las pensiones, dado que las de dentro de 
unas décadas las van a pagar los jóvenes de ahora, cuanto 
mejor sea su formación y productividad, mayor será su 
aportación y, con ello, el sistema será más sostenible. En 
consecuencia, se puede afirmar que la inversión en 
educación mejora la rentabilidad del sistema de pensiones. 

Precisamente el escaso crecimiento de la productividad 
es uno de los males crónicos de la economía española. 
España es uno de los países industrializados con una menor 
productividad laboral, y la distancia con los otros países se 
ha ampliado en las últimas décadas. Y la explicación se 
encuentra no solo en las carencias del sistema educativo, 
sino también en las ineficiencias del mercado laboral. 


¿Cómo se encuentra la educación en España? ¿Realmente le 
importa a alguien? 


En primer lugar, la educación de la sociedad española ha 
mejorado. La Constitución de 1978 estableció el derecho de 
todos los ciudadanos a la educación gratuita. Desde 
entonces se han producido muchos avances, empezando 
porque se ha duplicado el gasto público en educación 
(calculado como porcentaje del PIB). Consecuencia de estas 
políticas, el abandono escolar ha caído del 70 al 17 por 
ciento. También se han conseguido avances significativos 
en la escolarización a edades muy tempranas: en 1978, solo 
el 6 por ciento de los niños de dos años estaban 
escolarizados, mientras que hoy supera el 60 por ciento, o 
la total escolarización de los niños entre los tres y los seis 
años. Abundan las evidencias de la importancia de la 
escolarización temprana para el desarrollo no cognitivo del 
alumno, que resulta vital para el desarrollo académico 
posterior. La mejora en el aprendizaje también ha sido muy 
elevada. De hecho, España ha sido, junto con Corea del Sur 
y Finlandia, el país de la OCDE que ha experimentado las 
mayores ganancias en competencias básicas en los últimos 
cuarenta años.1 


Jóvenes mejor preparados que sus padres, pero peor que sus 
coetáneos europeos 


Así pues, existen evidencias suficientes para sostener que 
las generaciones de jóvenes actuales se encuentran mucho 
mejor formadas que las anteriores. Sin embargo, el 
problema es que ahora no nos debemos comparar con las 
generaciones anteriores, sino con los jóvenes actuales y 
futuros de otros países similares. Vivimos en una economía 
cada vez más globalizada, donde las empresas son 
multinacionales y el mercado laboral es mundial. Por lo 
tanto, para valorar cuánto importa la educación en nuestro 
país, no nos podemos conformar con las mejoras respecto al 
pasado, sino en cómo estamos en relación con otros países 
de nuestro entorno; aquí es donde se observan las carencias 
del sistema educativo español. 

La mejor forma de evaluar los resultados de nuestro 


sistema educativo es compararlo con el de otros países de 
nuestro entorno. Para ello se utilizan los datos del 
Programa para la Evaluación Internacional de Alumnos de 
la OCDE (PISA, por sus siglas en inglés). Este programa 
tiene por objeto evaluar en qué medida, al final de la 
educación obligatoria, los alumnos han adquirido algunos 
de los conocimientos y habilidades necesarios para la 
participación plena en la sociedad del conocimiento. 

Según los últimos datos, de 2018, España muestra los 
peores resultados en ciencias desde que se realizó el primer 
informe, en el año 2000, y ocupa el puesto 30 del mundo 
con 483 puntos de media (trece puntos menos que en 
2013). En matemáticas los resultados también han 
empeorado: ocupa la posición 34 del mundo con 481 
puntos (cinco menos que en la última edición). En ambas 
disciplinas, el rendimiento de los estudiantes españoles está 
por debajo de la media de los países desarrollados y por 
debajo de la media europea. Sorprendentemente (¡o no!), 
en comprensión lectora, España se ha quedado fuera de la 
última evaluación, y la OCDE achaca la no evaluación en 
esta prueba a ciertas «anomalías» detectadas. 

En términos de PIB, España es el país número 14 del 
mundo, mientras que en rendimiento educativo está en la 
posición 30 o 34. Muchos países con menor PIB que 
nosotros nos están superando en los recursos que dedican a 
la educación y en su rendimiento. La educación es 
determinante para el crecimiento futuro, y esta brecha 
puede provocar un descenso del peso económico de España 
en la economía global. 

La educación no parece una de las prioridades de los 
políticos y es de las últimas preocupaciones de la sociedad, 
como pone de manifiesto la indiferencia ante los graves 
problemas que arrastra: 

Primero: España presenta una altísima tasa de 
repetición escolar: cerca de uno de cada tres estudiantes de 
quince años ha repetido curso al menos una vez, mientras 
que la media de la Unión Europea es apenas de uno de cada 
diez. 


Segundo: Las tasas de abandono escolar temprano son 
las más altas de Europa. Para calcularla se mide el 
porcentaje de personas de dieciocho a veinticuatro que no 
completan la segunda etapa de educación secundaria 
(Formación Profesional Básica, ciclos de Grado Medio o 
Bachillerato). 

Frente a muchas noticias que critican a los niños y 
jóvenes actuales por su falta de esfuerzo, estas dos carencias 
poco tienen que ver con las capacidades de los estudiantes, 
sino que se explican por el mal diseño de un sistema 
educativo que abusa de la repetición y que ofrece pocas 
opciones de continuar la formación tras completar la 
educación obligatoria. 

Tercero: Como consecuencia de lo anterior, la 
estructura educativa tiene forma de reloj de arena. 
Obviamente, la mayoría de los jóvenes completan ahora la 
enseñanza secundaria obligatoria (ESO), pero nos 
encontramos con que muchos de ellos no tienen la 
oportunidad de continuar después de esta etapa, pues no 
existe suficiente oferta de formación profesional. Por 
ejemplo, las últimas noticias (agosto 2022) hablan de que el 
54 por ciento de las solicitudes de Formación Profesional en 
Grado Superior de la Comunidad de Madrid han sido 
rechazadas por falta de plazas públicas. Este problema es 
común a otras muchas comunidades. 

A la vez, hay demasiados jóvenes que completan 
estudios universitarios. Ante la falta de alternativas al 
completar la ESO, muchos estudiantes se ven abocados a 
continuar con un Bachillerato que no les interesa y en el 
que muchos acaban fracasando. 

En 2019, el 47 por ciento de la población de 
veinticinco a treinta y cuatro años había finalizado estudios 
superiores, mientras que tan solo el 23 por ciento había 
completado una formación profesional. En la media de la 
Unión Europea, estos porcentajes serían del 38 por ciento y 
el 47 por ciento, respectivamente. Resulta evidente que, en 
los países industrializados, los jóvenes que eligen formación 
profesional son más del doble que en España. 


Si, además, analizamos los diferentes tipos de 
formación profesional, los datos son aún más deprimentes. 
La formación profesional dual, que combina la enseñanza 
teórica en centros reglados con la formación práctica en 
empresas, es inexistente (solo se ha desarrollado en el País 
Vasco). Solo el 3 por ciento de los estudiantes entre 
dieciséis y dieciocho años accede a esta formación, frente al 
34 por ciento de la OCDE, cuando sabemos que da los 
mejores resultados a la hora de acceder al mercado laboral. 

Cuarto: España es el segundo país de Europa, tan solo 
por detrás de Italia, con mayor porcentaje de ninis (jóvenes 
entre dieciocho y veinticuatro años que ni estudian ni 
trabajan). A todas luces, esto está relacionado con el punto 
anterior: el sistema educativo no es capaz de ofrecer 
suficientes opciones de formación atractivas para los 
jóvenes que no quieren ir a la universidad y estos 
abandonan los estudios sin haber adquirido las 
competencias necesarias para que sean demandados por las 
empresas. 

Quinto: Los datos de PISA indican que España tiene, 
además, un nivel bajo de excelencia. Aunque los estudiantes 
españoles con mejor desempeño están a la altura de los 
países más avanzados, la cantidad es inferior. En España, 
solo entre el 4 y el 7 por ciento (dependiendo de la 
competencia evaluada) logra alcanzar este nivel, frente al 
10-15 por ciento que lo consigue en los países más 
avanzados de nuestro entorno. 

Sexto: La educación no está teniendo éxito a la hora de 
avanzar en la igualdad de oportunidades. Algunos estudios 
han puesto de relieve resultados realmente desoladores: 1) 
estudiantes con competencias en matemáticas y ciencias 
similares según los resultados obtenidos en PISA tienen una 
probabilidad cuatro veces mayor de repetir curso si el 
alumno vive en un hogar poco favorecido, y 2) la 
probabilidad de abandono escolar temprano en los hogares 
más vulnerables es muy superior en España que en la media 
de los países desarrollados. 


España a la cabeza de los países 
con más ninis en Europa 


Personas que ni estudian ni trabajan 
En % sobre la población de entre 18 y 24 años 
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Italia 24,8 
cspara AC 
Grecia 19,3 
Francia 16,8 
ocos MN 
Hungría 15,0 
Lituania 13,9 
EE. UU 13,8 
Letonia 13,8 
Reino Unido 13,8 
Finlandia 13,6 
Portugal 13,2 
Eslovaquia 12,8 
Polonia 12,6 
Austria 12,4 
Bélgica 12,1 
Estonia 12,0 
Dinamarca 11,7 
Irlanda 11,6 
Eslovenia 10,0 
Suecia 9,4 
Luxemburgo 9,0 
Alemania 8,1 


Paises Bajos 7,6 


Séptimo: España es uno de los países europeos donde 
un mayor porcentaje de jóvenes alcanza el mismo nivel 
educativo que sus padres. La asociación entre el nivel 
educativo de padres e hijos es un indicador claro de que no 
existe igualdad de oportunidades y, por lo tanto, de que la 
educación no funciona como ascensor social. 

Octavo: La segregación socioeconómica en las escuelas 
españolas es de las más elevadas de los países desarrollados 
(principalmente en la educación primaria). La segregación 
de la educación privada se ve amplificada en España con la 
generalización de la educación concertada. Existe fuerte 


evidencia académica de que las escuelas con un elevado 
número de alumnos de familias vulnerables pueden tener 
consecuencias muy negativas sobre el alumnado en 
términos de aprendizaje, probabilidad de titulación y 
desarrollo profesional futuro. 

Noveno: Muchos jóvenes están trabajando con un nivel 
de cualificación superior al que les exige la actividad 
realizada. En concreto, el 36 por ciento de los jóvenes 
españoles (entre veinticinco y treinta y cuatro años) tiene 
un nivel educativo superior a la cualificación necesaria, en 
Europa solo por detrás de Grecia oO Chipre. La 
sobrecualificación también ocurre entre los licenciados, 
donde solo el 65,5 por ciento de los hombres y el 62 por 
ciento de las mujeres opinan que su primer puesto de 
trabajo se ajusta a su nivel de formación como titulado 
universitario. Así, por ejemplo, el 50 por ciento de los 
graduados en artes y humanidades se consideran 
sobrecualificados, el 35 por ciento de los ingenieros o el 44 
por ciento de los de ciencias de la salud. 

A la vista de todos estos datos y cifras, se podría pensar 
que la inversión en educación estaría aumentando para 
mejorarlos. Sin embargo, está sucediendo justo lo opuesto. 
No solo España gasta en educación menos que la media de 
los países desarrollados, sino que la inversión en educación 
desde el año 2009 se ha reducido en 0,2 puntos de PIB y 
durante el mismo período el gasto en pensiones ha 
aumentado cinco puntos de PIB. Un recorte y un nivel de 
inversión en educación que un país como España, con las 
carencias mencionadas, claramente no se puede permitir. 


En conclusión, esta es la educación pública que reciben los 
niños y jóvenes en su primera etapa de vida, con un 
rendimiento muy por debajo del de otros países de nuestro 
entorno, con un alto abandono escolar, sin garantizar ni la 
igualdad de oportunidades ni la movilidad social, con una 
formación profesional insuficiente y con contenidos 
alejados de lo que demandan las empresas. 


Y en lugar de aportar recursos adicionales para 
alcanzar un nivel similar al de los países de nuestro 
entorno, cada vez se invierte menos en educación y las 
reformas necesarias no forman parte del debate político, al 
contrario de lo que sucede con el gasto para los mayores. 


La educación a distancia durante el COVID, un paso atrás en 
un sistema ya debilitado 


Con el COVID llegó la enseñanza a distancia y, con ella, el 
deterioro educativo se intensificó. La frase que mejor 
describe lo ocurrido con la educación durante el COVID, 
sobre todo para los más jóvenes, es esta: «Con la enseñanza 
a distancia, se tarda el doble de tiempo en conseguir que la 
mitad de la clase entienda una cuarta parte del temario» 
que aparece en el libro de Vincenzo Galasso titulado La 
juventud perdida (o Gioventú Smarrita en su título original). 

Afortunadamente, en España las escuelas han 
permanecido cerradas durante menos tiempo que en otros 
países. Aun así, parece evidente que el deterioro educativo 
ha sido importante, sobre todo en los niños de hogares más 
desfavorecidos. Esto es lógico, pues muchas familias y 
muchas escuelas no han podido disponer de los medios 
telemáticos necesarios para poder realizar la educación a 
distancia. Evidentemente el COVID ha supuesto un freno 
adicional a la igualdad de oportunidades. 

Es comprensible que nadie estuviera preparado para un 
shock tan impredecible como una pandemia, que obligó a 
paralizar toda la interacción social, también las escuelas, 
para frenar su propagación y evitar el colapso del sistema 
sanitario. Pero lo que no es explicable es que después de la 
pandemia no se lleven a cabo políticas específicas para 
tratar de corregir los retrasos educativos que ha provocado. 
Desde el sector público no se han tomado medidas 
específicas para corregir estas brechas. Por ejemplo, un 
buen programa de tutorías personalizadas de refuerzo a los 
alumnos con mayores retrasos podría ser una herramienta 
eficaz y no muy cara. Pero para este tipo de políticas y a 


pesar del impacto que tendrían, nunca hay recursos. Este 
tipo de tutorías podrían incluso impartirlas jóvenes en 
educación superior y, por lo tanto, ayudarlos también a 
ellos a conseguir recursos económicos. 


La educación en el debate político ni está ni se la espera 


La prueba más evidente de que la educación no parece 
importar a la clase política se resume así: LOECE (80), 
LODE (85), LOGSE (90), LOPEG (95), LOCE (02), LOE (06), 
LOMCE (13) y LOMLOE (20) son los acrónimos de las ocho 
leyes educativas que España ha tenido desde el inicio de la 
democracia. Prácticamente cada vez que se produce un 
cambio en el partido de gobierno, se promulga una nueva 
ley educativa. Se acaba de aprobar la última, y es fácil 
anticipar cuánto tiempo estará en vigor. 

Lo más desmoralizador es que estas reformas no han 
tratado de resolver las carencias de la educación que hemos 
enumerado, sino que se concentran en temas irrelevantes 
para la mejora de la enseñanza, relacionados con la 
ideología del partido que las propone; por ejemplo, 
ampliaciones de temario vs. aprender a pensar y no 
memorizar, religión vs. educación para la ciudadanía, 
etcétera. 

Que la educación no sea un tema prioritario para los 
políticos, a pesar de que es la inversión más rentable que 
puede hacer un país a largo plazo, se debe a que, en 
realidad, a los votantes no les importa. ¿Por qué no les 
importa? Nuevamente la demografía política puede 
explicarlo. Los votantes solo se acuerdan de la educación si 
tienen hijos y cuando estos están en edad escolar. A modo 
de prueba, no tenemos más que comparar qué ocurre 
cuando, por ejemplo, se decide no actualizar una pensión 
con el IPC con lo que sucede cuando se publican los 
resultados del rendimiento escolar de PISA y España 
retrocede en ciencias o matemáticas. En el primer caso, 
miles de jubilados salen a protestar por las calles de España, 
pues tienen sus prioridades muy claras y mucho tiempo 


libre, mientras que los resultados de PISA son noticias de un 
día y apenas lo refleja algún editorial de periódico. Cuando 
debería ocurrir lo contrario. 

Si se convocaran grandes manifestaciones a favor de la 
educación, el sistema mejoraría y los jóvenes mejorarían 
sus capacidades. Pero ¿a quién le importa? ¿Qué más da 
que los jóvenes del futuro estén peor preparados que los de 
otros países, tengan menor nivel de productividad y más 
dificultades para encontrar trabajo si esto no va a ocurrir 
hasta dentro de unos cuantos años? Es mucho más 
importante, pensarán algunos, percibir hoy una pensión 
más alta... Y así nos va. 

El mayor fracaso como sociedad es no haber acabado 
con la pobreza infantil y, por lo tanto, con el abandono 
escolar temprano de los niños en familias pobres. El 
ejemplo que mejor refleja la poca importancia que se da a 
la educación y a los jóvenes es analizar lo sucedido con la 
incidencia de la pobreza en nuestro país. Como se puede 
ver en el siguiente gráfico, el porcentaje de niños que vive 
en familias por debajo del umbral de la pobreza (medido en 
términos relativos a la renta mediana) no ha mejorado 
desde los años noventa y está en el entorno del 30 por 
ciento. 

La pobreza va de la mano con el fracaso escolar. La 
tasa de abandono educativo es del 36 por ciento entre los 
jóvenes cuyas familias llegan con mucha dificultad a fin de 
mes, frente al 5 por ciento de los jóvenes de familias 
acomodadas. Dada la importancia que la educación tiene 
sobre la movilidad social resulta, por lo tanto, determinante 
entre los niños en hogares pobres. Con mucha probabilidad 
un niño de un hogar pobre, sin el apoyo suficiente, estará 
condenado al fracaso escolar y a replicar la vida de sus 
padres. No hay mejor inversión que la que es capaz de 
evitar el fracaso de un niño en un hogar pobre. Si este niño 
es capaz de acabar el ciclo formativo, podrá salir de la 
trampa de la pobreza en la que está metido, trabajar y 
llevar una vida normal. Los recursos invertidos serán 
recuperados con creces con las aportaciones que dicho niño 


y sus descendientes hagan una vez hayan salido de la 
pobreza. Por ello no se entiende el escaso progreso en la 
reducción de la pobreza infantil, y vuelve a ser un ejemplo 
de lo poco que importan los jóvenes a la hora de decidir 
dónde gastar o invertir los recursos públicos. 


Porcentaje de niños que viven en hogares por 
debajo del umbral de la pobreza 


Fuente: Cantó, O. (2022), Pobreza infantil en España, mimeo. 


EL ESTADO DEL BIENESTAR Y LA INVERSIÓN EN EDUCACIÓN EN EL 
FUTURO 


El estado del bienestar trata de replicar a una familia. La 
organización de la estructura familiar incluye la relación 
entre los padres y los hijos, desde la infancia de estos 
últimos hasta la vejez de los primeros. Los padres se ocupan 
de cuidar y formar a sus hijos lo mejor posible hasta que 
estos consiguen emanciparse y luego los hijos se encargan 
de sus padres cuando ya no pueden valerse por sí mismos. 
Durante el siglo xx, el desarrollo del estado de bienestar 
supuso que el Estado asumiera estas responsabilidades, 
creando los sistemas de pensiones y la educación pública. 
Ambas instituciones implican una ventaja frente a la 
familia, pues, en lugar de que la responsabilidad de cuidar 
a los mayores recaiga en la generosidad o capacidad de sus 
hijos, ahora depende de todos los trabajadores. Se podría 
definir como un seguro frente a no tener hijos o que estos 
sean poco responsables. 

Lo mismo sucede con la educación. En lugar de 


depender de la formación que pudieran proporcionar los 
padres, ahora el Estado garantiza la educación obligatoria, 
permitiendo que los hijos de familias con menos recursos 
puedan adquirir mayores capacidades que sus padres. 

El problema surge cuando los ciudadanos votan 
egoístamente, pensando solo en ellos mismos y en el ahora. 
La educación y las políticas cuyos beneficios se recogen en 
el largo plazo no tienen posibilidad de ser aprobadas en una 
votación. No obstante, esta es una visión muy miope. En el 
caso de la familia, se entiende claramente que, si a los hijos 
no les va bien, no se van a poder hacer cargo de los padres. 
El estado de bienestar es una gran familia: si los jóvenes no 
están bien preparados y además no son suficientes, no van a 
poder hacerse cargo de pagar las pensiones de todos los 
mayores. 

El envejecimiento hará inevitable que los sistemas de 
pensiones se reformen para adaptarse a la realidad 
demográfica (y que las futuras generaciones puedan 
pagarlas). En este sentido, la edad efectiva de jubilación, de 
una forma u otra, acabará estando relacionada con la 
esperanza de vida en cada momento, de tal forma que 
aumentará gradualmente a medida que aumente la 
longevidad. Pero tendrá tres características: 

Primero, el proceso no será homogéneo a todos los 
trabajadores, pues se tendrá en cuenta cómo de dura o 
exigente físicamente sea la profesión y la salud del 
trabajador. 

Segundo, será flexible, en el sentido de que los 
trabajadores no pasarán de trabajar a jubilarse en una sola 
noche, sino que habrá una reducción gradual de la jornada 
laboral hasta la jubilación total. 

Y, tercero, una vez alcanzada la edad de jubilación, se 
permitirá la plena compatibilidad entre la percepción de la 
pensión y un salario. 

Luego, aunque será de forma parcial, flexible y 
atendiendo a las condiciones de salud del trabajador y 
físicas del puesto de trabajo, en el futuro los trabajadores se 
jubilarán al ciento por ciento a edades más avanzadas. Este 


aumento en el número de años de vida laboral hace que la 
inversión en educación sea aún más rentable. Además, 
cuesta imaginar que las personas vayan a recibir toda su 
educación al principio de sus vidas. Se necesitarán períodos 
adicionales de acumulación de capital humano a lo largo de 
la vida laboral para reciclarse y aprender las innovaciones 
en tecnología que aún están por llegar. Este hecho hace aún 
más sangrante la precariedad del sistema educativo. 
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LA FINANCIACIÓN DEL GASTO PÚBLICO: EL 
ATRACO PERFECTO 


Es el atraco perfecto: por un lado, todo el incremento del gasto 
público va destinado a los mayores y, por otro, en lugar de 
aumentar los ingresos para financiarlo se emite deuda pública. 


Los mayores apoyan políticamente que el aumento de gasto 
vaya destinado a pensiones y bloquean cualquier subida de 
impuestos para financiarlo, pasando las facturas a los jóvenes 
actuales, que habrán de pagarlas en el futuro. 


EL CICLO ECONÓMICO Y EL PIB POTENCIAL 


En todas las economías se dan ciclos económicos. 
Afortunadamente, la mayor parte del tiempo existe 
crecimiento, pero también hay períodos de recesión. Un 
concepto sencillo, a la par que necesario, para poder 
evaluar los ciclos económicos es el concepto del PIB 
potencial. Se define como el nivel de crecimiento (PIB) de 
equilibrio que se alcanzaría cuando se están utilizando de 
forma óptima todos los factores productivos: todo el stock 
de capital productivo, las infraestructuras, la tecnología o la 
fuerza de trabajo disponible (su número y su nivel de 
cualificación). Normalmente, el PIB potencial de una 
economía mantiene una senda ascendente gracias a la 
acumulación gradual de factores de producción y a las 
innovaciones tecnológicas. 

Pero, obviamente, este nivel de PIB potencial varía 


entre países y momentos en el tiempo. Los que cuentan con 
mayores recursos, mejores infraestructuras o sistema 
productivo, o con una mano de obra más cualificada o 
menos envejecida, serán capaces de alcanzar un nivel de 
PIB potencial mayor. 

En algunos momentos las economías crecen por debajo 
de su potencial, mientras que en otros lo hacen por encima. 
Una economía crece por debajo de su potencial, llegando 
incluso a la recesión, por muchos motivos, como por 
ejemplo por una crisis financiera, donde el sistema bancario 
está dañado y deja de funcionar; por una pandemia, donde 
las medidas restrictivas paralizan la producción y el 
consumo; por un problema geopolítico, como la guerra de 
Ucrania, o simplemente porque las expectativas sobre el 
futuro empeoran y las familias retraen el consumo 
(aumentando el ahorro) y las empresas deciden no invertir. 

Igualmente se puede crecer por encima del PIB 
potencial, pero para ello se tienen que estar usando los 
factores productivos de una forma intensiva e insostenible 
en el largo plazo. Por ejemplo, cuando se financian 
actividades con recursos públicos que no se van a poder 
mantener en el tiempo, los trabajadores realizan excesivas 
horas extra, se está en presencia de una burbuja 
inmobiliaria o hay un afán de consumo excesivo porque el 
optimismo respecto al futuro es desmesurado, etcétera. 


El ciclo económico y el PIB potencial 


PIB PIB potencial 


PIB real 


tiempo 


SILA ECONOMÍA DECRECE, AUMENTAN LOS GASTOS Y DISMINUYEN LOS 
INGRESOS PÚBLICOS 


Por lo tanto, las economías experimentan ciclos 
económicos, produciendo en algunos casos bienes y 
servicios por encima de su producción potencial y otras 
veces por debajo. Es importante tener en cuenta que cuando 
se produce por debajo del PIB potencial y se entra en una 
crisis económica, el gasto público aumenta, bien porque 
hay que gastar más en prestaciones por desempleo (los 
llamados estabilizadores automáticos) o bien porque se 
quieren introducir nuevas medidas de gasto, cosa que 
sucedió, por ejemplo, durante la pandemia, cuando se 
introdujeron medidas de apoyo a las empresas y los 
trabajadores, como los ERTE. 

Afortunadamente, las recesiones son un fenómeno 
mucho menos común que las expansiones económicas. Así, 
por ejemplo, desde el inicio de la democracia en España, el 
país únicamente ha experimentado siete años en los que el 
PIB ha decrecido: 1981 (-0,1 por ciento), 1993 (-1 por 
ciento), 2009 (-3,8 por ciento), 2011 (-0,8 por ciento), 2012 
(-3 por ciento), 2013 (-1,4 por ciento) y 2020 (-10,8 por 
ciento). En un período de cuarenta y cuatro años, la 
economía española tan solo ha experimentado siete años de 
recesión. 

Todo el gasto público se tiene que pagar, bien con los 
impuestos recaudados, bien mediante la emisión de deuda 
pública. A estas alturas, ya todos sabemos que el gasto 
público, proceda del Estado, de las autonomías o las 
administraciones locales, se financia con las tasas y los 
impuestos que se recaudan de ciudadanos y empresas. Lo 
que sucede es que muchas veces los ingresos públicos no 
son suficientes para financiar todo el gasto público que se 
desea realizar. 

La diferencia entre ingresos y gastos públicos en un año 
se denomina «déficit público» si es negativo o «superávit» si 
es positivo. En consecuencia, el déficit público significa que 
los ingresos obtenidos en un año no resultan suficientes 
para financiar todos los gastos que se quieren realizar en 


ese mismo período. Al igual que cualquier economía 
doméstica o empresa, cuando existe déficit público el 
Gobierno tiene que pedir dinero prestado para poder pagar 
todos los gastos. 

Los propios ciclos económicos, con sus recesiones y 
expansiones, provocan que en determinados momentos los 
ingresos del Estado no sean suficientes para financiar todos 
los gastos públicos. Esto es lo que ocurre si, por ejemplo, se 
entra en una fase de recesión, cuando la producción está 
por debajo de potencial (punto A del gráfico anterior): 


* Los ingresos públicos disminuyen porque trabaja menos 
gente, las empresas obtienen menos beneficios y los 
individuos y las familias gastan menos. 

+ Al mismo tiempo, el gasto público aumenta porque 
muchos programas sociales están vinculados a los 
ingresos de las personas: los desempleados reciben una 
prestación por desempleo: a mayor número de 
desempleados, mayor gasto en esta partida. También 
existen ayudas a empresas en dificultades y 
transferencias a los colectivos más vulnerables, entre 
otros. 


Por lo tanto, en una recesión es normal que aumente el 
déficit. 

En cambio, en la fase expansiva (punto C del gráfico) 
ocurre lo contrario: los ingresos aumentan, pues trabaja 
más gente y las empresas tienen mayores beneficios. 
Además, se reduce el gasto público, ya que disminuyen los 
parados que perciben prestaciones por desempleo, las 
empresas y familias necesitan menos transferencias de 
ayuda, etcétera. 

Siguiendo la misma lógica, durante las fases expansivas 
o cuando la producción está por encima de su potencial, la 
economía debería registrar superávit. 

El comportamiento fiscal de un país debería ser distinto 
a lo largo del ciclo económico: déficit en las recesiones, 
superávit en las expansiones y presupuesto equilibrado 


cuando se alcanza el PIB potencial, de forma que en un 
período largo de tiempo las cuentas públicas se equilibren. 


EL DÉFICIT Y LA EMISIÓN DE DEUDA PÚBLICA SON FACTURAS IMPAGADAS 
QUE PASAN A LOS JÓVENES 


El Gobierno se financia mediante la emisión de títulos de 
deuda pública (letras del tesoro, bonos u obligaciones), 
cuyo funcionamiento es similar a las acciones para las 
empresas. Los títulos de deuda pública son comprados por 
los inversores a cambio de una determinada rentabilidad. 
De esta forma, el Gobierno es capaz de posponer el pago del 
gasto público realizado hoy hacia el futuro. 

La acumulación de estos títulos de deuda constituye la 
«deuda pública», a la que se hace referencia frecuentemente 
en las noticias. Luego podríamos decir que la deuda pública 
de un país es el conjunto de déficits acumulados en el 
pasado o los gastos no pagados en su momento, más los 
intereses que se tienen que abonar a los inversores que han 
prestado el dinero (los «intereses de la deuda», término 
también muy escuchado en las noticias). Todo ello 
constituye una carga financiera que se está trasladando de 
hoy hacia el futuro, pues en algún momento se tendrá que 
pagar. Utilizando el símil de la bañera, el déficit es el agua 
que entra cada año en la bañera y la deuda pública es el 
nivel del agua que hay en su interior. 


Símil de la bañera: 
déficit vs deuda pública 


Flujo: DÉFICIT 


Stock: DEUDA PÚBLICA 


Está justificado tener déficit en algunas situaciones, 
pero no todos los años. Para poder analizar la situación 
fiscal de un país en cada momento se suele usar lo que se 
denomina «déficit estructural», que no es otra cosa que el 
déficit que tiene un país cuando está en equilibrio o 
produciendo a su potencial (es decir en el punto B del 
gráfico anterior). 

Podemos decir que hay dos tipos de gasto: uno, que es 
el mayoritario, estructural y que no depende de la situación 
económica, como por ejemplo el gasto en pensiones, la 
sanidad, la educación, la defensa, etcétera. Luego hay otra 
parte del gasto que depende de la situación económica, 
como, por ejemplo, las prestaciones por desempleo o las 
ayudas a las empresas, que hacen que se gaste más cuando 
se está en recesión, así como cualquier decisión de gasto de 
carácter temporal como una inversión estratégica o unas 
medidas puntuales para hacer frente a una pandemia o a 
una guerra. 

Algo similar ocurre con los ingresos, pero en este caso 
la mayor parte sí depende del ciclo, donde el IRPF, el 
impuesto de sociedades o las cotizaciones sociales se ven 
muy afectados cuando la economía entra en recesión. Por 
este motivo, para valorar qué nivel de déficit es razonable, 


hay que tener en cuenta la parte del ciclo económico en la 
que nos encontramos. Y esto es justo lo que hace el déficit 
estructural. Es fácil anticipar que lo razonable 
económicamente sería que no hubiera déficit cuando se 
crece al potencial. El déficit estructural nos da el nivel de 
déficit que tendría una economía cuando está en equilibrio 
o produciendo al nivel de PIB potencial. En tal situación, lo 
razonable sería que el déficit estructural fuera igual a cero. 


La emisión de deuda pública debería usarse para momentos de 
recesión o para afrontar situaciones excepcionales, y no para 


pagar los gastos corrientes que las generaciones actuales no 
quieren pagar. 


En principio, tiene sentido usar la deuda pública en 
situaciones como las que hemos visto antes de encontrarse 
en una fase del ciclo recesivo donde los gastos aumentan 
automáticamente y los ingresos caen. O, por ejemplo, para 
afrontar impactos negativos puntuales, como hambrunas, 
enfermedades, guerras, pandemias y epidemias, etcétera. En 
todas estas situaciones, el crecimiento de la economía 
estará por debajo del PIB potencial, los gastos serán más 
altos, los ingresos más bajos, y se tendrá que afrontar la 
difícil situación económica emitiendo deuda pública. O, 
dicho de otra forma, cabe usar deuda pública para financiar 
parte del gasto público cuando la economía se encuentra 
temporalmente creciendo por debajo de su potencial. Pero 
estos déficits financiados con deuda pública tienen que ser 
compensados con superávits cuando la economía está 
creciendo por encima de su potencial. De esta forma, la 
deuda pública estará bajo control. 

Es importante darse cuenta de que, si una economía 
está en recesión, es compatible tener déficit y que al mismo 
tiempo el déficit estructural sea igual a cero, pues este 
último nos indica el nivel de déficit que tendríamos una vez 
hayamos superado la recesión. 

Veámoslo con un ejemplo. Supongamos un país que, 


cuando crece al potencial, no tiene déficit, es decir, su 
déficit estructural es cero. Supongamos ahora que es 
golpeado por una pandemia y necesita gastar más para 
pagar los ERTE a los trabajadores y apoyar a las empresas 
que no pueden funcionar. En ese año de la pandemia 
aparece el déficit, pues no solo hay gastos extraordinarios, 
sino que, como las empresas tienen menos beneficios y las 
familias menos recursos, la recaudación es menor. Pero esta 
situación de déficit es compatible con el déficit estructural 
cero. ¿Cómo es esto posible? Pues porque para estimar el 
déficit estructural hay que restar los gastos que 
desaparecerán cuando la economía recupere el crecimiento 
potencial y sumar los ingresos que aparecerán cuando las 
empresas y las familias vuelvan a la normalidad. Por esto es 
fundamental mirar al déficit estructural y no al déficit 
corriente. 

Lo que no es razonable en absoluto es tener déficit 
estructural de manera continuada y usar la deuda pública 
para financiarlo, pues esta circunstancia lleva implícito el 
hecho de que la generación actual no está dispuesta a pagar 
los impuestos necesarios para financiar los gastos que le 
corresponden. Y esto es precisamente lo que está 
ocurriendo ahora en España. 

En la actualidad, se está trasladando el equivalente a 
cuatro puntos de PIB de gasto corriente para que lo paguen 
las generaciones futuras. ¿Cómo sabemos que es esa cifra? 
Porque según todas las estimaciones, el déficit estructural 
de la economía española está en el entorno del 4 por ciento 
del PIB. Esto significa que, en lugar de tomar una decisión 
impopular de subir los impuestos para aumentar los 
ingresos o reducir el gasto, el Estado está emitiendo deuda 
pública, que se pagará en el futuro. Esto es literalmente un 
robo a los jóvenes. Por esto es tan importante que los 
jóvenes entiendan qué es y a cuánto asciende el déficit 
estructural, ya que ese número nos da la cantidad de gasto 
público que la generación actual no está financiando y que 
les pasará factura a ellos. 


DÉFICIT ESTRUCTURAL Y LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA 


Aunque el concepto de déficit estructural pase 
desapercibido para la opinión pública, lo cierto es que es 
tan importante que se incorporó a la Constitución española 
en 2011. Para poder modificar la Constitución e introducir 
el nuevo artículo 135, se requirió el consenso entre los dos 
partidos mayoritarios, PP y PSOE. Lástima que, al igual que 
otras cuestiones que aparecen en la Constitución, haya 
quedado en papel mojado y año tras año se está incurriendo 
en déficit estructural y transfiriendo la factura a los jóvenes. 

Lamentablemente, esto lleva sucediendo mucho 
tiempo, desde el 2008 para ser exactos. Desde entonces, se 
está trasladando al futuro un gasto equivalente a un 4 por 
ciento del PIB cada año. La llegada de la crisis financiera y 
el pinchazo de la burbuja inmobiliaria en ese año 
supusieron una caída de la recaudación impositiva de seis 
puntos de PIB, pues, a la caída de ingresos asociada a la 
crisis, se añadió que una gran parte de los ingresos fiscales 
de esos años estaban asociados al boom inmobiliario y la 
compraventa de viviendas (IVA o ITP [impuesto de 
transmisiones patrimoniales], beneficios extraordinarios del 
sector bancario, etcétera). 

Durante los años 2000, España no solo había 
aumentado el gasto de los distintos programas del estado 
del bienestar, sino que también había creado nuevos 
programas de gasto corriente, por ejemplo, la tan necesaria 
ley de dependencia. 

La crisis fiscal de 2008 se produce porque se 
aumentaron los gastos de forma permanente, ya fuera 
potenciando los existentes o creando nuevos, sin considerar 
con qué recursos permanentes se iban a financiar. 
Obviamente, todo el mundo coincidía en que el boom 
inmobiliario se acabaría en algún momento. Esto llevó el 
déficit público al 11,3 por ciento del PIB en 2009. 

¡Pero la caída permanente de ingresos asociados a la 
burbuja inmobiliaria incrementó el déficit estructural hasta 
el 7 por ciento del PIB! Desde el año 2009 hasta el año 


2014 se realizaron esfuerzos tanto por la vía del gasto como 
por la de los ingresos para reducir este déficit estructural 
hasta situarlo en el entorno del 2 por ciento. La mayor 
parte del esfuerzo se consiguió aumentando los ingresos. 

Por desgracia, desde el año 2014 hasta hoy, el déficit 
estructural no ha parado de aumentar, y ello se explica 
tanto por las rebajas impositivas como por los aumentos del 
gasto. En otras palabras, hemos estado financiando con 
deuda pública parte de nuestro gasto. En el año 2019, antes 
de la pandemia, la deuda pública alcanzó el ciento por 
ciento del PIB. Esto significa que ya antes de la pandemia 
habíamos pasado la factura de un año entero de producción 
a los jóvenes. 

En esta situación financiera complicada, con un déficit 
estructural recurrente año tras año y una deuda pública 
acumulada del ciento por ciento del PIB, nos enfrentamos a 
la crisis del COVID-19, que provocó un aumento temporal 
de gasto público. Durante la pandemia se introdujeron 
programas de gasto para contrarrestar la restricción de la 
actividad, como los ERTE, además de que, al tener que 
parar una gran parte de la actividad económica, los 
estabilizadores automáticos se pusieron en marcha, 
reduciendo ingresos y aumentando gastos mediante ayudas 
y prestaciones. Todo esto llevó el déficit fiscal al 10,3 por 
ciento. 

El problema del déficit surge porque seguimos 
aumentando el déficit estructural: no el provocado por la 
crisis de la pandemia, sino el que tendríamos, aunque esta 
no hubiera tenido lugar. Este aumento del déficit 
estructural se explica, otra vez, por la introducción de 
nuevos programas permanentes de gasto, como por ejemplo 
el ingreso mínimo vital (IMV), sin dotarlo de los ingresos 
para financiarlo, por lo que, otra vez, la solución es 
aumentar el déficit estructural y en consecuencia el 
endeudamiento a futuro. 

Con esta dinámica, la deuda pública o gasto actual que 
estamos trasladando al futuro aumenta cada vez más 
rápido, hasta alcanzar en 2021 el récord del 120 por ciento 


del PIB (veinte puntos de PIB en dos años). El 
endeudamiento tiene el efecto perverso de los intereses de 
la deuda, pues cuanto más debes, mayor parte del 
presupuesto hay que dedicar a pagar los intereses. 

Este nivel de deuda pública es intolerable y contribuye 
a profundizar en el atraco a los jóvenes que da título a este 
libro. Además, un reciente estudio de la Autoridad 
Independiente de Responsabilidad Fiscal advertía de que si 
no se producen cambios importantes, el nivel de deuda de 
España ascenderá hasta el 186 por ciento del PIB por culpa 
del aumento del gasto asociado al envejecimiento. 


Deuda pública o facturas impagadas pasadas 
a las futuras generaciones 
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EVOLUCIÓN Y DISTRIBUCIÓN DEL GASTO PÚBLICO POR EDAD 


Los jóvenes no se están beneficiando de este gasto que van a 
tener que pagar en el futuro, pues el déficit actual se explica 


porque los mayores no quieren pagar los impuestos necesarios 
para hacer frente a los gastos que demandan del Estado. 


Vamos a comparar el gasto público en España como 
porcentaje del PIB en 2008 y en 2019. Se utiliza el año 
2019 para que los datos no estén distorsionados por la 
pandemia. Los datos posteriores disponibles están 
«contaminados» por el menor nivel de PIB debido a la 
pandemia. No olvidemos que hasta 2023 no se habrá 


recuperado el nivel de PIB de antes de la pandemia. 

Naciones Unidas hace una clasificación del gasto 
público por funciones. En particular, considera las 
siguientes diez: 1) servicios públicos generales (también el 
pago de intereses por nuestra deuda pública); 2) defensa; 3) 
orden público y seguridad; 4) asuntos económicos 
(incluidos transporte y asuntos comerciales y laborales); 5) 
protección del medioambiente; 6) vivienda y servicios 
comunitarios; 7) sanidad; 8) ocio, cultura y religión; 9) 
educación, y 10) protección social. En la siguiente tabla 
vemos cómo han evolucionado las distintas partidas entre el 
año 2008 y el año 2019 en términos de PIB. 


Distribución de gasto por funciones y variación en el período 2008 y 
2019 


GASTO TOTAL TA A 
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Fuente: Eurostat. 


Como se puede ver, el nivel de gasto se ha 
incrementado un 0,7 por ciento del PIB desde el año 2008. 
Pero, en realidad, solo dos partidas han aumentado. Por un 
lado, la partida servicios públicos generales que aumentó 
un 0,3 por ciento del PIB. Esto es debido al aumento del 
servicio de la deuda, pues el nivel de deuda pública ha 
pasado del 40 por ciento en 2008 al 98 por ciento en 2019. 
La otra partida que se ha ampliado es la de protección 


social, que ha pasado del 13,8 por ciento al 17,41 por 
ciento en 2019. Curiosamente, las que más benefician a los 
jóvenes, como la educación (-0,22 por ciento del PIB), la 
vivienda (-0,64 por ciento del PIB) y la protección del 
medioambiente (-0,1 por ciento del PIB) han caído 
prácticamente un punto de PIB. Podemos considerar que las 
partidas de servicios públicos generales, asuntos 
económicos, defensa, orden público y seguridad y ocio son 
neutrales en el sentido de que benefician por igual a viejos 
y a jóvenes. 

Dentro del gasto de protección social hay partidas que 
benefician a unos y otras a los otros, pero ¿podemos 
anticipar que este gasto en protección social es el que más 
ha aumentado? Vamos a verlo en la siguiente tabla. 


Distribución de gasto en protección social y variación en el período 
2008 y 2019 
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Todo el incremento en protección social ha ido 
destinado a la edad. Las otras partidas apenas han 
aumentado o incluso han disminuido. A estas alturas del 
libro, no creo que ningún lector se sorprenda. En particular 
han subido las partidas de enfermedad, incapacidad, edad 
avanzada (pensiones) y supervivientes (o pensión de 
viudedad). Todas ellas han aumentado un 3,9 por ciento del 
PIB. De tal forma que en el año 2008 el porcentaje de gasto 
en protección social que se destina a los mayores era el 75 
por ciento, mientras que en 2019 alcanza el 82 por ciento 


del total. 

Dentro de la protección social las partidas que han 
caído o apenas han subido, a pesar de que el gasto total ha 
aumentado en 3,6 puntos de PIB, son precisamente las 
partidas que más favorecen a los jóvenes, como las 
destinadas a familia e hijos, vivienda, desempleo o la 
exclusión o protección social fuera del colectivo de 
mayores. 


Los MAYORES CADA VEZ SE «COMEN» UNA PORCIÓN MÁS GRANDE DEL 
PRESUPUESTO 


La demografía política ha empezado a desempeñar un papel 
importante en el reparto del gasto, y lo será aún más en el 
futuro. De hecho, si separamos las partidas de gasto entre 
las que benefician a los viejos, las que benefician a los 
jóvenes y las que se pueden considerar neutrales, podemos 
ver cómo aumenta el pedazo de tarta que se «comen» los 
viejos en detrimento de los jóvenes y de la parte del gasto 
que es neutral. 

En estos momentos, casi el 50 por ciento del gasto total 
se destina a programas que favorecen a los mayores y, si 
nos centramos en la protección social, el 82 por ciento de 
las transferencias va a la edad o a los mayores. Sabemos 
que la gerontocracia es creciente y cada vez tendrá más 
peso en las elecciones: o bien conseguimos que miren más 
allá de su ombligo, o acabarán por extraer todo el margen 
fiscal disponible a través de un gasto en pensiones cada vez 
mayor. Hay quien piensa que el hecho de que se aumente el 
gasto que va a los mayores no impide que se pueda 
aumentar el gasto que va a los jóvenes. Esto es como si en 
un cumpleaños un hermano se corta un pedazo 
desproporcionado de la tarta ante el enfado del resto de la 
familia y les dice «no pasa nada, vosotros podéis hacer lo 
mismo». Pero para que el resto pueda hacer lo mismo antes 
tendrían que ir a comprar otra tarta. Y este es el problema, 
que los mayores solo se preocupan de que su pedazo de 
tarta sea más grande y no de que antes alguien vaya a 


comprar otra tarta. Y lo que es más grave, una parte de la 
tarta se ha pagado a crédito. 


Distribución del gasto público por edad 
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Pero el atraco no acaba ahí. Hemos visto que tampoco 
se están afrontando las obligaciones de pago que les 
corresponde y están pasando parte de ellas a las 
generaciones más jóvenes. El atraco perfecto, podríamos 
decir. 

No hace falta mirar al futuro para entender qué es lo 
que va a pasar. Basta analizar los presupuestos generales 
del Estado para el año 2023. El gasto social ha aumentado 
en 26.000 millones, de los cuales más de veinte mil 
constituyen un incremento en la partida de pensiones. No 
llega a mil millones la suma del aumento en educación, 
fomento de la vivienda y fomento del empleo. 


Es necesario establecer mecanismos para que el déficit y la 
deuda pública se utilicen cuando es necesario, y evitar que sea 


la solución fácil para los que quieren aumentar el gasto o los que 
quieren bajar impuestos. 


Los impuestos son necesarios para financiar el gasto 
público y en muchos casos, como cuando se emplea en 
mejorar las infraestructuras, la I+D+i, la educación, 
etcétera, las distorsiones que generan los impuestos se ven 


más que compensadas. En otros casos, aunque esto último 
no suceda, son necesarios por otros motivos, como la 
cohesión social o la equidad. Sea como fuere, hacen falta 
impuestos para financiar el gasto y, por lo tanto, como dice 
la famosa cita de Benjamin Franklin: «Nada es seguro, 
excepto la muerte y los impuestos» (Nothing is certain except 
death and taxes). 

Hay dos premisas fundamentales para evitar el expolio 
a los jóvenes: 


* Déficit estructural cero: se debe eliminar (o prohibir) el 
déficit estructural. Es admisible que exista déficit 
cuando se entra en recesión o la economía está 
produciendo por debajo de su potencial, por el papel 
de los estabilizadores automáticos (más gasto por 
ayudas a desempleados y empresas y menos ingresos). 
Pero no está justificado que, cuando la economía se 
encuentre a pleno rendimiento o en su producción 
potencial, siga teniendo déficit. 

* Por cada euro adicional que se gaste en mayores debe ir 
otro euro adicional para los jóvenes: se debe evitar que 
el gasto público siga destinando cada vez mayor 
proporción a programas que benefician principalmente 
a los viejos. Por este motivo se debería establecer una 
regla que, por cada euro adicional que se destine a los 
mayores, se destine otro euro a programas en pro de 
los jóvenes. Y esto lo entendemos en un sentido 
amplio: que beneficien al crecimiento a largo plazo, 
como sucede con la educación, la I+D+i, la lucha 
contra el cambio climático o contra la pobreza, o la 
inversión en infraestructuras estratégicas. 


Los impuestos deben ser suficientes para financiar los 
programas públicos 


Ante la pregunta sobre cuál ha de ser el nivel de ingresos 
públicos de España, la respuesta es que depende del tipo de 
país en el que queramos vivir. 


Los impuestos siempre deben ser suficientes para 
financiar los gastos que se realicen y lo que es trampa es 
gastar y luego endeudarse («que paguen otros») para 
financiarlo. 

El diseño y la generosidad del tipo de estado del 
bienestar va a depender de las preferencias de los 
ciudadanos. Unos lo querrán de corte anglosajón (como 
Estados Unidos o, en menor medida, Reino Unido) donde el 
Estado tiene un tamaño mínimo y no ofrece muchos de los 
programas públicos que en España se dan por sentados. Sus 
programas no son tan generosos como en España; la 
educación universitaria es prácticamente privada; la 
sanidad es en mayor medida privada, mediante seguros; el 
sistema de pensiones ofrece una pensión mínima de 
subsistencia, que es necesario complementar con una 
privada, y una larga lista de programas que, o no existen o 
son mínimos. 

Es obvio que este modelo requiere de menos ingresos 
públicos y, por lo tanto, los impuestos a las personas y a las 
empresas son menores. 

Otros ciudadanos prefieren vivir en un estado de 
bienestar similar al que tenemos en España o incluso más 
desarrollado, como en países de Europa continental: Francia 
o Alemania. Allí la mayoría de los programas son públicos 
y, por tanto, gratuitos para los ciudadanos. Es evidente que 
el nivel de ingresos públicos para financiarlos va a ser muy 
superior que en Estados Unidos. 

Lo que no funciona es un estado de bienestar como el 
de Alemania, pero pagando los impuestos de Estados 
Unidos. 

Como es lógico, también las circunstancias individuales 
influyen mucho en las preferencias de cada uno. Aquellos 
que cuentan con recursos suficientes para poder pagar la 
educación de sus hijos, su seguro sanitario, un plan de 
pensiones, etcétera, tendrán preferencias diferentes que 
aquellos más pobres, que dependen en exclusiva del sector 
público para acceder a estos servicios. Nada que decir sobre 
las preferencias individuales sobre la justicia y la equidad. 


De media, en España se pagan menos impuestos que en la 


Unión Europea y son claramente insuficientes para el estado de 
bienestar que tenemos en la actualidad. 


Es interesante comparar la estructura de ingresos y 
gastos de España con la media europea. Con respecto a los 
ingresos (véase el siguiente gráfico), España ingresa menos 
en porcentaje del PIB que la media de los veintisiete 
Estados miembro de la UE en todos y cada uno de los 
impuestos menos en uno, el de transmisiones patrimoniales 
(ITP) y actos jurídicos documentados (AJD), muy asociado, 
cómo no, a la compraventa de viviendas. 


Recaudación por tipo de impuesto: España vs. UE 
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A nivel agregado, España presenta un nivel de ingresos 
públicos casi siete puntos de PIB inferior a la media 
aritmética de las economías de la Unión Europea. Esto no 
significa que, para situarnos en la media, haya que 
recuperar esos ingresos de la noche a la mañana, pues los 
impuestos deben ser progresivos y España, al tener una 
renta per cápita más baja, aunque se lo propusiera, no 
podría alcanzar ese nivel de ingresos hasta que no consiga 


aumentar su renta per cápita. Pero es cierto que, dado 
nuestro nivel de renta per cápita, los ingresos sobre PIB que 
tenemos son también inferiores a la media. 

Con respecto a los gastos (véase el siguiente gráfico), 
España gasta menos porcentaje del PIB que la media de los 
Veintisiete en todos y cada uno de los programas del estado 
del bienestar, a excepción de pensiones, desempleo y pago 
de intereses de la deuda. 

Esto es lógico, dado que el sistema de pensiones 
contributivo que tiene España aún no se ha adaptado a la 
nueva realidad demográfica, y la tasa de paro y nivel de 
deuda pública se sitúan por encima de la media de los 
Veintisiete. 

Vuelve a resultar paradójico que España se sitúe siete 
puntos por debajo de la media de los Veintisiete en 
recaudación, mientras que en gasto público solo está cinco 
puntos por debajo. 


Distribución del gasto público por programa: 
España vs. UE 
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Salvo que se diseñe a través del «velo de la ignorancia», 
no es posible establecer cuál es el diseño del estado del 
bienestar óptimo, dado que va a depender de las 
circunstancias y preferencias de cada ciudadano. Lo que sí 


se puede encontrar es la forma más eficiente de recaudar un 
determinado nivel de ingresos para financiar el estado del 
bienestar que haya decidido el Parlamento. Aunque todos 
los impuestos son distorsionantes, unos lo son más que 
otros. 


ESPAÑA TIENE MUCHO MARGEN DE MEJORA EN LA FORMA DE RECAUDAR 


Los tres impuestos con mayor recaudación en España (IVA, 
IRPF e IS) tienen unos tipos marginales relativamente 
elevados en comparación con otros países europeos y, sin 
embargo, no recaudan mucho en términos de PIB. El hecho 
de contar con tipos elevados pero baja recaudación se 
explica, en parte, por la evasión fiscal, pero sobre todo se 
debe a la maraña de deducciones, exenciones y beneficios 
fiscales que han sido introducidos de forma recurrente por 
nuestros dirigentes nacionales y regionales como respuesta 
a las presiones de los distintos lobbies. 

En un mundo cada vez más globalizado, con gran 
movilidad del capital humano y empresarial, este diseño de 
IRPF es mortal. O, dicho de otra manera, estamos en el peor 
escenario posible. Un escenario que se ha agravado con la 
última reforma de las pensiones de 2023 que ha subido 
significativamente las cotizaciones sin generar mayor 
pensión como contrapartida, lo que equipara las 
cotizaciones a un impuesto. Es decir, esta última subida de 
cotizaciones es equivalente a una subida del IRPF, cuando 
el diseño del IRPF en España es subóptimo ya que: 


* Tipos (marginales) del IRPF tan elevados hacen más 
costosa la contratación de trabajadores cualificados 
cruciales para mejorar la competitividad de la 
economía y para la creación de empleo. 

* Lo mismo sucede con las empresas, especialmente las 
extranjeras: España necesita toda la inversión directa 
extranjera que sea posible. Para atraer las de alta 
productividad, resulta necesario que España sea 
atractiva para los trabajadores altamente cualificados. 


Esta es la razón fundamental por la cual hace falta 
reformar el IRPF: hay que eliminar las deducciones y 
reducir la progresividad o, aún mejor, transferirla a las 
rentas verdaderamente altas y de origen patrimonial con la 
introducción de un nuevo impuesto sobre la riqueza. 

Partiendo de que todos los impuestos distorsionan 
(aunque unos más que otros) y de que el objetivo principal 
de los sistemas tributarios es recaudar de la forma menos 
distorsionadora posible (y no redistribuir), se trataría de 
identificar cuál debe ser la fiscalidad óptima. Entre otras 
medidas, la teoría económica recomienda utilizar los 
impuestos indirectos para optimizar la recaudación, 
recurriendo a una política de gasto para compensar a las 
familias más pobres. 

En la recaudación indirecta encontramos el mismo 
problema: esta es baja en relación con la media de los 
Veintisiete. Tenemos un tipo general del IVA del 21 por 
ciento, que puede ser más elevado y que es el que se usa en 
las comparaciones. Sin embargo, este tipo general se aplica 
tan solo al 42 por ciento de la cesta, por lo que al final el 
tipo medio de IVA en España es solo del 9,5 por ciento. Esto 
no ocurre en otros países: en Alemania el 82 por ciento de 
la cesta va al IVA general; en Francia, el 71 por ciento, y en 
Italia, el 58 por ciento. Esta distribución de bienes en tres 
categorías (al IVA reducido va el 49 por ciento de la cesta, 
y al superreducido, el 9 por ciento) responde también a 
concesiones de los políticos a los lobbies mejor organizados. 

Los bienes gravados con IVA reducido deben resultar 
verdaderamente de primera necesidad, mientras que todos 
los demás deben entrar en el IVA normal. No tiene sentido 
bajar el IVA para favorecer a las familias más vulnerables, 
es mucho más razonable ayudar a estas familias por la parte 
del gasto, con programas del estado del bienestar como el 
recién aprobado ingreso mínimo vital. 

Por último, si analizamos las diferencias entre la 
recaudación en España y la media de la UE, observamos 
varias cosas. Por un lado, tenemos impuestos especiales, 
creados para disuadir el consumo de bienes que generan 


externalidades negativas como, por ejemplo, el alcohol, el 
tabaco o los hidrocarburos (gasolina, gas o diésel) que 
recaudan menos que la media europea. Una externalidad 
negativa es una situación en la que los costes de producción 
o consumo de algún bien o servicio no se reflejan en su 
precio de mercado. Es decir, se da cuando el consumo de un 
bien afecta negativamente a la sociedad. En el caso del 
alcohol o el tabaco, está claro que acaba afectando la salud 
de quien lo está consumiendo, con el consiguiente aumento 
del gasto sanitario, que es financiado por todos. En el caso 
de los hidrocarburos la externalidad se produce al generar 
CO», que, como sabemos, afecta al cambio climático y, por 
lo tanto, a toda la sociedad. Curiosamente, cuando estamos 
en presencia de bienes que generan externalidades 
negativas, los impuestos ayudan a que se tenga en cuenta el 
coste que su consumo tiene sobre la sociedad. Y lo hace de 
dos formas: primero, al incrementarse el precio, se consume 
menos; segundo, con el dinero que se recauda se debería 
compensar en parte el coste sobre la sociedad, ya se trate de 
la sanidad cuando el impuesto es sobre el alcohol o el 
tabaco, o la lucha contra el cambio climático cuando se 
aplica a los hidrocarburos. 

Y, por otro lado, aunque no son impuestos, también 
obtenemos menor recaudación por los precios públicos, 
aquellos que pagamos por el uso de un servicio público. Por 
ejemplo, estaríamos hablando de los copagos en el 
transporte público, en la matrícula de la universidad o por 
el uso de las carreteras. Pues bien, también en España el 
Estado recauda menos por esta vía que la media europea. 


HERENCIAS Y JÓVENES 


Por la parte de los ingresos, se trata de diseñar un sistema 
tributario lo más eficiente posible y con la capacidad 
recaudatoria suficiente para financiar el sistema de 
bienestar deseado y, por lo tanto, eliminar el déficit 
estructural. 

Existen argumentos en contra de la imposición sobre el 


patrimonio o de que esta sea demasiado alta, pues se trata 
de ahorro acumulado que ya se tributó en su momento. El 
patrimonio, antes de acumularse como tal, primero tuvo 
que ser una renta que ya estuvo gravada por el IRPF. 

Por el contrario, existen pocos argumentos en contra 
del impuesto de sucesiones, pues en este caso se trata de la 
renta de dos personas distintas. Por ello, la teoría sobre la 
fiscalidad óptima sí recomienda que exista este impuesto 
por motivos de equidad. No parece razonable dejar sin 
gravar a una persona que hereda 800.000 euros y gravar a 
otra que, por ejemplo, ha ganado por su trabajo la misma 
cantidad, pero a lo largo de veinticinco años. Además, se 
mejora la igualdad de oportunidades, al reducir la ventaja 
de la que disfrutan algunas personas por el hecho de haber 
nacido en una familia acomodada. 

El envejecimiento está provocando además que las 
herencias se perciban a edades cada vez más avanzadas. 
Existe evidencia que demuestra que, si la herencia se 
percibe en la treintena, se utiliza de una forma más 
productiva, ya sea para emanciparse, montar una empresa o 
mejorar la formación. De esta forma se crea empleo y 
riqueza. Sin embargo, cuando la herencia se percibe por 
encima de los sesenta años, el uso se dirige más a aumentar 
el consumo, viajes, cruceros o cambios estéticos, lo que no 
revierte tanto en el bienestar de la sociedad. 

Este hecho podría hacer que planteemos que, cuando 
se diseñe el nuevo impuesto de sucesiones, la deducción 
fiscal sea mayor cuanto menor sea la edad de quien hereda. 
O, dicho de otra forma, habría que incentivar fiscalmente 
que los herederos sean los nietos en lugar de los hijos. 


EL «ATRACO PERFECTO» A LOS JÓVENES 


Es evidente que hay que cerrar el déficit estructural para 
cortar el abuso de pasar el 4 por ciento del PIB (o un euro 
de cada diez de gasto) a los jóvenes. La vía es clara: o 
aumentar la recaudación o bajar el gasto desmantelando 
algunos programas del estado del bienestar. Sea cual sea el 


camino que se elija, el sistema impositivo tiene que ganar 
en eficiencia, acercando los tipos marginales a los tipos 
medios efectivos y eliminando todas las deducciones, 
exenciones o beneficios fiscales que tanto gustan a los 
políticos y que no hacen otra cosa que lastrar la 
recaudación. Y, a ser posible, de un modo que favorezca el 
crecimiento potencial de nuestra economía. 

La demografía política, que da todo el poder de la 
agenda política a los mayores, está impidiendo que se 
pueda eliminar el déficit estructural, pues por un lado estos 
apoyan cualquier subida del gasto público dirigido hacia 
ellos, sobre todo las pensiones, y al mismo tiempo vetan 
cualquier subida de impuestos mediante una oposición 
frontal. Es decir, pretende no reducir el gasto público ni 
subir impuestos, dejando como única salida financiar parte 
del gasto emitiendo deuda pública o, lo que es lo mismo, 
pasando la factura a los jóvenes. 

Los argumentos que se escuchan para no asumir la 
obligación de financiar sus gastos se pueden considerar 
puro populismo fiscal. No es de recibo que unos digan que 
el problema se soluciona acabando con el gasto superfluo y 
la economía sumergida, otros que todo se soluciona 
subiendo impuestos únicamente a los ricos... Es evidente 
que hay que acabar con la economía sumergida y el gasto 
ineficiente, y también que el sistema impositivo tiene que 
ser progresivo, donde paguen más los ricos que los pobres, 
pero difícilmente vamos a resolver la crisis fiscal sin subir 
impuestos o sin recortar programas del estado del bienestar. 
Al final, detrás de este populismo fiscal, que no resuelve el 
problema, se esconde la realidad, que no es otra que el 
atraco fiscal a los jóvenes. 

Los déficits recurrentes, año tras año, suponen que ya 
hemos trasladado facturas a pagar por valor del 120 por 
ciento del PIB lo que, unido al aumento de los gastos 
asociados a la edad, constituyen un atraco perfecto a los 
jóvenes. Y es un atraco perfecto porque en cualquier 
horizonte temporal salen desfavorecidos: en el momento 
actual, porque los gastos que se están realizando ahora se 


dirigen y benefician a los mayores; en el futuro, porque les 
va a tocar ser los «paganinis» de estos gastos a los mayores 
que se están realizando ahora y que no se están pagando, 
sino financiando con deuda. Sin lugar a duda, EL ATRACO 
PERFECTO. 
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EL MERCADO LABORAL Y LOS JÓVENES 


Tenemos un mercado de trabajo que protege los puestos de 
trabajo y no a las personas. Es muy complicado despedir a los 
trabajadores indefinidos y, por lo tanto, las empresas se lo 
piensan mucho antes de formalizar un contrato fijo. Solo lo 
hacen para puestos duraderos, cuando la perspectiva futura es 


positiva y piensan que no van a tener que despedirlos. Toda la 
flexibilidad que necesitan las empresas recae en los jóvenes, y 
muchos ya no tanto, que van encadenando contratos temporales 
O precarios que no les proporcionan la estabilidad necesaria 
para poder acceder a una vivienda, emanciparse o formar una 
familia. 


Un CÓDIGO LABORAL DE OTRA ÉPOCA 


Nos encontramos en un mercado laboral obsoleto, donde 
conviven trabajadores con contratos indefinidos, a los que 
es muy difícil despedir, y trabajadores temporales o 
precarios, sobre los que recae toda la flexibilidad que 
necesitan las empresas para competir en la economía 
globalizada actual. Los trabajadores indefinidos están 
protegidos por una legislación anticuada diseñada para una 
economía cerrada, mientras que los trabajadores precarios 
apenas tienen derechos. 

El Estatuto de los Trabajadores, que regula su relación 
con los empleadores, se publicó en 1980 y emana del 
artículo 35 de la Constitución española. 


1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el 
derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u 
oficio, a la promoción a través del trabajo y a una 
remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades 
y las de su familia, sin que en ningún caso pueda 
hacerse discriminación por razón de sexo. 

2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores. 


Durante la dictadura era muy difícil despedir y la 
decisión (e indemnización) del despido solo podía 
corresponder a una autorización administrativa formada 
por los jueces, y no al empresario. En este período 
autoritario, en el que en muchas fases había autarquía y, en 
otras, los productos que salían de las empresas españolas 
estaban protegidos con fuertes aranceles a la importación, 
estas tenían pocos motivos para despedir. La ausencia de 
competencia exterior protegía a las empresas establecidas, 
dado que los consumidores nacionales solo podían comprar 
lo fabricado en España, pues las importaciones eran mucho 
más caras al hallarse muy gravadas. Se protegía a las 
empresas, pero al coste de unos precios más altos que 
tenían que pagar los consumidores. 

Básicamente, solo se despedía en el caso en que el 
trabajador incumpliera con sus obligaciones de forma 
descarada o llevara a cabo comportamientos inapropiados. 
En estos casos, los tribunales se ocupaban de proporcionar 
la seguridad jurídica para despedirlos. Este modelo 
corporativo era paradigma de la protección del puesto de 
trabajo y quedó registrada en el Estatuto de los 
Trabajadores creado en el año 1980. 

La aprobación del Estatuto de los Trabajadores 
coincidió con la apertura de la economía española al 
exterior, la preparación y posterior entrada en 1986 en la 
Comunidad Económica Europea, poniendo de manifiesto 
que la economía española necesitaba un mercado de trabajo 
más flexible para ser competitiva. Las autoridades españolas 
entendieron que el comercio y la apertura al exterior era (y 
continúa siendo) el principal camino hacia el progreso, pues 


obligaban a las empresas instaladas a competir con las 
empresas foráneas, mejorando la productividad y 
ofreciendo a los consumidores una gama de bienes y 
servicios mucho más amplia y a unos precios más bajos. 

El único problema era que las empresas necesitaban un 
marco laboral más flexible para adaptarse a este cambio. 
Era necesario modificar el obsoleto sistema de relaciones 
laborales que priorizaba la seguridad en el empleo para los 
trabajadores sobre flexibilidad (salarial o contractual) que 
necesitaban las empresas. Y para solucionar ese problema, 
en lugar de modificar el Estatuto de los Trabajadores y 
adecuar la contratación indefinida a la nueva realidad, se 
introdujo una reforma laboral que liberalizó el uso de la 
contratación temporal. 

Esta reforma permitió que los contratos temporales se 
aplicaran en cualquier circunstancia, pues eliminó la 
necesidad de justificar que se estaba realizando una 
actividad de carácter temporal para poder hacer uso de este 
tipo de contrato. 

Eran años complicados, la tasa de paro ascendía al 21 
por ciento (por encima del 40 por ciento para los jóvenes) y 
la tasa de inflación no bajaba del 11 por ciento. Se trataba 
de una medida desesperada y de carácter «temporal» para 
conseguir aliviar los problemas del mercado laboral. 


RELACIONES LABORALES PARA PROTEGER LOS PUESTOS DE TRABAJO, 
PERO NO A LOS TRABAJADORES 


Las leyes laborales han creado un mercado laboral dual, 
donde la flexibilidad que necesitan las empresas para 
competir se consigue a través de los contratos precarios, 
que son ocupados sobre todo por los jóvenes. 

Una legislación muy restrictiva para la contratación 
indefinida, donde es muy difícil despedir puede beneficiar 
al trabajador que, una vez es contratado, se siente más 
protegido. Pero, al mismo tiempo, como es más difícil 
despedir, las empresas exploran todas las posibilidades 
antes de firmar un contrato indefinido. 


Además, una contratación indefinida muy rígida, en el 
sentido de que, cuando una empresa va mal, tiene que ser 
un juez quien decida si los despidos son procedentes, 
genera mucha incertidumbre (judicial) y las empresas 
prefieren escapar de ella y usar la contratación temporal o 
poco estable. Solo van a usar la contratación indefinida 
cuando están completamente seguras de que la empresa va 
a ir tan bien que la actividad que va a realizar el nuevo 
trabajador será duradera, o que el trabajador es tan bueno 
que es improbable que vayan a tener necesidad de 
despedirlo. 

Es decir, la dificultad para despedir cuando se tiene un 
contrato indefinido presenta la otra cara de la moneda y es 
que baja la probabilidad de que a alguien le ofrezcan un 
contrato indefinido. Se podría decir que la legislación 
parece estar pensada para proteger el puesto de trabajo 
(una vez que se crea es difícil de destruir), en lugar de 
proteger al trabajador cuando es despedido. Nos referimos a 
protegerlo en el sentido de ayudarle a buscar otro empleo, 
proporcionarle una renta mientras está buscando 
(prestación por desempleo) y sobre todo ofrecerle una 
política activa (o de formación) para reciclar sus 
habilidades, adaptarlas a las demandas de las empresas y 
mejorar su empleabilidad. 

Este es el origen del mercado laboral dual que tenemos 
en España, donde hay una gran disparidad de costes y de 
derechos entre trabajadores con contrato indefinido y 
trabajadores con contratos temporales o precarios. 

El coste de despido hasta la reforma de 2012 era de 
cuarenta y cinco días de salario por año trabajado hasta un 
máximo de 3,5 años de salario (cuarenta y cinco 
mensualidades). Con la reforma de 2012 se rebajó del coste 
de despido hasta los treinta y tres días de salario por año 
trabajado hasta un máximo de dos años de salario. Estos 
son los costes cuando se considera el despido improcedente, 
pues en realidad la mayor parte de los despidos van por 
esta vía. Cuando el despido es procedente o justificado, el 
coste del despido son veinte días de salario por año hasta 


un máximo de un año de salario. Estos costes son muy 
superiores a los de los contratos temporales, que han ido 
subiendo gradualmente hasta los doce días de salario por 
año trabajado. 

Pero, aun siendo la diferencia en costes de despido 
muy grande, lo que más miedo da a las empresas 
(mayoritariamente a las pymes) son los costes generados 
por la incertidumbre jurídica y la posibilidad de que el 
trabajador recurra a los tribunales y que un juez dicte 
sentencia en favor de la readmisión del trabajador. Aunque 
la jurisprudencia puede aliviar esta incertidumbre con 
doctrinas, lo cierto es que aún falta en España la gran 
reforma que dé seguridad al despido cuando hay una causa 
justificada. Los contratos temporales no requieren despidos, 
basta esperar a que se termine la duración del contrato 
establecida. Esta discrepancia en costes (de despido y 
judiciales) es lo que genera que tengamos el mercado de 
trabajo dual descrito: con trabajadores con contratos 
indefinidos muy protegidos y con contratos temporales muy 
precarios y totalmente desprotegidos. 

En este contexto legal, las empresas abusan de la 
contratación temporal u otras formas de contratación 
flexible para competir en una economía cada vez más 
globalizada, y este abuso genera una precariedad 
intolerable en los jóvenes, que mayoritariamente tienen 
contratos temporales. 


Contrariamente a la creencia general, la temporalidad 


(precariedad) afecta a todas las ocupaciones, tamaños de 
empresa y cualificación de los trabajadores. 


No existe ninguna justificación para que España tenga 
sistemáticamente una de las tasas de temporalidad y de 
precariedad más altas de los países industrializados. 
Entendemos la precariedad en sentido amplio. En primer 
lugar, estarían los trabajadores con contratos temporales y 
tras la reforma de 2021, que analizaremos al final, también 


consideramos a los trabajadores con contratos con actividad 
intermitente, con parcialidad indeseada y de corta 
duración. 

Algunos dirán que la alta precariedad se explica porque 
nuestra economía presenta actividades estacionales, como 
agricultura y turismo. Pero resulta en todo falso, pues la 
excesiva temporalidad se encuentra en todas las 
actividades, sean estacionales o no, y en todas las 
ocupaciones con la excepción de las Fuerzas Armadas. 

Los universitarios españoles tampoco se libran de la 
precariedad, y sufren unas tasas de temporalidad similares 
a la de los trabajadores menos cualificados (con educación 
primaria) en el resto de Europa. Incluso las tasas de paro de 
nuestros universitarios son prácticamente el doble que la 
media europea. 

El tamaño empresarial tampoco es determinante, las 
altas tasas de temporalidad se dan tanto en empresas 
grandes como pequeñas. Algunos también argumentan que 
la temporalidad no supone un problema tan grave, pues se 
trata de la forma natural de entrar en el mercado de 
trabajo: empiezas con un contrato temporal y, una vez 
obtenida cierta experiencia, ya se ofrecen contratos 
indefinidos. Pero esto también es falso: más del 40 por 
ciento de los que tenían un contrato temporal a la edad de 
veinte años continúan con contratos temporales cuando 
llegan a los cuarenta. 


LA TEMPORALIDAD (PRECARIEDAD) SE CENTRA PRINCIPALMENTE EN LOS 
JÓVENES 


Como es lógico, esta dualidad laboral actúa como un muro 
para aquellos que se incorporan al mercado de trabajo. Es 
decir, los jóvenes tardan mucho en escalar dicho muro y 
conseguir estabilizar su situación laboral. Esto hace que las 
tasas de temporalidad de los jóvenes sean casi el doble que 
la media de la economía. 

Este algo grado de precariedad también se observa en 
la tasa de paro, que, como podemos ver en el siguiente 


gráfico, siempre ha sido mucho más elevada entre los 
jóvenes que para toda la población activa. 

La excesiva temporalidad o precariedad no solo resulta 
una injusticia para las personas que la padecen, sino que 
también genera ineficiencias económicas importantes. En 
primer lugar, no existen incentivos a la acumulación de 
capital humano ni por parte del trabajador ni por parte del 
empresario, a quien no compensa formar a un trabajador, 
normalmente joven, que solo va a trabajar de forma 
temporal en su empresa. En segundo lugar, incentiva la 
creación de proyectos empresariales para los cuales la 
temporalidad no resulta un problema, sino una ventaja 
competitiva, es decir, actividades de bajo valor añadido y 
sin perspectivas de largo plazo. Ambos hechos son un lastre 
para la productividad, la gran olvidada de las últimas 
décadas. 


Tasa de paro: jóvenes vs. general 
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Fuente: microdatos de la EPA (INE). 


Tasa de temporalidad: jóvenes vs. general 


Fuente: microdatos de la EPA (INE). 


La alta temporalidad o precariedad y el tiempo parcial 
no deseado convierten a los jóvenes en trabajadores pobres 
que viven en la incertidumbre, con salarios bajos e 
inseguridad laboral. 

El año 2019 es el último año «normal» para realizar 
una radiografía del mercado de trabajo, al no estar 
contaminado por los efectos de la pandemia o de la 
incertidumbre por la guerra de Ucrania. 


Situación sociolaboral de los jóvenes. Año 2019 


(+) Ninis: No hacen nada: ni estudian ni trabajan 


Más de la mitad de los jóvenes de entre dieciséis y 
veinticuatro años están estudiando, mientras que tres de 
cada cuatro jóvenes entre veinticinco y treinta y cuatro 
años ya están trabajando. Cabe señalar el alto porcentaje de 
ninis en ambos grupos de edad, más alto entre los 
veinticinco y los treinta y cuatro, donde casi uno de cada 
cuatro jóvenes ni trabaja ni estudia. Aquí tenemos uno de 
los principales dramas del sistema educativo español. 


Tipo de contrato de los jóvenes que trabajan. Año 2019 
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Incluso los jóvenes que trabajan tienen una vinculación 
frágil con el mercado laboral. Hasta los veinticuatro años, 
casi tres de cada cuatro tienen un contrato temporal y casi 
la mitad es a tiempo parcial, hecho que puede explicarse 
porque tal vez compaginan el trabajo con los estudios. 

En los noventa, la forma habitual de empezar a 
trabajar era entrar en una empresa con un contrato 
temporal y, al cabo de unos pocos años, pasar a formar 
parte de los trabajadores indefinidos. Esta estabilización en 
el empleo se producía en la misma empresa o bien en otra, 
al contar ya con más experiencia laboral. Este era el 
mercado laboral al que se enfrentaban muchos boomers y la 
generación X cuando eran jóvenes. 


¿POR QUÉ HA EMPEORADO LA PRECARIEDAD? 


Un entorno económico más globalizado, con una mayor 
apertura al exterior, requiere un mayor grado de 
flexibilidad laboral por parte de las empresas para 
competir. Las nuevas herramientas digitales permiten 
ajustar al día la plantilla de trabajadores para satisfacer la 
demanda, aumentando desmesuradamente la precariedad 
laboral, principalmente de los jóvenes. 

Han ocurrido dos cosas. Por un lado, la globalización y 
la internacionalización de las empresas también ha 
aumentado significativamente. Las exportaciones de bienes 
y servicios como porcentaje del PIB apenas llegaban al 20 
por ciento y ya estamos rozando el 35 por ciento del PIB. 
Por otro lado, las nuevas tecnologías permiten adaptar de 
forma más precisa las plantillas a las demandas que tienen 
las empresas. En consecuencia, el mercado de trabajo se ha 
precarizado aún más. Ahora el uso de los contratos 


temporales (o precarios) es mucho más persistente, estos 
son mucho más cortos y se ajustan casi a diario a la 
demanda. Encontramos una alta incidencia de trabajadores 
que trabajan solo de lunes a viernes, o solo los fines de 
semana, o solo meses puntuales. Y, por lo tanto, ahora es 
más probable para un joven quedarse atrapado 
encadenando contratos temporales (o intermitentes) y 
viviendo en la precariedad. 

Es decir, el drama de los jóvenes es que esta 
temporalidad y precariedad continúa entre los veinticinco y 
treinta y cuatro años, generando no solo bajos salarios, 
sino, además, incertidumbre sobre la renta futura. Y esto 
sucede en un período clave en el que planificar su futuro, 
acceder a la vivienda, casarse o vivir en pareja, tener hijos 
y formar una familia. Casi la mitad siguen encadenando 
contratos precarios, lo que les imposibilita la concesión de 
una hipoteca para poder comprar una vivienda y en muchos 
casos también el acceso al alquiler, condicionando así sus 
planes de vida. Y uno de cada cuatro trabaja a tiempo 
parcial, menos horas de las que les gustaría. 

En términos de precariedad, además, si bien los 
actuales jóvenes tienen tasas de temporalidad similares, o 
incluso inferiores tras la reforma laboral de 2021, a los 
jóvenes de hace treinta años, lo cierto es que la rotación y 
la precariedad es ahora muy superior. Antes la duración de 
los contratos temporales era larga, pues no era tan fácil 
para las empresas adaptar las plantillas a la demanda y 
requería acudir personalmente a la oficina de la Seguridad 
Social para las altas y bajas. Actualmente, la tecnología 
permite hacerlo de manera digital y sin apenas coste, de 
forma que solo se contrata al trabajador para cuando está 
realmente trabajando, dando lugar a efectos calendario 
donde 1) se contrata el lunes para despedir el viernes; 2) se 
contrata el sábado para despedir el domingo, y 3) se 
contrata a principio de mes para despedir a final de mes. 
Esto no parece haberse solucionado con la última reforma 
laboral. 

El resultado es una situación disparatada y única en los 


países de nuestro entorno económico, donde en un solo año 
la Seguridad Social registra un total de veinticinco millones 
de altas y veinticinco millones de bajas, para una fuerza 
laboral de veinte millones. 

La combinación de temporalidad, contratos inestables, 
trabajo a tiempo parcial y menor duración de los contratos 
ha convertido a los jóvenes en trabajadores pobres y 
precarios, como se observa claramente en la evolución de 
los salarios reales en los últimos quince años. 

En 2008, los trabajadores entre dieciséis y cuarenta y 
cuatro años y los jubilados se movían en una horquilla de 
renta media anual entre 10.300 y 11.000 euros. La llegada 
de la crisis del 2009 y la Gran Recesión hizo caer los 
salarios entre las personas de dieciocho a veintinueve años 
casi un 15 por ciento más que en los otros grupos de edad, 
de forma que, aunque la renta ha ido creciendo desde 2015, 
ahora se encuentran prácticamente con el mismo salario 
medio que en el año 2008. 

Todos los demás grupos de edad han recuperado y 
superado la renta media de 2008, y en particular los 
mayores de sesenta y cinco años, que ahora son la 
población con mayor renta anual media. 

Salarios bajos, temporalidad y precariedad laboral 
hacen que la incertidumbre sobre la renta futura sea mayor 
entre los jóvenes y aumente aún más durante las recesiones. 
Al final, no es solo que los jóvenes ganen menos y tengan 
más interrupciones en su carrera laboral, sino que también 
están expuestos a una mayor incertidumbre de cara al 
futuro, lo cual dificulta aún más su desarrollo personal. 
Recientes trabajos muestran que los jóvenes se enfrentan a 
medidas de riesgo sobre su renta futura mucho más graves 
que otros colectivos. Así, por ejemplo, el riesgo de pérdida 
de ingresos (ya sea por bajada de salario o por despido) de 
un trabajador de veinticinco años es dos veces y media más 
alto que el riesgo del trabajador medio. 


Salarios y pensiones 


Salario medio total - Pensión media 


Salario medio jóvenes 


Fuente: INE. 


ERASE UNA VEZ UN BOOMER, UN X, UN MILLENNIAL Y PROBABLEMENTE 
UN Z 


El avance de la globalización, el comercio y la economía 
digital ha generado grandes beneficios en el progreso 
económico del país, pero también cambios importantes en 
los historiales laborales de los trabajadores. 


« Un trabajador perteneciente a la generación boomer muy 
probablemente se habrá jubilado en la misma empresa 
en la que empezó a trabajar y habrá tenido un salario 
creciente en el tiempo. 

+ Un trabajador perteneciente a la generación X muy 
probablemente habrá empezado a trabajar con un 
contrato temporal que, con el paso del tiempo, habrá 
conseguido estabilizar. Habrá cambiado dos o tres 
veces de empresa en su etapa laboral. 

+ Un trabajador perteneciente a la generación millennial 
muy probablemente aún continúe rotando de contrato 
temporal en contrato temporal y, además, serán muy 
discontinuos y adaptados casi por completo a la 
demanda de la empresa. Además, con el riesgo añadido 


de trabajar como autónomo en alguna empresa de 
plataforma. 

+ Un trabajador perteneciente a la generación Z muy 
probablemente, si no se introducen cambios en la 
legislación laboral, acabará con un historial laboral aún 
más precario, donde el trabajo en plataformas con 
contratos autónomos ganará peso. Y muchos de ellos, 
por desgracia, si no cambian las cosas, acabarán 
trabajando en el extranjero. 


Por si fuera poco, las últimas crisis han convertido a los 
jóvenes en trabajadores aún más pobres, con salarios más 
bajos y mayor inseguridad laboral. 

Los jóvenes actuales no han conocido otra cosa que no 
sea una crisis económica. Cuando apenas nos habíamos 
recuperado de la crisis financiera de 2008, nos impactó una 
pandemia y, a continuación, los efectos económicos de la 
guerra de Ucrania. 

Los contratos temporales o de carácter precario se han 
convertido en la única vía de entrada al mercado laboral y, 
por lo tanto, se concentran en aquellos que empiezan su 
vida laboral: los jóvenes. Algunos, los que tienen estudios 
superiores, con suerte conseguirán el ansiado contrato 
indefinido estable que les proporcione cierta seguridad, 
pero muchos de ellos se pasarán encadenando contratos 
inestables de corta duración hasta edades avanzadas. La 
precariedad es mayor cuanto más joven es el trabajador y 
cuanto menor es su nivel de cualificación. 

Esta precariedad laboral ha aumentado en los últimos 
años provocado por las dos crisis sufridas en los doce 
últimos años: la financiera de 2008 y la del COVID-19 de 
2020. Su efecto ha sido demoledor para los jóvenes que 
estaban incorporándose al mercado laboral. 

La evidencia empírica de muchos países muestra que 
cada recesión genera un retroceso en la situación laboral de 
los jóvenes, en lo que se ha denominado «efecto cicatriz de 
las recesiones». En España, esto se traduce en que, durante 
el período de crecimiento tras la recesión, no se recuperan 


completamente las condiciones laborales perdidas. 

El deterioro (medido como días de trabajo y salarios) 
que afectó a los jóvenes a quienes pilló la crisis en su 
incorporación al mercado laboral queda consolidado y 
acaba afectando a las cohortes que van a continuación. 
Luego, estas dos crisis seguidas, las más profundas (en 
términos de destrucción de PIB) de los últimos cincuenta 
años, han devaluado aún más las condiciones laborales de 
los jóvenes. 


¿POR QUÉ HAN FRACASADO LOS INTENTOS DE ACABAR CON LA 
PRECARIEDAD LABORAL? 


La «descausalización» del contrato temporal se introdujo 
«temporalmente» en 1984 como una medida de fomento del 
empleo de carácter transitorio, mientras se elaboraba la 
reforma de la legislación laboral, y ha provocado que toda 
la flexibilidad que necesitan las empresas recaiga 
principalmente sobre los nuevos entrantes al mercado de 
trabajo, los jóvenes. Desde entonces ningún gobierno ha 
sido capaz de solucionarlo. 

Hasta el año 2021, se han aprobado siete reformas para 
combatir la dualidad laboral, restringiendo el uso de la 
contratación temporal (subiendo la indemnización, 
reduciendo la duración o evitando el encadenamiento de 
contratos), pero que, al no abordar el problema principal, 
que es dotar de flexibilidad en la contratación indefinida, 
han resultado infructuosas. 

La legislación incentiva la rotación de los trabajadores. 
Una vez alcanzado el límite máximo de temporalidad 
establecido por ley, el empresario debe decidir entre hacer 
fijo al trabajador temporal o despedirlo y contratar a otro. 

La primera opción implica un aumento en el coste para 
el empresario, ya sea en términos de indemnización o en 
términos de incertidumbre judicial; es decir, el temor a que 
un juez considere que el despido es improcedente. Esta 
diferencia de costes entre ambos contratos hace que toda la 
flexibilidad que necesitan las empresas para competir se 


consiga a través de los contratos poco estables. La 
precariedad resultante recae sobre todo entre los jóvenes, 
que tienen tasas de temporalidad y de paro más del doble 
que la media. 


Todas las reformas hasta 2021 fracasaron porque renunciaron a 
modificar sustancialmente la contratación indefinida y ningún 


gobierno se ha atrevido a limitar drásticamente el uso de la 
contratación temporal, pues hacerlo unilateralmente reduciría la 
flexibilidad laboral que necesitan las empresas para competir. 


La situación apenas ha cambiado en estos treinta años 
porque, al final, nadie se ha atrevido a restringir demasiado 
la contratación temporal o flexible, pues al no haberse 
reformado la contratación indefinida podría provocar una 
caída de las contrataciones, niveles insostenibles de 
desempleo y, por ende, una desaceleración de la economía. 
Las empresas necesitan flexibilidad para competir en la 
economía globalizada del siglo xx1, que se consigue gracias 
a los contratos temporales o buscando la flexibilidad en el 
margen (contratos a tiempo parcial, contratos temporales, o 
los nuevos contratos fijos discontinuos). Si se limita mucho 
la contratación temporal, sin flexibilizar la indefinida, el 
marco laboral pierde en términos de flexibilidad. Este es el 
principal motivo por el cual este modelo laboral se ha 
perpetuado hasta la actualidad. 

Ningún gobierno se ha atrevido a desarrollar una 
legislación laboral que elimine esta dualidad entre 
trabajadores de primera y de segunda, y donde se proteja a 
las personas. La solución parece evidente y consiste en 
mantener el nivel de flexibilidad, repartiendo la seguridad 
entre los trabajadores temporales o precarios e indefinidos. 

Pero, al mismo tiempo, es necesario potenciar las 
políticas activas, ya sean de formación o recolocación, para 
ayudar a los trabajadores despedidos a encontrar un nuevo 
empleo. Es decir, pasar de un modelo que protege los 
puestos de trabajo, a un modelo donde se protege al 


trabajador. La llamada «flexiguridad», en términos 
europeos. Pero resulta muy difícil llevar a cabo esta 
reforma en lo político, pues los trabajadores con contrato 
indefinido deben renunciar a una parte de su seguridad 
laboral para cederla a los trabajadores con contratos 
precarios. Los trabajadores con contratos precarios no solo 
son menos, sino que también son mucho más jóvenes. Y, 
como es evidente, la demografía política hace difícil que se 
lleven a cabo medidas que beneficien a los jóvenes si esto 
va a tener un coste para trabajadores mayores. 

Los trabajadores precarios tampoco van a encontrar el 
apoyo dentro del diálogo social. En el diálogo social 
participan los representantes de los trabajadores 
(sindicatos), los representantes de las empresas (patronales) 
y el Gobierno. Normalmente los acuerdos dentro del 
diálogo social tienen más probabilidades de ser aprobados 
por el Parlamento. 

Lamentablemente, ni los representantes de los 
empresarios ni los de los trabajadores están interesados en 
crear un nuevo marco laboral en el que se reparta la 
seguridad entre los dos tipos de trabajadores, sin dañar a la 
flexibilidad que necesitan las empresas para competir. 

Los sindicatos no están dispuestos a que los derechos 
de los actuales trabajadores indefinidos se vean reducidos 
para favorecer a los trabajadores con contrato precario, 
pues su objetivo principal es apoyar a los trabajadores 
indefinidos (los insiders). Los representantes de las empresas 
tampoco están dispuestos a apoyar unas relaciones 
laborales más justas y eficientes, pues saben que la nueva 
legislación no podrá aplicarse con carácter retroactivo a 
todos los trabajadores y, por lo tanto, solo las nuevas 
empresas que se creen después de la reforma podrán 
disfrutar de este nuevo marco con el ciento por ciento de 
sus trabajadores. El resto seguirá teniendo trabajadores con 
contratos indefinidos antiguos mucho más rígidos. Y, por lo 
tanto, los representantes de las empresas no desean aceptar 
un cambio en el marco laboral que va a beneficiar a las de 
nueva creación, pues, como sabemos, tienen por objeto 


defender los derechos de las actuales y no de las nuevas. 


UNA PANDEMIA SIN MEDIDAS ECONÓMICAS PARA LOS TRABAJADORES 
TEMPORALES 


Lo ocurrido durante la crisis del COVID-19 refleja lo 
precaria que es la situación laboral de los trabajadores 
temporales, quienes ya sabemos que en su mayoría son 
jóvenes. Al congelarse la actividad, los trabajadores con 
contratos indefinidos en las actividades paralizadas fueron 
protegidos por los ERTE. Es decir, dejaron de trabajar total 
o parcialmente y durante ese tiempo de inactividad 
percibieron una prestación y el compromiso de volver a su 
puesto de trabajo en las mismas condiciones laborales una 
vez superada la pandemia. 

Por el contrario, a los trabajadores con contrato 
temporal, sobre todo de corta duración, no se les renovó el 
contrato y perdieron sus empleos. Todos adivinamos 
quiénes son esos trabajadores con contrato temporal: los 
jóvenes. De hecho, durante el año 2020 se destruyeron 
200.000 empleos indefinidos y 400.000 empleos 
temporales, de los cuales la mitad eran temporales de 
menores de veinticinco años. 

Una vez más, durante la pandemia los grandes 
olvidados de las medidas económicas del Gobierno fueron 
los jóvenes. Durante la crisis del COVID las políticas 
públicas se olvidaron de ellos por tener contratos 
temporales. Además, dado que la presencia de jóvenes en 
las industrias «sociales», como el comercio, la hostelería y 
las actividades artísticas, es relativamente más elevada, sus 
oportunidades de teletrabajo resultan comparativamente 
más escasas. 

Nadie pensó en que había una bolsa grande de 
trabajadores temporales que no fueron contratados durante 
el período de la pandemia y que se vieron de la noche a la 
mañana sin una fuente de ingresos ni posibilidad de 
cambiar a un empleo alternativo, y sin ninguna prestación 
por parte de la Administración pública. Es probable que 


una gran parte de los pocos jóvenes que habían conseguido 
emanciparse tuvieran que regresar al hogar de sus padres 
durante la pandemia. 


REFORMA LABORAL DE 2021: EFECTIVA CONTRA LA TEMPORALIDAD, 
PERO NO CONTRA LA PRECARIEDAD 


La última reforma laboral de 2021 es la primera que ha 
introducido medidas drásticas contra los contratos 
temporales. 

Por primera vez se ha restringido mucho el uso de este 
tipo de contratos. En concreto, se han prohibido los 
contratos temporales de obra y servicio (los de mayor 
duración usados en el sector de la construcción y en las 
contratas y subcontratas) y se ha dejado un único contrato 
temporal (por circunstancias de la producción y el de 
sustitución) con una duración máxima de seis meses (que se 
puede extender a un año si así se acuerda en la negociación 
colectiva). Y todo ello sin tocar los contratos indefinidos. A 
priori, según la lógica que he expuesto anteriormente, esta 
reforma estaría reduciendo la flexibilidad de las empresas y 
debería dañar la creación de empleo. Si evaluamos la 
reforma por su impacto sobre la tasa de temporalidad, la 
reforma sería un éxito, pues la temporalidad ha caído, 
según la EPA, del 25 por ciento por ciento hasta situarse en 
el 17 por ciento. Una caída importante, aunque, eso sí, 
todavía se halla por encima de la media europea. 

La temporalidad ha caído de forma muy significativa, 
pero si también se hubiera reducido la precariedad, 
también deberían haber caído las altas tasas de creación y 
destrucción de empleo. Es decir, la rotación debería ser más 
baja. Sin embargo, el número de contratos que se crean y se 
destruyen cada día o cada mes parece no haber variado con 
la reforma y sigue siendo totalmente desproporcionado. En 
el 2022 (tras la reforma) se hicieron 23,9 millones de altas 
y 21,6 millones de bajas, prácticamente igual que en el 
2021 (antes de la reforma), donde se hicieron 23,5 millones 
de altas y 22,3 millones de bajas. 


Si la reforma hubiera transformado contratos 
temporales en indefinidos, debería haber mejorado la 
estabilidad y se observaría una caída muy significativa del 
número de altas y de bajas: si un trabajador que 
encadenaba tres contratos temporales en el 2021, y estos se 
hubieran transformado en un contrato indefinido en el 
2022, se observaría que en lugar de tres altas y tres bajas 
habría una sola alta a la Seguridad Social. Por lo tanto, el 
número total de altas y de bajas a la Seguridad Social 
debería caer por lo menos a la mitad si la estabilidad en el 
empleo hubiera mejorado. Algo que no ha pasado. 

¿Cómo es posible que la tasa de temporalidad caiga 
tanto y que al mismo tiempo siga habiendo tanta 
precariedad porque se siguen creando y destruyendo los 
mismos contratos que antes? Aunque todavía no ha pasado 
suficiente tiempo para hacer una buena evaluación de la 
reforma laboral, hay varios elementos que podrían 
explicarlo. 

En primer lugar, el elemento central de la reforma ha 
consistido en sustituir los contratos temporales por el 
llamado «contrato fijo discontinuo», que se puede usar para 
todo tipo de situaciones. Con la reforma se amplían las 
posibilidades para ¡poder usar este «contrato fijo 
discontinuo». 

Se trata de un contrato indefinido, aunque para 
trabajar de forma discontinua: pueden ser unos meses o 
trimestres cada año, los fines de semana, por temporada o 
algún período concreto. Al contrario de lo que sucede con 
un contrato temporal, este siempre está vigente. Por 
ejemplo, si el contrato fijo discontinuo es para la temporada 
de verano, se trabaja durante el verano, pero luego existe el 
compromiso de volver a ser contratado todos los veranos 
siguientes. Lo mismo sucede si es un contrato de fines de 
semana, es un único contrato, pero para trabajar solo los 
fines de semana. Es decir, tiene períodos de actividad en los 
que se va a trabajar y períodos de suspensión, en los que el 
empleado no trabaja. Este contrato, aunque se considere 
indefinido, es mucho más precario que un contrato 


indefinido normal, pues el empresario puede decidir de una 
forma muchísimo más flexible y discrecional los períodos 
de inactividad. En un contrato indefinido normal a tiempo 
parcial, los períodos de inactividad son prácticamente fijos 
y resultan difíciles de cambiar por parte del empresario, de 
forma que el trabajador tiene mucha certeza con respecto a 
los períodos de actividad. 

En segundo lugar, se está observando un aumento de la 
contratación indefinida, pero con una mayor mortalidad de 
duración de los contratos, que hace sospechar que algunos 
contratos indefinidos pueden estar extinguiéndose durante 
el período de prueba o están siendo usados para períodos 
de corta duración. 

En tercer lugar, se observa que están aumentando los 
contratos a tiempo parcial, en todas las modalidades 
contractuales, cuando sabemos que la mayor parte de los 
trabajadores con contrato a tiempo parcial prefieren tener 
un contrato a tiempo completo. 

Es decir, se está explotando al máximo el margen de 
flexibilidad de todos los contratos: indefinidos, temporales 
o fijos discontinuos. 

En cuarto lugar, solo se han prohibido los contratos 
temporales de larga duración (más de seis meses o un año si 
así lo decide la negociación colectiva) que estaban 
principalmente en el sector de la construcción, mientras que 
la contratación temporal de menor duración sigue siendo 
posible. 


Todo ello hace que los trabajadores sigan entrando y saliendo 
del mercado laboral como se hacía antes de la reforma y por lo 


tanto la caída en la tasa de temporalidad no estaría recogiendo 
una caída en la precariedad. 


En definitiva, la reforma ha supuesto un avance en la 
buena dirección, pero parece que el avance será mínimo en 
términos de mejora de la precariedad. El principal 
argumento es que esta reforma adolece de las mismas 


carencias que las anteriores y es que apenas han modificado 
la flexibilidad de los contratos indefinidos ordinarios. Una 
excepción positiva es la del sector de la construcción donde 
la reforma ha prohibido la contratación temporal, pero al 
mismo tiempo, al introducir una causa de extinción del 
contrato propia también se ha dado flexibilidad a los 
contratos indefinidos. Si esta estrategia del sector de la 
construcción funciona dotando de mayor seguridad y 
estabilidad a los trabajadores, se podría exportar la fórmula 
al resto de los sectores en una futura reforma. 

El nuevo contrato fijo discontinuo, la auténtica «clave 
de bóveda» de la reforma, apenas tiene consecuencias 
negativas para la flexibilidad de las empresas. Este nuevo 
contrato es mucho menos rígido que un contrato indefinido 
clásico y se parece más a un contrato temporal, pues los 
períodos de actividad e inactividad son flexibles y 
discrecionales. Podríamos decir que los contratos fijos 
discontinuos son los nuevos contratos temporales para los 
jóvenes. Habrá que esperar un tiempo antes de tener una 
buena evaluación de la reforma, pero ya se puede ver que 
las suspensiones de los contratos fijos discontinuos se 
producen en los mismos momentos en los que se daban de 
baja o terminaban los contratos temporales: los viernes para 
los contratos de semana laborable, los domingos para los 
contratos de fin de semana, al final de cada mes, al final del 
trimestre, etcétera. 

Vuelven a ser los jóvenes los que están siendo 
contratados con la nueva forma de contratación precaria, el 
«contrato fijo discontinuo». En concreto, desde la 
aprobación de la reforma se han registrado más de dos 
millones de contratos fijos discontinuos, diez veces más que 
antes de la reforma. Y, si antes de la reforma solo el 14 por 
ciento de los que tenían «contrato fijo discontinuo» eran 
menores de treinta años, ahora ya son más del 30 por 
ciento. 

Es decir, si bien la tasa de temporalidad contractual 
baja mucho al calificarse el contrato fijo discontinuo como 
«contrato indefinido», en la realidad la estabilidad laboral 


de los jóvenes no parece haber mejorado mucho. Por este 
motivo es muy probable que, a todos los efectos, sea 
considerado como un contrato temporal o un contrato 
precario, por ejemplo, a la hora de pedir un crédito o una 
hipoteca. 

De esta reforma se puede aprender que la tasa de 
temporalidad no recoge correctamente la precariedad de un 
mercado de trabajo. Al final la precariedad viene marcada 
por la duración de los períodos en los que se trabaja y el 
salario que se percibe. Se puede tener un contrato 
denominado indefinido, pero si su duración es corta, las 
horas trabajadas insuficientes o hay grandes períodos de 
inactividad, la precariedad seguirá siendo alta. 

En cualquier caso, aún necesitamos más tiempo para 
poder evaluar todos los impactos de esta reforma laboral. 
En la parte positiva decir que es mejor que las reformas 
realizadas en el pasado y mucho mejor que los primeros 
documentos que salían del Ministerio de Trabajo. 
Seguramente aquí la Comisión Europea desempeñó un buen 
papel impidiendo retrocesos importantes en el marco 
laboral. 

La reforma laboral de 2021 restringió el uso de los 
contratos temporales sin ningún tipo de variación en los 
contratos indefinidos regulares. No obstante, la flexibilidad 
del mercado laboral requerido por las empresas parece no 
haberse visto afectada debido a la potenciación de otras 
fórmulas contractuales de carácter indefinido mucho menos 
estables. Todo ello ha generado un gran trasvase entre 
contratos, con una caída muy significativa de la tasa de 
temporalidad, sin apenas cambios en la duración o la 
precariedad de los trabajadores, sobre todo entre los 
trabajadores jóvenes. Podría sostenerse que la reforma no 
ha cambiado el modelo productivo dado que las nuevas 
figuras contractuales parecen adaptarse al modelo existente 
con actividades estacionales o intermitentes replicando el 
mismo grado de precariedad o estabilidad que antes de la 
reforma. De ser así, el nuevo marco laboral sigue haciendo 
más atractiva la contratación intermitente, estacional o 


inestable, incentivando un tejido empresarial dominado por 
precisamente aquellas empresas que mejor funcionan con 
este tipo de contratos. La reforma corrige una anormalidad 
legislativa como es la modalidad temporal, lo cual es 
positivo, pero al mismo tiempo no corrige ninguno de los 
problemas estructurales del mercado laboral que sufren los 
jóvenes, comentados en este capítulo. 

Se necesita más tiempo para observar si esta reforma 
está siendo capaz de reducir el tiempo que tarda un joven 
en estabilizar de verdad su situación laboral cuando se 
incorpora al mercado de trabajo. Si no consigue que la 
situación laboral de los jóvenes se estabilice antes, entonces 
solo será una reforma muy efectiva contra la tasa de 
temporalidad contractual, pero sin eliminar realmente la 
precariedad de los jóvenes. Sería como la reforma de El 
gatopardo: cambiar todo para que no cambie nada. 


«Si queremos que todo siga como está, es necesario que todo 
cambie.» 

«¿Y ahora qué sucederá? ¡Bah! Tratativas pespunteadas de 
tiroteos inocuos, y, después, todo será igual pese a que todo 
habrá cambiado.» 

«... una de esas batallas que se libran para que todo siga 
como está.» 


6 


EL SUEÑO IMPOSIBLE DE LA VIVIENDA PARA 
LOS JÓVENES 


La mayoría de los jóvenes son trabajadores pobres con un futuro 
laboral incierto, lo que les excluye del mercado hipotecario para 
poder comprar una vivienda y dificulta su acceso al alquiler. Las 


políticas de vivienda, que sí existieron en el pasado 
(casualmente cuando boomers y X eran jóvenes), fueron 
equivocadas. Hoy en día apenas existe una oferta pública de 
vivienda en alquiler ni una política pública de vivienda. 


EL ACCESO DE LOS JÓVENES A LA VIVIENDA 


La combinación de contratos precarios con salarios bajos 
convierte a los jóvenes en trabajadores pobres. La renta de 
un trabajador depende de dos variables: el salario y las 
horas trabajadas. La alta rotación y movilidad de contratos 
temporales o las suspensiones continuas en los nuevos 
contratos fijos discontinuos impide que los trabajadores 
puedan trabajar todas las horas disponibles. A todo ello hay 
que añadir la inseguridad que genera estar rotando de 
trabajo en trabajo sin apenas estabilidad, lo que 
imposibilita poder planificar una vida. 

Para empezar, con un contrato precario (ya sea 
temporal o fijo discontinuo) no se conceden hipotecas, e 
incluso resulta complicado el acceso a una vivienda de 
alquiler. Haced la prueba e intentad solicitar una hipoteca 
con un contrato temporal y, tan pronto se seleccione la 


pestaña de «contrato temporal» en el simulador del banco, 
saltan todas las alarmas y la posibilidad de conseguir la 
hipoteca se reducen a casi cero, a no ser que se cuente con 
un aval. 

La imposibilidad de acceso a la vivienda es 
particularmente preocupante por las consecuencias que 
tiene en la planificación de la vida, obligando a los jóvenes 
a una emancipación tardía de casa de sus padres y a 
retrasar muchas decisiones personales, de pareja y 
familiares. 

El acceso a la vivienda es otro claro ejemplo de cómo 
las cosas han empeorado para los jóvenes actuales: 


* Los salarios medios han subido menos que los precios de 
la vivienda, ya sea en régimen de compra o alquiler. 
Dentro de la masa salarial, los sueldos de los menores 
de treinta y cinco años son los que menos han 
aumentado. Solo ganan quinientos euros más al año 
que en el 2008 y, en términos reales, han caído. 

* Hoy en día, apenas existe una política de vivienda que 
pueda ayudar a los jóvenes a emanciparse. 


Actualmente, las familias tienen que destinar 11,1 años 
de ingresos para poder comprar una vivienda, cuando en el 
año 2000 eran 8,2 años de ingresos.1 Estos tres años más 
equivalen a un aumento del 35 por ciento, que es aún 
mayor en los hogares con menores ingresos, es decir, los 
hogares jóvenes. Desde el año 1996, el precio de la vivienda 
en España ha subido un 77 por ciento en términos reales, 
mientras que la renta per cápita lo ha hecho un 28 por 
ciento. La conclusión es exactamente la misma si 
observamos la evolución del salario real, que desde el año 
2006 se ha incrementado en un 8 por ciento en general y en 
el caso de los jóvenes ha disminuido un 1 por ciento. 

Es indiscutible que comprar o alquilar una vivienda 
supone mucho mayor esfuerzo económico para los jóvenes 
actuales que para los de los ochenta y noventa. Y todos los 
datos lo corroboran: en el año 2005, uno de cada cuatro 


menores de veintinueve años tenía una casa en propiedad, y 
esto baja a menos de uno de cada diez en 2017. Si 
analizamos a los menores de treinta y cinco, el porcentaje 
con vivienda en propiedad ha pasado del 70 en 2011 al 36 
por ciento de la actualidad. 
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El acceso a la compra de una vivienda para los jóvenes 
se ha vuelto imposible, por lo que la solución para 
independizarse es el alquiler. Aquí las posibilidades 
tampoco están mejor, pues desde el año 2014 los precios 
del alquiler han subido cerca del 50 por ciento a nivel 
nacional. Entre aquellos jóvenes que se pueden permitir 
alquilar una vivienda, cerca del 40 por ciento lo hacen 
destinando más del 30 por ciento de sus ingresos al pago 
del alquiler. Luego no podemos extrañarnos de que, de los 
jóvenes entre dieciséis y veintinueve años, el 77 por ciento 
viva con sus padres, el 4 por ciento viva solo (o con un 
hijo), el 13 por ciento en pareja y el 5 por ciento con otros 
adultos (o jóvenes). 

La nueva generación de jóvenes tiene imposible el 
acceso a la vivienda en propiedad y se ve obligada a vivir 
de alquiler, por el que paga una renta que sube mucho más 
rápido que su salario, perdiendo poder adquisitivo y 
convirtiéndose en ciudadanos más pobres aún. 


UNA POLÍTICA DE VIVIENDA ABSURDA EN EL PASADO E INEXISTENTE HOY 


A diferencia de las políticas de vivienda europeas, que 
permiten el acceso a la vivienda pública en régimen de 
alquiler, en España se apostó por la vivienda social en 
propiedad, lo que implica que, al no existir un parque 
público en alquiler, la necesidad de construcción se 
perpetúa. 

En lugar de crear un gran parque de viviendas públicas 
para alquilar y facilitar así la emancipación de los jóvenes a 
lo largo del tiempo, se optó por la construcción de 
viviendas de protección oficial, las llamadas VPO. Pero 
¿qué son? Un tipo de vivienda construida por las 
administraciones públicas que se ofertaba a un precio por 
debajo del de mercado con el objetivo de que los 
ciudadanos con rentas bajas pudieran adquirirlas o 
alquilarlas a unos precios asequibles. 

El problema reside en que la mayor parte de las VPO 
construidas se ofrecieron a los ciudadanos en régimen de 
compra y no de alquiler. Esto significa que las viviendas 
eran adquiridas por trabajadores con rentas bajas, o por 
jóvenes al inicio de su carrera profesional, a un precio 
menor que el de mercado. Al cabo de un período de tiempo 
fijado por ley, las viviendas quedaban libres y los 
propietarios podían disponer de ellas como quisieran. En 
muchos casos, solo tenían que esperar quince años y la 
vivienda ya era libre. 

Una vez la vivienda quedaba libre, los propietarios 
podían venderla o alquilarla a precio de mercado, sin que 
existiera ninguna limitación al precio de venta o la renta de 
alquiler, y tampoco se establecía la posibilidad de que las 
viviendas volvieran a ser de propiedad pública. Prueba de 
lo rentable que resultaba poder comprar una de estas 
viviendas de protección oficial era que la adjudicación de 
una vivienda se vivía casi como si te hubiera tocado la 
lotería. 


Viviendas VPO construidas (1991-2021) 
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Desde 1991 se han construido 1,4 millones de 
viviendas de protección oficial en propiedad y tan solo 
otras cien mil en régimen de alquiler. Si en lugar de vender 
las VPO, se hubiera optado por crear un parque público de 
viviendas en alquiler, este contaría ahora con más de 1,5 
millones de viviendas para alquiler social e incluso se 
podría haber ampliado con todas las viviendas que 
quedaron vacías tras el pinchazo de la burbuja inmobiliaria 
en 2008. 

Un parque público de 1,5 millones de viviendas en 
alquiler resultaría suficiente para ayudar a emanciparse a la 
generación de jóvenes de cada año. Una política de 
vivienda en la que, de forma secuencial, las viviendas 
públicas en alquiler pasarían de unos jóvenes a otros 
cuando los primeros hubieran conseguido la estabilidad 
laboral suficiente para acceder a una vivienda sin ayuda 
pública. 

De nada sirve pensar en lo que pudo haber sido y no 
fue. La realidad es que las políticas de vivienda en 
propiedad beneficiaron únicamente a algunos jóvenes de 
esos años en los que la concesión de una VPO permitía la 
compra de una vivienda muy por debajo del precio de 
mercado que después se podía vender, y cuya ganancia era 
en su totalidad para el propietario. 

Actualmente ya no se están realizando este tipo de 
políticas de VPO, pero tampoco se dedican recursos para 


construir vivienda pública de alquiler. Y lo invertido en las 
políticas de vivienda en los años ochenta, noventa y 
principio de la década del 2000 ha beneficiado a los que 
eran jóvenes entonces, que compraron sus viviendas por 
debajo del precio de mercado, para en muchos casos 
venderlas después, obteniendo de forma privada todo el 
beneficio de la plusvalía. 

En los presupuestos de los últimos años apenas se 
destinan recursos para políticas sociales de acceso a la 
vivienda que ayuden a la emancipación de los jóvenes. 

Como se puede ver en el siguiente gráfico, entre los 
años noventa y principios de la década del 2000, el 
presupuesto público destinado al gasto en vivienda era del 
1 por ciento del PIB, mientras que ahora apenas llega al 0,5 
por ciento. Y seguramente parte de esa inversión es para 
mejorar la eficiencia energética de edificios públicos. Como 
ya sabemos, la demografía política hace que, ahora que los 
jóvenes dejan de ser prioritarios para los políticos, también 
dejen de serlo las políticas que más los benefician. En 
situaciones normales, si las condiciones de acceso a la 
vivienda de los jóvenes se han endurecido, se debería 
potenciar el presupuesto en la política de vivienda, y en 
cambio se ha reducido a la mitad. 
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Y, al no existir parque público, podemos concluir que 
en la actualidad no existe una política social de acceso a la 


vivienda. En este aspecto, la situación de los jóvenes 
también ha empeorado sustancialmente. La reforma de 
vivienda recién aprobada en el primer semestre de 2023 
quiere apostar, por un lado, por la inversión en vivienda 
pública para el alquiler, comprometiéndose a crear 
cincuenta mil viviendas. Esta es una buena medida siempre 
que estas viviendas se encuentren situadas en las zonas 
donde están los empleos. Por desgracia, dada la gran 
carencia de viviendas públicas destinadas al alquiler, 
tardaremos muchos años en que el parque público alcance 
un volumen lo suficientemente grande para que los jóvenes 
empiecen a notar sus beneficios y, para acelerar este 
proceso, sería necesario destinar más recursos públicos para 
ello. Por otro lado, la reforma, al pretender regular los 
precios y sus rentabilidades, corre el riesgo de provocar una 
caída en la oferta de viviendas de alquiler por parte de los 
propietarios, con sus consiguientes efectos negativos sobre 
el mercado del alquiler. 


EL RETRASO EN LA EMANCIPACIÓN DE LOS JÓVENES DEMUESTRA QUE SU 
SITUACIÓN HA EMPEORADO 


Inseguridad laboral, salarios bajos, imposibilidad de 
comprar una vivienda, alquileres cada vez más caros, 
política social de vivienda inexistente, etcétera, han 
provocado un retraso de la edad de emancipación y en 
consecuencia, de muchas decisiones vitales. 

La edad de emancipación “se ha retrasado 
involuntariamente, pues los jóvenes deben continuar 
viviendo en casa de sus padres cuando empiezan a trabajar 
hasta alcanzar un cierto nivel de ahorro o hasta conseguir 
el ansiado contrato indefinido que les proporciona cierta 
estabilidad. 

El resultado es que la emancipación se da en España a 
edades más avanzadas que en otros países. Aquí, el 
porcentaje de adultos entre dieciocho y treinta y cuatro 
años que viven con sus padres es del 65 por ciento, 
mientras que para la media europea es del 48 por ciento, 


casi veinte puntos más bajo. Y en países como Alemania es 
el 30 por ciento; Francia, el 42 por ciento, y en los países 
nórdicos, el 20 por ciento. En promedio, los jóvenes 
españoles abandonan el hogar de sus padres a los 
veintinueve años, mientras que la media europea son los 
veintiséis años. En países como Alemania o Francia lo 
hacen a los veintitrés, y en los países nórdicos, por debajo 
de los veinte. 

En lo que se refiere a la edad de emancipación, la 
situación de los jóvenes también ha empeorado con 
respecto a las generaciones previas. Hace unas décadas, los 
jóvenes se emancipaban alrededor de los veintiséis años de 
media, mientras que ahora se sitúa rozando la treintena. 
Este retraso en la edad de emancipación no se produce por 
el deseo de los jóvenes de continuar viviendo con sus 
padres, sino por la imposibilidad económica de poder salir 
de casa. 

La precariedad laboral hace difícil el acceso a la 
vivienda y no solo retrasa la emancipación, sino también 
las decisiones de tener hijos y formar una familia. La edad 
media a la que las mujeres tienen su primer hijo se 
pospone, y desde 1980 hasta 2019 ha aumentado desde los 
25,1 años hasta los 31,1 años, un incremento de seis años. 
Aproximadamente la mitad de las mujeres entre los 
cuarenta y los cincuenta y cinco declaran que tuvieron el 
primer hijo a una edad más tardía de la que hubieran 
deseado, y en promedio ese retraso se situó en cinco años. 
Dada la situación descrita, mo nos sorprende que los 
motivos esgrimidos para retrasar la decisión de tener el 
primer hijo estén relacionados con cuestiones laborales, 
económicas y de conciliación. Al igual que las mujeres, los 
hombres también se han visto obligados a retrasar la edad 
de la paternidad desde los treinta años a los 34,5. 

Consecuencia de lo anterior, España se ha convertido 
en el país con una de las tasas de fecundidad más bajas del 
mundo, con 1,19 hijos por mujer en edad fértil. Lo que 
resulta triste y preocupante de este dato es que la tasa de 
fecundidad tan baja no es por deseo de la mayoría de las 


madres de tener un hijo único, dado que desearían tener 
más. Otra vez, las dificultades económicas, laborales y de 
conciliación están negando a las madres la posibilidad de 
aumentar la familia. Las encuestas nos indican con claridad 
que, en España, la diferencia entre el número de hijos que 
las mujeres desean tener y los que efectivamente han tenido 
es muy grande. La mayoría, tanto de hombres como 
mujeres, declaran que desearían tener dos hijos, cuando la 
realidad se acerca más a uno. Las encuestas también nos 
dicen que el 39 por ciento de las mujeres de cuarenta y 
cinco a cincuenta y cinco años sin descendencia hubieran 
deseado tener un hijo o varios. 

En conclusión, el diseño del marco laboral hace recaer 
en los jóvenes toda la flexibilidad que necesitan las 
empresas para competir, y lo hace generando una 
precariedad intolerable, ya sea con salarios bajos o con 
períodos de inactividad elevados. Al mismo tiempo, las 
políticas de vivienda o de ayuda a la emancipación son 
inexistentes. Todo ello en un contexto de precios de la 
vivienda al alza, donde cada vez se necesitan más años de 
trabajo para poder adquirir una en propiedad. 

Si nada cambia, los problemas de emancipación de los 
jóvenes españoles no se van a solucionar solos y 
continuarán siendo los ciudadanos europeos que más tarde 
pueden abandonar la casa de sus padres, mientras que las 
mujeres seguirán teniendo la tasa de fecundidad más baja 
de Europa, frustrando su deseo de ser madres o de tener 
más hijos. 
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LOS RIESGOS DE LA REVOLUCIÓN DIGITAL 


El Foro de Davos, o Foro Económico Mundial, que reúne a los 
países y las personas más ricas y poderosas del mundo, publica 
cada año un informe sobre riesgos globales. Año tras año 
aparecen en él la falta de oportunidades para los jóvenes y el 


fracaso de la planificación urbana, entre otros. Los jóvenes se 
están enfrentando al cambio tecnológico más intenso 
experimentado por la sociedad en toda la historia. Además, lo 
van a afrontar de forma simultánea con otros dos grandes retos 
globales como son el envejecimiento y la crisis climática. 


Los TRES RETOS GLOBALES JUNTOS... 


Las próximas décadas van a venir marcadas por tres retos 
globales que están cambiando la economía y el mundo tal 
como los conocemos. Estos tres retos son el envejecimiento, 
del que ya hemos hablado largo y tendido; el cambio 
climático, del que hablaremos más adelante, y el cambio 
tecnológico derivado de todas las innovaciones digitales, 
cuyo núcleo central son las plataformas, el avance en la 
conectividad global, la inteligencia artificial y la nueva ola 
de la automatización (o la robótica). 

La globalización y el cambio tecnológico están 
transformando la economía a un ritmo vertiginoso. Desde 
hace mucho tiempo, los humanos hemos mejorado la 
tecnología para producir bienes y servicios de una forma 
cada vez más eficiente. Los cambios fueron más disruptivos 


e intensos desde la llamada primera revolución industrial, 
iniciada en el siglo xix con la aparición de la máquina de 
vapor y que permitió sustituir la producción basada en el 
trabajo manual (y la tracción animal) por maquinaria para 
la fabricación industrial. También originó el nacimiento del 
transporte de pasajeros y mercancías con los nuevos 
ferrocarriles. 

La segunda revolución industrial incorporó en el 
proceso productivo nuevas fuentes de energía, como el gas, 
el petróleo o la electricidad, así como un nuevo material: el 
acero, e introdujo nuevos sistemas de transporte, como el 
automóvil o el avión, y nuevos sistemas de comunicación, 
como el teléfono y la radio. 

Además, y a modo de ejemplo, las cadenas de montaje 
de Henry Ford dieron paso a la era de la producción en 
masa. Todos estos avances tecnológicos consiguieron 
producir más bienes y servicios con menos recursos (capital 
y trabajo). Supusieron un aumento importante de la 
productividad y una mejora de la eficiencia del proceso 
productivo. Este abaratamiento de costes permitió que 
muchos bienes y servicios fueran más baratos, lo que 
generó un aumento de la demanda y la producción. Estos 
cambios también supusieron que muchas empresas (y sus 
trabajadores) fueran reemplazadas por otras nuevas mucho 
más productivas, dando lugar a la llamada «destrucción 
creativa» sobre la que teorizó Joseph Schumpeter. 

Sea como fuere, muchos trabajadores fueron 
desplazados y perdieron sus empleos en la etapa inicial. No 
obstante, el balance final sobre el empleo fue positivo. En 
algunos casos consiguieron una  recualificación para 
reinsertarse en los nuevos sectores innovadores, en otros 
casos encontraron empleo en los sectores que crecieron 
gracias a la caída en los precios, lo que permitió un 
aumento de la demanda, y en las últimas reconversiones 
industriales consiguieron refugio fuera del mercado laboral 
con la creación de la jubilación anticipada. En la mayoría 
de los países industrializados, los sistemas de pensiones no 
permitían la jubilación anticipada; esta medida fue creada 


precisamente para poder acomodar a los trabajadores 
mayores desplazados tras las grandes reconversiones 
industriales. 

Además, todas estas revoluciones tecnológicas fueron 
acompañadas de una reducción de las jornadas laborales y 
una ampliación de los derechos laborales. Así lo veía 
también John Maynard Keynes, que en la célebre 
conferencia que dio en la Residencia de Estudiantes de 
Madrid en su visita a España en 1930 titulada «Las 
posibilidades económicas de nuestros nietos» anticipó que 
en cien años sus nietos disfrutarían de una semana laboral 
de quince horas y abundante tiempo libre, y que por fin el 
ocio no sería únicamente una actividad de la que disfrutara 
la aristocracia. 


¿POR QUÉ LA REVOLUCIÓN DIGITAL PUEDE SER MUY DISTINTA A LAS 
ANTERIORES? 


Las anteriores revoluciones industriales se saldaron con 
aumentos de empleo y con una ampliación de los derechos 
laborales de los trabajadores. Sin embargo, las fuerzas de la 
globalización y la convergencia económica entre el mundo 
desarrollado y el mundo en desarrollo van a provocar que 
esta vez los cambios sean mucho más profundos: el 
crecimiento de las megaciudades como centros de 
innovación, abusos de la posición dominante de 
determinadas empresas amparada en su liderazgo 
tecnológico, aumento del desempleo y de la desigualdad, y 
mayor separación entre «los que tienen» y «los que no». 

Las inmovaciones de la economía digital están 
suponiendo cambios disruptivos en dos dimensiones: por un 
lado, la aparición de nuevos productos y servicios digitales; 
entre ellos, las plataformas son la innovación más 
emblemática, ya que permiten expandir la demanda al 
facilitar interacciones entre productores y consumidores, 
entre empresas o incluso entre consumidores. Por otro lado, 
la robótica y la inteligencia artificial (IA) están permitiendo 
automatizar gran parte de los procesos productivos. Ambos 


aspectos en principio son muy positivos. En unos casos 
permiten disfrutar de bienes y servicios nuevos y, en otros, 
hallamos procesos de producción más eficientes. Por lo 
tanto, el reto no es frenar la innovación digital, sino 
anticiparnos a los riesgos y tomar las medidas necesarias 
para afrontarlos. 

Las nuevas empresas digitales, que prestan sus servicios 
a través de plataformas, son cada vez más poderosas y 
satisfacen a una mayor parte del mercado. Reducen la 
competencia y pueden ejercer poder de monopolio, con el 
consiguiente aumento de precios, que pagan los 
consumidores, y, en última instancia, con la amenaza de la 
automatización, que también impondrá sus propias 
condiciones laborales a sus trabajadores. 

Sabemos que, una vez que la primera empresa digital 
crea la red para ofrecer sus servicios, es muy difícil que una 
nueva empresa se posicione a competir con ella, pues la red 
actúa como una barrera de entrada. Pensemos en Google, 
Amazon, Meta (Facebook, Instagram, WhatsApp), Uber, 
Cabify, etcétera. 

Estas plataformas pueden considerar que tienen 
economías de escala infinitas, pues cuanto más grandes son, 
más crecen, mayor es el mercado que abarcan y más 
complicado les resulta a otras empresas poder competir con 
ellas, pues su tamaño enorme les proporciona una cantidad 
ingente de datos que se convierte en su ventaja competitiva 
principal. De hecho, las nuevas empresas que innovan no lo 
hacen con vocación de competir con las grandes, que sería 
lo natural en un mercado capitalista, sino con vocación de 
ser compradas por estas. 

Esta dinámica refuerza su posición dominante que, 
unida a las economías de red, dota a las grandes empresas 
digitales de un poder de mercado excesivo. Y el temor aquí 
es que este poder acabe expulsando a otras empresas del 
mercado, reduciendo la competencia y dotando a estas 
compañías de mayor poder que incluso algunos Estados, 
con el riesgo que implica tanto para los trabajadores (pues 
pueden imponer sus condiciones de trabajo, ya sea directa o 


indirectamente, con la amenaza de la automatización), 
como para los consumidores (pues al controlar la oferta 
pueden decidir qué se vende y a qué precio). 

Por este motivo, en el futuro, los reguladores 
independientes que velan por garantizar la competencia 
entre las empresas deberán ser mucho más potentes de lo 
que son en la actualidad. 


LAS NUEVAS FORMAS DE EMPLEO EN PLATAFORMAS SON MUCHO MÁS 
PRECARIAS 


Las plataformas digitales han generado nuevas 
oportunidades de empleo para los trabajadores, pero al 
mismo tiempo resultan potencialmente más precarias que 
las existentes. El mercado laboral español es dual con 
contratos indefinidos con muchos derechos y con contratos 
temporales o fijos discontinuos precarios. 

Estas plataformas cuentan con una cantidad de datos 
ingente y gran capacidad de procesamiento, lo que les 
otorga una gran ventaja competitiva. Uber, Cabify, Glovo y 
demás, por ejemplo, utilizan sofisticados algoritmos para 
calcular precios punta y valle, optimizar rutas, etcétera. 

Y, sin embargo, no están contratando trabajadores por 
cuenta ajena para la realización de los servicios, sino que en 
muchos casos están utilizando la figura del trabajador por 
cuenta propia (autónomo). De esta forma, los trabajadores 
de estas plataformas no son asalariados de la empresa, con 
los derechos que ello conlleva, sino autónomos que realizan 
servicios para ellas. 

Los autónomos tienen que asumir por su cuenta el pago 
de las cotizaciones sociales que les dan derecho a 
pensiones, prestaciones por desempleo, formación O 
invalidez. Tampoco tienen derecho a vacaciones 
remuneradas, pues solo se les paga por los trabajos 
realizados. En otras palabras, todo el riesgo recae sobre la 
persona. 

Las plataformas tienen muchos aspectos positivos que 
nos han facilitado y mejorado la vida, pero no deben servir 


para externalizar o fraccionar tareas dentro de un proceso 
de producción y abaratar costes a costa de los derechos 
laborales de los trabajadores, por ejemplo, externalizando 
la distribución para utilizar trabajadores autónomos (o por 
cuenta propia) en lugar de contratar trabajadores 
asalariados, que resultan más caros. Estas condiciones 
laborales terminan siendo aceptadas por los autónomos por 
el gran poder de mercado que tienen estas plataformas, ya 
que todas ellas operan del mismo modo. 

Es cierto que las legislaciones están evolucionando 
para impedir estos abusos, pero las posibilidades que 
ofrecen estas nuevas formas de empleo de la economía 
digital son infinitas, van a obligar a reflexionar y revisar los 
fundamentos del derecho laboral. Si no queremos precarizar 
aún más el mercado de trabajo de nuestros jóvenes habrá 
que avanzar en una figura laboral única en derechos y 
obligaciones. Es decir, que independientemente de si 
trabajas como asalariado dentro de una empresa o como 
autónomo para ella, las cotizaciones que realiza la empresa 
y que dan lugar a derechos sean las mismas. 


Los RIESGOS DE LA AUTOMATIZACIÓN Y LA ROBÓTICA 


No conocemos los límites que la automatización y la robótica 
pueden ejercer para sustituir al factor humano. Es probable que 


el volumen de trabajadores desplazados por la tecnología sea 
más alto que en revoluciones anteriores. 


La automatización es un término que se usa para definir las 
tecnologías que permiten a las máquinas hacer los trabajos 
que antes llevaban a cabo las personas. Las innovaciones 
tecnológicas que sustituyen a los trabajadores han sido una 
parte esencial de la economía capitalista desde la 
introducción de los primeros telares mecánicos al inicio de 
la primera revolución industrial. 

No obstante, hay quien sostiene que esta vez será 


distinto, pues puede llegar un momento en que las 
máquinas potencialmente serán capaces de hacer casi todas 
las tareas que realizan los humanos en sus ocupaciones. El 
cambio tecnológico de esta revolución digital no parece 
tener un impacto claro en función del nivel de cualificación, 
sino de las tareas que realizan. De hecho, se distinguen tres 
tipos de tareas, unas más difíciles de llevar a cabo por la 
tecnología que otras: 


+ Las tareas rutinarias que implican la repetición de 
procesos predeterminados (como en las cadenas de 
montaje de coches oO tareas administrativas), 
tradicionalmente realizadas por trabajadores con nivel 
educativo medio. 

* Las tareas abstractas, aquellas que implican la resolución 
de problemas y exigen intuición, capacidad de 
persuasión y liderazgo, así como creatividad, 
tradicionalmente realizadas por trabajadores 


cualificados. 
+ Las tareas manuales (no rutinarias), que requieren 
interacciones personales, adaptabilidad, 


reconocimiento visual y el lenguaje, tradicionalmente 
realizadas por trabajadores con bajo nivel educativo, 
por ejemplo, las que requieren interacción social, como 
hostelería, restauración, servicio doméstico, limpieza y 
cuidado de personas, servicios personales, seguridad, 
etcétera. 


Parece evidente que las tareas rutinarias son fáciles de 
realizar por la tecnología de automatización, mientras que 
las abstractas y las manuales son mucho más difíciles. Las 
primeras porque son claramente complementarias a la 
tecnología y las segundas porque son muy poco rutinarias y 
tienen un alto componente de aleatoriedad, que las 
convierte en muy caras para ser reemplazadas por la 
tecnología. 

En definitiva, los trabajadores, normalmente de clase 
media, que realizan mayoritariamente tareas rutinarias (no 


solo físicas, sino también administrativas) se van a ver 
reemplazados por la tecnología y esto va a suponer un 
aumento de la polarización del empleo y, por tanto, de la 
desigualdad. 

Es difícil anticipar qué va a suceder finalmente esta vez 
con respecto al empleo. Hay quien sostiene que la 
automatización con los avances de la robótica y la 
inteligencia artificial serán capaces de asumir todas las 
tareas que hacemos los humanos. Precisamente por esto, 
todo hace pensar que en esta ocasión el volumen de 
trabajadores desplazados puede ser muy superior al de las 
revoluciones anteriores. Además, las nuevas cualificaciones 
necesarias para trabajar en la nueva economía digital 
también pueden ser más difíciles de adquirir y quizá no 
estén al alcance de todos. 


SILA EDUCACIÓN NO SIGUE EL RITMO DE LA TECNOLOGÍA HABRÁ 
DESIGUALDAD 


Ahora más que nunca es fundamental una formación de los 
jóvenes que les permita afrontar los nuevos tiempos y evitar 
que la tecnología los reemplace en el mercado laboral. 

El futuro no está escrito y, aunque ocurra como en 
otras revoluciones, donde finalmente el empleo aumentó, lo 
cierto es que va a haber muchos trabajadores que se van a 
ver desplazados por la tecnología. Este contexto tan 
cambiante y tan incierto va a obligar a los jóvenes que se 
incorporan al mercado laboral en esta revolución digital a 
tener las habilidades y la formación necesaria para poder 
adaptarse a los cambios y, en particular, a aprender una y 
otra vez a llevar a cabo tareas complementarias a las que va 
siendo capaz de hacer la tecnología. 

Si la educación no sigue el ritmo de la tecnología, el 
resultado es la desigualdad. Sin las habilidades necesarias 
para seguir siendo útiles a medida que llegan las 
innovaciones, los trabajadores sufren y, si un número 
suficiente de ellos se queda atrás, la pobreza y la 
desigualdad se disparan. 


Esta revolución digital, liderada por la robótica y la 
inteligencia artificial, va a exigir una revolución educativa. 
No solo habrá que modificar la escolarización inicial, sino 
que, dado que la vida laboral es tan larga y tan cambiante, 
tendremos que buscar la forma de que las personas sean 
capaces también de adquirir nuevas habilidades a lo largo 
de toda su vida laboral. Es decir, no solo será necesario 
mejorar y potenciar la educación durante las etapas 
iniciales (pues resulta más sencillo continuar aprendiendo y 
formándose cuando se parte de una buena base de 
conocimientos), sino también a lo largo de toda la vida 
laboral. 

Esta es una carrera en la cual la formación que les 
demos a los jóvenes va a ser más importante que en 
cualquier época pasada. No hay que olvidar que ahora no 
basta con ofrecerles una educación mejor que la de 
generaciones anteriores, sino que va a ser necesario que lo 
sea, O al menos igual, que la que reciben en otros países. 

La economía digital ha aumentado exponencialmente 
la globalización de los mercados, de forma que las nuevas 
tecnologías permiten prestar infinidad de servicios desde 
países diversos. Todos hemos vivido la deslocalización de 
los centros telefónicos de atención al cliente a otros países 
con la misma lengua y menores costes. En la actualidad, 
estas tareas rutinarias son realizadas por bots, y lo que se 
está deslocalizando son muchas de las tareas abstractas, 
como por ejemplo los servicios de consultoría, los servicios 
de tecnologías informáticas, los servicios financieros, de 
contabilidad y de nóminas, etcétera. 

Muchas tareas que a principio de siglo resultaba 
impensable que se pudieran realizar de forma remota, 
ahora, gracias a la tecnología digital, es habitual que se 
realicen desde cualquier parte del mundo. 

Conociendo el futuro al que nos vamos a enfrentar, 
resulta aún más frustrante observar cómo la demografía 
política hace que la inversión en educación no sea la 
prioridad. Solo una juventud bien formada, y preparada 
para los cambios que van a llegar con la nueva economía 


digital, es garantía de éxito en el mercado laboral global y, 
por tanto, del crecimiento del país. Pero, ojo, la formación 
va a ser fundamental no solo cuando se es joven, sino que 
va a ser una constante a lo largo de toda la vida laboral. Y, 
en este sentido, también los trabajadores mayores van a 
necesitar esta formación para poder seguir activos a edades 
avanzadas. No desperdiciar el talento sénior será la clave 
para afrontar el reto del envejecimiento. 


LA RELACIÓN ENTRE LA INNOVACIÓN Y EL ENVEJECIMIENTO 


Los países con poblaciones más jóvenes tienen tasas de 
emprendimiento (e innovación) más altas que los países 


envejecidos. Es crucial dar oportunidades a los jóvenes para que 
puedan adquirir las habilidades empresariales que les permitan 
llevar a la práctica sus ideas innovadoras. 


En principio puede parecer lógico pensar que las 
innovaciones tecnológicas para avanzar en la 
automatización que permite sustituir al factor trabajo 
pueden ser utilizadas para afrontar el envejecimiento. De 
hecho, se empieza a ver que precisamente aquellas 
industrias donde el envejecimiento está más extendido son 
aquellas que más han avanzado en la robotización. El 
problema es que el envejecimiento también va a afectar a la 
innovación. Sabemos que la capacidad innovadora depende 
de dos tipos de habilidades: una que crece con la edad y 
otra que disminuye con ella. 

Hay un primer factor, que se puede llamar «ventaja de 
la juventud», que está relacionado con que el talento 
creativo disminuye con la edad. Se sustenta en el hecho de 
que los jóvenes tienen un mayor potencial de generar más 
ideas, pues normalmente cuentan con un mayor grado de 
interacción social, son más capaces de pensar de forma 
novedosa (o «fuera de la caja»). Además, están más 
dispuestos a asumir riesgos, pues tienen menos cargas 


familiares y, por lo tanto, una mayor capacidad de romper 
con los productos y métodos de producción del pasado. Es 
decir, la tasa de innovaciones tecnológicas o de creación de 
nuevas ideas decrece con el envejecimiento poblacional. 

Un segundo factor determinante para llevar a cabo una 
innovación tiene que ver con la experiencia y con haber 
adquirido algún tipo de habilidad empresarial. Cuando un 
joven ha tenido la oportunidad de haber obtenido esta 
habilidad, aumenta con ella su capacidad de innovar. Como 
consecuencia, una sociedad envejecida ofrece menos 
oportunidades a los trabajadores jóvenes para adquirir 
habilidades empresariales al principio de sus carreras, pues 
la mayoría de estos puestos están ocupados por 
trabajadores mayores. Y encontramos un nuevo obstáculo 
para emprender en una sociedad envejecida donde los muy 
jóvenes no poseen las habilidades empresariales necesarias 
para crear una empresa y los muy mayores carecen de 
creatividad, energía o voluntad para hacerlo. 

Ambos efectos pueden explicar que los países que 
tienen poblaciones más jóvenes tienen tasas de 
emprendimiento más altas que los países con poblaciones 
de más edad. De nuevo, nos encontramos con que dar 
oportunidades a los jóvenes para adquirir esta experiencia 
profesional, que les permita desarrollar habilidades 
empresariales, resulta crucial para seguir avanzando en la 
innovación y el cambio tecnológico. 

Y de nuevo se repite la hipótesis central del libro, 
aquello que es positivo para los jóvenes también lo es para 
mejorar la productividad y el crecimiento futuro. 


LA ECONOMÍA DIGITAL Y EL «FENÓMENO DE LA AGLOMERACIÓN» EN 
CIUDADES 


En el año 1 d. C., la mayoría de la humanidad habitaba 
pequeños asentamientos agrícolas y tan solo el 1 por ciento 
vivía en ciudades. Tal y como expone Jeffrey D. Sachs en su 
libro Las edades de la globalización, en el año 1000, el 3 por 
ciento de la población vivía en las ciudades, y en el 1500, el 


3,65. Todavía en 1900, la tasa de urbanización mundial era 
solo del 16 por ciento. El proceso de industrialización 
genera importantes desplazamientos del campo a la ciudad 
(migraciones internas), y por ello es en el siglo xx cuando la 
humanidad se ha trasladado del campo a la ciudad. 

Pero no es hasta final del siglo xx cuando más de la 
mitad de la humanidad vive en entornos urbanos (en 1950 
todavía solo el 29,4 por ciento de la población mundial 
residía en zonas urbanas). Hoy día esa cifra ha ascendido al 
56 por ciento y, a finales del siglo xx1, será del 67 por 
ciento. No obstante, entre el 70 y el 80 por ciento de la 
población europea y norteamericana vive ya en ciudades, y 
en España ese porcentaje asciende al 80,5 por ciento. La 
creciente urbanización también genera problemas: la 
«pobreza» urbana y las megaciudades, con una fuerte 
relación entre sí, son quizás los más importantes. 


España: Mapa de densidad poblacional 
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Otra característica de la nueva economía digital es que 
el crecimiento se concentra en las ciudades. La consultora 
McKinsey ha publicado un informe que analiza 178 países, 
mostrando como la mitad del crecimiento económico desde 


el año 2000 se había generado en zonas que representaban 
menos de un 1 por ciento del territorio, y que congregaban 
a un 27 por ciento de la población, y también que la 
productividad de las megaurbes duplicaba a la de otras 
zonas del país. Cada vez hay más estudios que muestran 
como el éxito de una empresa depende sobre todo del 
ecosistema que la rodea y no solo de la calidad de sus 
trabajadores. Tener buenos vecinos, aunque sean 
competidores directos, mejora la productividad y la 
creatividad de las empresas y sus trabajadores. Por este 
motivo, las empresas innovadoras tienen un incentivo para 
ubicarse cerca de otras empresas innovadoras. Se trata de 
una dinámica que no es lineal: una vez que una ciudad 
atrae a un número determinado de trabajadores y de 
empresas (si son innovadoras, mejor), su ecosistema cambia 
de forma que la hace aún más atractiva. 

En economía esto tiene un nombre: «efectos de 
aglomeración». Existe una amplia evidencia empírica que 
muestra, por ejemplo, que los ingenieros, arquitectos y 
científicos son más creativos en las ciudades en las que 
están rodeados de otros ingenieros y científicos del mismo 
campo. Hay algo casi mágico en el proceso de generación 
de nuevas ideas. Estar rodeado de gente inteligente tiende a 
hacernos más inteligentes, más creativos y más productivos. 
Estos trabajos encuentran que, aunque el correo 
electrónico, los teléfonos inteligentes e internet han hecho 
que la proximidad sea menos importante para el proceso 
creativo, en realidad ocurre lo contrario. La ubicación es 
más importante que nunca, en parte porque la difusión de 
conocimientos es más importante que nunca. Los «efectos 
de aglomeración» van más allá del sector de la innovación y 
podemos decir que existen, en mayor o menor grado, en 
todos los sectores. 

Los «efectos de aglomeración» hacen que la actividad, y 
especialmente la actividad que requiere I+D o innovación, 
se encuentre más concentrada geográficamente que en el 
pasado. Sea como fuere, la actividad económica se apiña 
cada vez más en grandes núcleos urbanos que no dejan de 


crecer. El impacto en la economía local de la atracción de 
talento va mucho más allá que el efecto directo en la 
empresa que lo contrata. Atraer a una científica, a una 
ingeniera informática o una desarrolladora de software a 
una ciudad desencadena un efecto multiplicador, 
promoviendo también el empleo y mejorando los salarios 
de quienes prestan servicios locales. Esto se explica por tres 
motivos. Primero, el efecto de aglomeración, que hace más 
productivo que los trabajadores muy cualificados, aunque 
sean de distintas empresas, estén localizados en la misma 
ciudad. Segundo, estas personas no trabajan solas, sino que 
forman parte de equipos de trabajo en los que se mezclan 
diversas cualificaciones e ideas. Y tercero, es muy probable 
que estos profesionales se desplacen con sus familias, que 
también demandan y utilizan los bienes y servicios 
disponibles en esa ciudad. 

En pocas palabras, desde el punto de vista de una 
ciudad, un empleo cualificado es más que un simple 
empleo. Por ejemplo, hay diversos estudios que demuestran 
que, en EE. UU., cada nuevo puesto de trabajo de alta 
tecnología crea cinco más en esa ciudad. Estos puestos 
adicionales pueden ser tanto en ocupaciones cualificadas 
(abogados, profesores, enfermeros, etcétera) como en las no 
cualificadas (camareros, peluqueros, carpinteros y demás). 

El «efecto de aglomeración» provoca un crecimiento de 
la producción y el empleo en todas las actividades, 
produciendo una divergencia económica entre distintas 
áreas geográficas, unas que no paran de crecer, donde 
atraen el talento y con ello todos los demás empleos 
adicionales, y otras que quedan estancadas sin apenas 
crecimiento, generando una nueva desigualdad entre las 
ciudades. 

Este fenómeno está ocurriendo en todos los países. Y 
supone una fuerte tensión sobre el mercado de la vivienda, 
que se vuelve aún más escasa y, por lo tanto, más cara, en 
las grandes ciudades, que es donde más actividad y empleo 
se genera. Así pues, los jóvenes actuales se ven obligados a 
desplazarse a las grandes ciudades por motivos laborales, lo 


que los obliga a hacer frente a precios de la vivienda, ya sea 
en régimen de compra o alquiler, mucho más elevados. Por 
ello, a la hora de analizar los retos a los que se enfrentan 
los jóvenes, se debería analizar el precio de la vivienda en 
las grandes urbes como Madrid, Barcelona, Valencia o 
Málaga, que han subido mucho más que la media nacional, 
y no el precio medio de la vivienda en España. Esto 
también se observa en el mercado del alquiler, donde los 
precios desde el año 2014 han subido un 50 por ciento a 
nivel nacional, pero cerca de un 70 por ciento en ciudades 
como Barcelona o Madrid. 

En conclusión, el cambio tecnológico asociado a la 
nueva revolución digital va a afectar a los jóvenes en tres 
dimensiones. Por un lado, la formación y la educación van 
a ser más importantes que nunca, pues estas personas 
deberán tener una buena base para poder llevar a cabo 
aquellas tareas que no sean capaces de automatizarse. Hay 
que invertir más recursos que nunca en educación y 
formación en sentido amplio, adaptando los contenidos casi 
en tiempo real a los cambios tecnológicos. En segundo 
lugar, los jóvenes se van a enfrentar a un mercado laboral 
donde el trabajo en plataformas será más habitual, donde 
trabajar como autónomo o de forma discontinua formará 
parte de su historial laboral, y que va a requerir repensar el 
Estatuto de los Trabajadores para que no acaben perdiendo 
aún más derechos laborales. Y, por último, los jóvenes 
necesitan ir a las ciudades grandes pues es allí donde, por el 
«fenómeno de aglomeración», crece más la actividad 
económica y están las mayores oportunidades de empleo. 
Pero, al mismo tiempo, es en las ciudades grandes donde es 
más difícil el acceso a la vivienda y donde los alquileres 
suben más rápido. Nuevamente, encontramos cómo en las 
próximas décadas la emancipación y el acceso a la vivienda 
van a resultar incluso más difíciles que ahora. Las políticas 
públicas de acceso a la vivienda van a ser más importantes 
que nunca. 
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¿QUÉ PLANETA VAMOS A DEJAR A NUESTROS 
JÓVENES Y A LAS GENERACIONES FUTURAS? 


Los humanos somos los causantes del cambio climático. Tras la 
revolución industrial, la actividad económica necesaria para el 
desarrollo de los países ha disparado las emisiones de CO» a la 
atmósfera debido al uso de combustibles fósiles (energía, 


transporte e industria). Todo ello, acompañado de otras 
actividades (agricultura y ganadería intensiva, talado de 
bosques, producción de alimentos, etcétera), ha provocado un 
incremento de las temperaturas atmosféricas y cambios en el 
clima. 


¿CÓMO SE ESTÁ GENERANDO EL CAMBIO CLIMÁTICO O EL 
CALENTAMIENTO GLOBAL? 


El clima terrestre siempre ha cambiado a lo largo de la 
historia. En el pasado esto sucedía de manera natural, 
debido a pequeñas variaciones en la órbita de la Tierra (que 
alteraban la cantidad de energía solar que recibía el 
planeta). En total se han dado ocho ciclos de avances y 
retrocesos glaciales en los últimos ochocientos mil años, el 
último de los cuales, hace once mil setecientos años, dio 
comienzo a la era climática moderna. 

Sin embargo, lo que está causando el cambio climático 
de hoy en día, que comenzó a mediados del siglo xix, es 
distinto, dado que se explica por la actividad humana y no 
por las causas cíclicas naturales. De hecho, la actividad 


humana está provocando que avance a un ritmo nunca visto 
en los últimos milenios. Actualmente, la velocidad del 
calentamiento global es diez veces mayor que la que se dio 
tras las épocas glaciales. 

Las actividades humanas que causan este aumento en 
la velocidad del calentamiento global son aquellas que 
emiten gases de efecto invernadero, como el dióxido de 
carbono. Dado que estos gases se acumulan en la atmósfera 
y absorben la energía infrarroja del sol, hacen que quede 
atrapada en la Tierra más energía solar y suba la 
temperatura. La cantidad de dióxido de carbono debido a la 
actividad humana se está incrementando doscientas 
cincuenta veces más rápido que el generado por medios 
naturales. 


Emisiones de dióxido de carbono 
desde hace 800.000 años 


Pero ¿qué sucedió a partir del final del siglo xv para 
que se dispararan las emisiones de dióxido de carbono? 
Pues pasaron cosas muy positivas para la sociedad. Hasta el 
siglo xix, la renta per cápita, y por lo tanto el bienestar o el 
nivel de vida en todos los países, estaba estancado y apenas 
mejoraba con el tiempo. Hasta entonces, cuando una 
comunidad disfrutaba de un período de bonanza, en el que 
aumentaba la producción (buenas cosechas o innovaciones 
como el arado), el aumento inicial de la renta per cápita se 
veía automáticamente compensado, pues las familias 
aumentaban el número de hijos, haciendo que la renta o la 


producción per cápita apenas variase. Esta época se conoce 
como la «trampa malthusiana» en honor a Thomas Malthus, 
el economista que se dio cuenta de que el crecimiento de la 
población estaba en línea con los recursos disponibles. 

El punto de inflexión se produjo a finales del siglo xvm 
y, a partir de entonces, la renta per cápita empezó a 
aumentar. Entender qué aconteció y cómo se consiguió 
escapar de la trampa malthusiana es de las preguntas más 
importantes que han contestado los economistas. 

La explicación reside en la cantidad de avances 
científicos y tecnológicos que permitieron escapar de la 
trampa malthusiana que surgieron en ese momento y que 
tuvo su origen en el Reino Unido. En los años siguientes se 
propagó por todo el continente y acabó denominándose 
«revolución industrial». Estas nuevas tecnologías que 
usaban combustibles fósiles como energía transformaron 
completamente las industrias textiles, la energía o el 
transporte. Estos cambios tan profundos transformaron la 
economía que pasó de estar basada en la agricultura y la 
artesanía a otra impulsada por la industria y el comercio. 

Por lo tanto, se transitó de una economía donde el 
principal factor productivo era la mano de obra de los 
campesinos y artesanos a una nueva realidad económica en 
la que las máquinas impulsadas por energía se convirtieron 
en un factor de producción primordial. De igual forma, el 
conocimiento también se volvió acumulativo y se propagó 
mucho más rápidamente (gracias al comercio y a la mayor 
interacción entre comunidades), frente a todo el período 
previo a la revolución industrial, cuando el conocimiento se 
transmitía lentamente entre generaciones. 


El «palo de hockey» de la historia económica 
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Gracias a la revolución industrial, los tiempos y los 
costes de producción de la mayoría de los bienes se 
redujeron muchísimo. El nuevo modelo admitía mejoras 
continuas de la productividad que permitían ir aumentando 
la renta per cápita aunque la población creciera y escapar 
de la trampa malthusiana. Desde entonces, la sociedad ha 
vivido en un continuo cambio tecnológico, gracias al cual 
hemos podido mantener un crecimiento sostenido del 
bienestar, la prosperidad y de la renta per cápita. No 
obstante, esa forma de «palo de hockey» en aumento de la 
renta per cápita ha venido acompañado de otro en las 
emisiones de dióxido de carbono y otro más en la subida de 
la temperatura media del planeta. 
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Sabemos que los procesos de producción no solo están 
dentro de las economías, sino también de los ecosistemas. 
Necesitamos producir y consumir para vivir, pero al hacerlo 
generamos residuos, como las emisiones de dióxido de 
carbono que acaban en la atmósfera o los océanos. Y la 
evidencia científica mos dice que el planeta tiene una 


capacidad limitada para absorber todos estos residuos 
derivados de la actividad económica. 


Temperaturas en el hemisferio norte 
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Fuente: CORE. 


En otras palabras, cuando estamos produciendo o 
consumiendo con la mejor de nuestras intenciones, estamos 
generando un efecto negativo sobre el planeta, que no es 
capaz de absorber todas nuestras emisiones de COz. Esto 
hace que se acumulen cada vez más gases de efecto 
invernadero, y son precisamente estos gases los que están 
provocando el alza en la temperatura de la Tierra. 


EL PROCESO DE ACUMULACIÓN DE GASES EFECTO INVERNADERO 


Para entender el proceso de acumulación de gases de efecto 
invernadero causantes del cambio climático, tenemos que 
distinguir entre lo que es un flujo o el volumen de 
emisiones de CO durante un año y lo que es un stock o el 
nivel de CO2 que se ha ido acumulando durante el tiempo. 
La forma más sencilla de verlo es con el símil de la bañera 
que aparece en la siguiente figura. 


El símil de la bañera: stock vs flujo de CO, 
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Pero primero, y más importante, ¿qué es el stock, es 
decir, el agua dentro de la bañera que genera el cambio 
climático? 

El nivel de la bañera sube, pues el proceso natural de 
absorción (o reducción) natural del CO a través de los 
bosques o los océanos resulta bastante menor que las 
nuevas emisiones de CO. Es decir, está entrando más agua 
(CO) en la bañera de la que se consigue desaguar, pues la 
descomposición natural del CO2 es extremadamente lenta. 
Los científicos argumentan que dos terceras partes de todas 
las emisiones de CO2 emitidas desde la revolución 
industrial continuarán en la atmósfera (o en la bañera) 
dentro de cien años, y un tercio seguirá dentro de mil años. 

Resulta evidente que estamos sobrepasando con creces 
la capacidad del planeta para estabilizar los gases de efecto 
invernadero en la atmósfera, mientras que, durante los 
ochocientos mil años previos a la revolución industrial, el 
planeta sí fue capaz de absorber los gases de efecto 
invernadero emitidos. 

¿Cuáles son los canales a través de los cuales estamos 
emitiendo a la atmósfera gases de efecto invernadero como 
el dióxido de carbono? 


* Generación de energía. La mayor parte de la electricidad 


se genera quemando combustibles fósiles (petróleo, 
carbón y gas natural). Este proceso emite a la 
atmósfera gases de efecto invernadero como el dióxido 
de carbono y el óxido nitroso. Solo aproximadamente 
un cuarto de la electricidad generada viene de medios 
renovables, como el viento o el sol. 

* Tala de bosques. Cada año, doce millones de hectáreas 
de bosque son destruidas para construir granjas y 
pastos. Esto tiene un efecto negativo por dos razones: 
1) disminuye el número de árboles, que reducen las 
emisiones de dióxido de carbono al absorberlo y emitir 
oxígeno; 2) al cortar los árboles, todo el dióxido de 
carbono almacenado dentro de ellos es emitido. En 
total, la deforestación es responsable de un cuarto de 
las emisiones de gases de efecto invernadero. 

* Uso del transporte. La mayoría del transporte funciona 
quemando combustibles fósiles como el petróleo. Así 
pues, constituye uno de los mayores contribuidores a la 
emisión de gases de efecto invernadero, sobre todo 
dióxido de carbono. Además, el transporte representa 
casi una cuarta parte de las emisiones mundiales de 
dióxido de carbono relacionadas con la energía, y todo 
apunta a que se va a incrementar su consumo en los 
próximos años. 

+ Producción de alimentos. Es uno de los mayores 
causantes del cambio climático, dado que combina 
varios procesos que producen gases de efecto 
invernadero (como el dióxido de carbono y el metano): 
1) la deforestación para cultivos y crianza de animales; 
2) la digestión por parte de vacas y ovejas; 3) la 
producción y el uso de fertilizantes para cultivos, y 4) 
el consumo de energía para hacer funcionar los equipos 
agrícola o barcos de pesca. Y esto es excluyendo las 
emisiones producidas al distribuir y empaquetar la 
comida. 


LAS CONSECUENCIAS DEL CAMBIO CLIMÁTICO 


El efecto más claro del cambio climático es el incremento 
de la temperatura media de la Tierra. Esto hace que cada 
vez sea más frecuente alcanzar temperaturas extremas y 
que se produzcan olas de calor. Desde los ochenta, cada 
década ha sido más cálida que la anterior. No solo esto, 
sino que el cambio climático también altera la distribución 
geográfica del clima y los patrones de lluvia. Las principales 
consecuencias naturales y sociales son las siguientes. 


Consecuencias naturales 


Sequía e incendios forestales. La falta de lluvia y el 
incremento de la evaporación (debido a la subida de las 
temperaturas) llevan a largas y frecuentes sequías. Se prevé 
que, con el aumento de 3 *C en la temperatura media de la 
Tierra, las sequías van a ocurrir con el doble de frecuencia. 
Además, las pérdidas anuales por sequías en Europa 
aumentarían a 40.000 millones de euros al año. Las sequías 
también reducen los niveles de agua en los ríos y las aguas 
subterráneas, impiden el crecimiento de árboles y cultivos, 
aumentan los ataques de plagas y alimentan los incendios 
forestales. Así pues, si las sequías serán más frecuentes y 
severas, incrementarán la duración y gravedad de la 
temporada de incendios forestales, sobre todo en las zonas 
mediterráneas. Además, el cambio climático también está 
incrementando el número de zonas que corren riesgo de 
incendio, por lo que lugares que ahora no corren este tipo 
de peligro pueden llegar a tenerlo. 


Tormentas. A medida que aumentan las temperaturas, se 
evapora más humedad, provocando tormentas más 
destructivas, que se han vuelto más intensas y frecuentes en 
muchas regiones. La frecuencia y la intensidad de las 
tormentas tropicales también se ven afectadas por el 
calentamiento del océano, dado que ciclones, huracanes y 
tifones se alimentan de aguas cálidas en la superficie del 
océano. Estas tormentas suelen destruir hogares y 
comunidades, causando muertes y enormes pérdidas 


económicas. 


Disponibilidad de agua dulce. El cambio de los patrones 
de lluvia, el incremento de la evaporación y el 
derretimiento de los polos son consecuencia del cambio 
climático. Y todos estos factores afectan la disponibilidad 
del agua fresca. Dado que causan un descenso en la calidad 
del agua: 


* El incremento en la frecuencia de las sequías y de la 
temperatura llevan a la proliferación de algas y 
bacterias tóxicas en el agua. 

+ El aumento de los aguaceros (lluvias extremas 
repentinas) hacen que aguas residuales sucias penetren 
en las capas superficiales, contaminándolas. 

* La subida del nivel del mar hace que el agua salada 
llegue más lejos en las capas freáticas subterráneas, 
haciendo que dé lugar a una mayor intrusión de agua 
salada en las masas de agua dulce. 


Inundaciones. El incremento en las precipitaciones 
también es resultado del cambio climático. Esto puede 
llevar a inundaciones tanto fluviales (de ríos) como 
pluviales (cuando el agua de lluvia satura la capacidad del 
terreno para drenarla). Aunque las inundaciones no son 
poco comunes en Europa, el cambio climático va a 
incrementar la frecuencia con la que ocurrirán en los 
próximos años. Estos fenómenos pueden provocar muertes y 
causan pérdidas económicas y, al aumentar su frecuencia, 
estas catástrofes sucederán más a menudo. 


Subida del nivel del mar. El incremento de la temperatura 
provoca la expansión térmica del agua y el derretimiento de 
los polos, causando una subida del nivel del mar. A lo largo 
del siglo xx este ha ido aumentando, pero se ha acelerado 
en las últimas décadas. Y a la velocidad a la que se están 
derritiendo los polos, se prevé que, en Europa, va a haber 
un aumento de entre sesenta y ochenta centímetros en el 
nivel del mar para finales del siglo. 


Es más, un tercio de la población de la Unión Europea 
vive en un radio de cincuenta kilómetros desde la costa y 
estas zonas generan más del 30 por ciento del PIB total de 
la UE. Además, el valor económico de los bienes a 
quinientos metros de los mares de Europa está entre 
quinientos mil millones y un millón de millones de euros. 

Asimismo, la subida del nivel del mar aumenta el 
riesgo de inundación y erosión de la zona. Esto puede tener 
graves consecuencias para la gente, la infraestructura, los 
negocios y la naturaleza en estas áreas. 


Biodiversidad. El cambio climático está ocurriendo a un 
ritmo tan rápido que las plantas y animales no tienen 
tiempo para adaptarse y tienen que luchar para sobrevivir. 
Un millón de especies corren el riesgo de extinguirse en las 
próximas décadas. Los impactos directos que se pueden ver 
son cambios en el comportamiento y los ciclos de vida, en 
la abundancia y distribución de las especies, la composición 
de la comunidad, en la estructura del hábitat y en los 
procesos de los ecosistemas. 

También hay impactos indirectos, dado al cambio de 
uso que le damos a la tierra y otros recursos. Estos 
incluyen: fragmentación y pérdida del hábitat; 
sobreexplotación; contaminación del aire, agua y suelo, y 
propagación de especies invasoras. Estos impactos son 
todavía más graves, ya que ocurren a más velocidad y 
alteran la capacidad a la que los ecosistemas pueden 
adaptarse al cambio climático. 

Además, las consecuencias del cambio climático, como 
el aumento de la temperatura de la superficie del mar, la 
acidificación de los océanos y los cambios en las corrientes 
y patrones de viento, van a alterar significativamente la 
composición física y biológica de los océanos. 


Consecuencias sociales 


Salud. El cambio climático es una amenaza no solo para la 
salud humana, sino también para la de las plantas y 


animales. Aunque casi no crea nuevas amenazas sanitarias, 
hace que las existentes sean más graves y ocurran con más 
frecuencia. Así pues, el cambio climático es la mayor 
amenaza para la salud a la que se enfrenta la humanidad. 
Los factores ambientales acaban con la vida de alrededor de 
trece millones de personas al año. Algunas de las amenazas 
a causa del cambio climático incluyen: 


* expansión de enfermedades a causa del cambio en los 
patrones climáticos, 

* aumentos en la mortalidad relacionados con el calor del 
verano, 

* cambios en la distribución estacional de algunas especies 
de polen alergénico, 

* mayor riesgo de accidentes por eventos climáticos 
extremos, como inundaciones, incendios y tormentas, e 

* incremento en riesgos en relación con el cambio en la 
calidad del aire y el ozono. 


Todos estos efectos también dificultan que los sistemas 
de salud se mantengan al día. 


Pobreza y desplazamientos. El cambio climático 
incrementa los factores que ponen y mantienen a las 
personas en la pobreza. Por ejemplo, las inundaciones 
pueden arrasar con barrios marginales urbanos, 
destruyendo hogares. Además, el calor puede dificultar el 
trabajo al aire libre y la escasez de agua puede afectar los 
cultivos. Así pues, las personas que viven en áreas urbanas 
de bajos ingresos son las que están más expuestas a los 
impactos climáticos y tienen menos capacidad para 
enfrentarlos. En la última década (2010-2019), se estima 
que 23,1 millones de personas se han visto desplazadas por 
culpa de fenómenos relacionados con el clima, los cuales 
también han dejado a muchas otras personas vulnerables en 
la pobreza. La mayoría de los refugiados provienen de 
países que son más vulnerables y están menos preparados 
para adaptarse a los impactos del cambio climático. 


Escasez de comida. Los cambios en el clima y el 
incremento de los fenómenos meteorológicos extremos son 
una de las causas en el crecimiento global del hambre y la 
mala alimentación. Esto se debe a varias razones: 


* La pesca, los cultivos y el ganado pueden destruirse o 
volverse menos productivos. 

* Los recursos marinos que alimentan a miles de millones 
de personas están en riesgo, dado que el océano cada 
vez es más ácido. 

* Los cambios en la capa de nieve y hielo en muchas 
regiones del Ártico han interrumpido el suministro de 
alimentos provenientes del pastoreo, la caza y la pesca. 

+ El calor puede hacer que se evapore el agua y se 
reduzcan los pastizales para el pastoreo, lo que provoca 
una disminución del rendimiento de los cultivos y 
afecta al ganado. 


Ateniendo a los efectos potencialmente catastróficos 
que la crisis climática puede tener sobre la naturaleza y 
sobre la sociedad, parece evidente que este es el principal 
problema al que nos enfrentamos. Además, es un problema 
muy difícil de resolver por varios motivos: 


+ Por el efecto acumulativo de las emisiones. Para 
solucionarlo no es suficiente con estabilizar las 
emisiones anuales. 

+ Por la irreversibilidad del cambio climático. Gran parte 
de la cantidad de emisiones de CO ya emitidas no será 
posible eliminarlas y esto significa que nuestras 
acciones presentes seguirán teniendo efecto a largo 
plazo y sobre las generaciones futuras. 

+ Por la incertidumbre o las certezas sobre lo devastador 
de sus efectos. Existe unanimidad en la comunidad 
científica sobre la probabilidad de un escenario 
realmente catastrófico, pero no hay certezas de que 
este escenario ocurra. Solo sabemos que, cuantas más 
emisiones de CO2 generemos, mayor será el efecto 
sobre la temperatura y, por lo tanto, mayor será la 


probabilidad de que el escenario apocalíptico suceda. 

+ Por tratarse de un problema global que requiere 
coordinación internacional. Los gases de efecto 
invernadero no conocen fronteras. Desde cualquier 
parte que se generen acaban afectándonos a todos. 


EL PUNTO DE INFLEXIÓN O EL PUNTO DE NO RETORNO 


El simple hecho de que los efectos sobre el clima de los 
gases de efecto invernadero sean acumulativos genera una 
dinámica perniciosa que se va retroalimentando, generando 
un deterioro acelerado del medioambiente. En este sentido, 
los científicos han identificado un umbral de deterioro 
(medido como aumento de la temperatura del planeta) en 
el que ciertos cambios en el sistema climático de la Tierra 
se vuelven irreversibles o difíciles de revertir. Estos cambios 
pueden tener consecuencias graves y potencialmente 
catastróficas para el planeta y sus habitantes. 

Este punto se denomina punto de inflexión (tipping 
point) o punto de no retorno. Hay muchos puntos de 
inflexión potenciales que podrían alcanzarse a medida que 
el clima de la Tierra siga cambiando, como el deshielo de 
los casquetes polares, el colapso de las principales 
corrientes oceánicas y la pérdida de biodiversidad. 

El mejor ejemplo para explicar cómo los efectos sobre 
el clima se retroalimentan y pueden coger sendas dinámicas 
hacia la catástrofe climática se encuentra en el hielo en los 
casquetes polares. 

Hoy en día, todavía existe suficiente hielo de los polos 
como para que la radiación solar se refleje en el blanco del 
hielo y la nieve. Sin embargo, si la temperatura subiera de 
tal forma que una parte importante de los polos se fundiera 
en verano, la radiación solar incidiría en mar o en tierra, 
que ya no poseen la propiedad de reflejar la luz del sol, sino 
que la absorben. Es fácil entender que esto aceleraría el 
aumento de la temperatura de la Tierra, lo que a su vez 
provocaría que se derritan aún más los polos, generando un 
círculo vicioso de aumento de temperatura. 


En otras palabras, una vez sobrepasado ese punto, el 
proceso de deterioro se vuelve irreversible, pues se ha roto 
el equilibrio del clima que existía cuando los polos no se 
deshelaban en verano. 

Resulta evidente que la Tierra ya está experimentando 
cambios significativos como consecuencia de las actividades 
humanas, y que es necesario tomar medidas urgentes para 
reducir las emisiones de gases de efecto invernadero y 
mitigar los impactos del cambio climático. 

La política medioambiental debe velar más allá de 
costes y beneficios: tiene que asegurarse de que el punto de 
inflexión no se alcance. Ello obliga a una política 
medioambiental mucho más ambiciosa, que reduzca al 
máximo los riesgos de sobrepasar el umbral que nos llevaría 
al escenario catastrófico. El problema es que nos 
encontramos ya en el límite y, según los expertos, si la 
temperatura continúa subiendo hasta situarse 3,4 *C por 
encima de los niveles preindustriales, la probabilidad de 
una catástrofe económica provocada por el clima se sitúa en 
el entorno del 10 por ciento. 


Temperaturas 
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Temperaturas 
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Ausencia de 
hielo marino 
en verano 


Hielo marino 
extenso en 
verano 
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Hielo marino extenso en verano Ausencia de hielo marino en verano 


Fuente: CORE. 


La existencia de un punto de inflexión y la 
incertidumbre sobre lo cerca que podemos hallarnos de 
dicho punto nos debería llevar a ser mucho más ambiciosos 
a la hora de frenar las emisiones de CO a la atmósfera. 
Como generación, no nos perdonaríamos nunca ser los 


culpables de llevar al planeta a un punto de no retorno. 


EL CONFLICTO INTERGENERACIONAL DEL CAMBIO CLIMÁTICO 


La mayor complejidad proviene, no obstante, de que el 
planeta, sus recursos naturales y el medioambiente pueden 
considerarse bienes públicos y, en concreto, bienes públicos 
intergeneracionales, en la medida que su uso hoy limita su 
uso en el futuro. 

Si nosotros (la generación actual) usamos intensamente 
todas las energías contaminantes, podremos alcanzar un 
mayor nivel de crecimiento económico, pero hemos de ser 
consciente de que será a costa de las siguientes 
generaciones, que son las que van a sufrir las consecuencias 
negativas. 

En términos económicos, los efectos negativos se 
pueden resumir, en el mejor de los casos en un menor nivel 
de crecimiento por las consecuencias negativas sobre la 
salud de la población (y de los trabajadores), por la 
necesidad de dedicar recursos a frenar la destrucción o a 
reparar las infraestructuras dañadas, o los efectos negativos 
sobre la agricultura. 

En este debate surgen preguntas de todo tipo desde: 


+ cuestiones éticas sobre quién tiene los derechos a 
contaminar, la generación actual o las futuras 
generaciones; 

* cuestiones de eficiencia económica referentes a cuánto 
crecimiento (o consumo) presente deberíamos 
sacrificar a cambio de calidad medioambiental para 
que la disfruten tanto los jóvenes como las 
generaciones futuras; 

* cuestiones políticas: ¿está dispuesta la generación actual 
a un menor crecimiento, usando energías limpias 
mucho más caras, a cambio de dejar un mejor planeta 
a las futuras generaciones? 


¿Qué podemos hacer para frenar el calentamiento 


global? Normalmente se consideran dos tipos de políticas 
diseñadas para reducir los daños medioambientales 
(políticas de mitigación): 1) adopción de nuevas tecnologías 
menos contaminantes, y 2) la prohibición o limitación de 
actividades o sustancias que sean perjudiciales para el 
medioambiente. 

En algunos casos, limitar o prohibir determinadas 
actividades contaminantes supone un beneficio para todos. 
Se trata de políticas para frenar el calentamiento global en 
las que todos ganan, y sobre estas no hay ninguna 
justificación para que no se implementen. Entre estas 
políticas destacan las de eficiencia energética: 1) mejorar el 
aislamiento de edificios (casas y oficinas); 2) impulsar el 
transporte colectivo; 3) mejorar la eficiencia de los motores 
de los coches; 4) reemplazar las bombillas de filamento 
incandescente por bombillas LED, etcétera. Todas estas 
medidas no solo van a reducir las emisiones de CO2, sino 
que van a suponer un ahorro a largo plazo a las familias 
que les permitirá disponer de mayor renta para aumentar su 
nivel de consumo y ahorro. Por lo tanto, este tipo de 
medidas deberían llevarse a cabo sin ningún esfuerzo ni 
desgaste político. 

Desgraciadamente, estas medidas, en fase inicial de 
implementación en casi todos los países desarrollados, no 
van a ser suficientes para frenar el cambio climático. Por el 
contrario, la mayoría de las soluciones más efectivas 
implican la prohibición o limitación de actividades 
contaminantes y, en consecuencia, sí que suponen un 
sacrificio y un coste para implementarlas. Estas 
prohibiciones o limitaciones supondrían, por un lado, 
reducir las talas y evitar la conversión de bosques en tierras 
de pasto, la reforestación o el control de los fertilizantes y, 
por otro lado, el impulso de las energías limpias (que no 
emiten CO>), como la energía nuclear, la geotérmica, la 
energía solar, eólica, etcétera. Resulta evidente que todas 
estas energías son más caras que las actuales energías sucias 
(gas, petróleo, carbón y demás). 

La pregunta que se plantea entonces es cómo conseguir 


impulsar todas las medidas que realmente implican un coste 
económico. ¿Cómo conseguimos que se utilicen energías 
limpias, como las renovables, si las energías sucias son 
mucho más baratas?¿Cómo impulsamos la investigación y 
la innovación para que surjan nuevos desarrollos de fuentes 
de energía más sostenibles con el planeta? 


EL MEDIOAMBIENTE COMO UNA EXTERNALIDAD NEGATIVA 


Los economistas denominan externalidad negativa a todo 
tipo de efectos dañinos para la sociedad que se generan 
como consecuencia de realizar cualquier actividad de 
producción o consumo y que no están presentes en los 
costes de la actividad. El ejemplo típico de los libros de 
economía es el de una fábrica que vierte residuos en la 
parte alta de un río y son los pescadores del río abajo 
quienes sufren por el agua contaminada. La fábrica genera 
una externalidad negativa a la comunidad que vive río 
abajo, porque ese efecto dañino no está incluido en sus 
costes de producción. 

En el caso del medioambiente, la externalidad negativa 
aparece porque, al usar energías contaminantes (ya sea en 
el transporte de personas o mercancías, en la producción de 
bienes, etcétera), no existe una compensación por los 
efectos dañinos que esta actividad está generando sobre el 
planeta. 

Cuando esto sucede, se habla de un fallo de mercado, 
en la medida en que este no asigna los recursos de forma 
eficiente; y esa ineficiencia se origina porque en los costes 
de producción no se incluye uno que represente el daño 
sobre el medioambiente de realizar esa actividad. No 
contemplar ese coste en el total de la producción implica 
que este sea más elevado de lo que sería eficiente, y que, si 
se obligara a pagar para compensar por estos costes, 
seguramente se produciría menos. 

En el caso del medioambiente, el canal a través del 
cual este se daña (es decir, las emisiones de CO2 o los gases 
de efecto invernadero) está identificado. Pero no nos 


podemos conformar con una política voluntarista. Resulta 
más fácil fijar objetivos que cumplirlos. En la actualidad, 
alrededor del 85 por ciento de la energía industrial del 
mundo procede de combustibles fósiles. Conseguir un 
consumo de combustibles fósiles cercano a cero implica 
enormes cambios económicos. Exige modificar a gran escala 
la forma de generar y utilizar la energía. Y también 
requiere un aluvión sostenido de innovaciones para 
impulsar nuevas formas de energía más limpias y eficientes. 

La solución más limpia que hemos identificado los 
economistas es gravar de alguna forma las actividades que 
liberan CO», con los llamados impuestos al carbono (carbon 
tax). A la vez se han creado mercados de derechos de 
emisión, lo que significa que, en lugar de pagar un 
impuesto directo por cada emisión, se establece un mercado 
en el que, para emitir CO, primero tienes que comprar el 
derecho a hacerlo. La idea que subyace es «el que 
contamina, paga», con el objetivo de compensar los efectos 
negativos sobre el planeta. Está demostrado que, si 
consumidores y empresas tienen que pagar más por usar 
energías sucias, no solo reducirán su consumo, sino que 
además impulsarán el uso de las energías limpias (o 
renovables), que se vuelven más atractivas y, aún más 
importante, invertirán en I+D+i para el descubrimiento de 
nuevas fuentes de energía limpia. 

El argumento económico es bastante claro. Cuando hay 
obligación de pagar el coste social de las emisiones de CO», 
los productores tienen un incentivo para invertir en 
tecnologías bajas en CO. De este modo, un impuesto sobre 
los gases de efecto invernadero tiene un efecto similar al de 
una crisis en los precios de la energía. 

De nuevo, la historia nos ofrece el mejor ejemplo. Los 
jóvenes no vivieron la crisis del petróleo de la década de los 
setenta, cuando el barril de crudo alcanzó precios récord. 
Costaba alrededor de 1,8 dólares en 1972 y alcanzó 11,6 
dólares en 1974. Muchas de las tecnologías y energías 
limpias que utilizamos hoy en día son fruto de las 
innovaciones que se desarrollaron entonces en busca de 


alternativas a los combustibles fósiles, que eran tan caros, y 
en ese momento se pensaba que eran muy escasos. 

Si los efectos devastadores del cambio climático son 
tan evidentes y conocemos las soluciones ¿por qué no se 
frena el cambio climático? 


* Sabemos que el crecimiento con combustibles fósiles es 
el que está provocando el cambio climático a través de 
las emisiones de COz2 y, por lo tanto, que la única 
solución sostenible para detener el inexorable 
calentamiento del planeta reside en reducir estas 
emisiones. 

* Sabemos que el daño medioambiental es a todas luces 
una externalidad negativa. Existe un fallo de mercado, 
pues por sí solo no está incorporando este efecto 
devastador sobre el planeta y, por lo tanto, para 
resolver el problema se necesita intervención pública. 

* Conocemos la vía para impulsar el uso de las energías 
limpias y un uso más racional de la agricultura y 
cuidado de los bosques: la introducción de potentes 
impuestos al carbono o derechos de emisión más caros 
hoy para reducir el uso de las energías sucias e 
impulsar el descubrimiento y el uso de nuevas 
tecnologías limpias. 


El camino, por lo tanto, está marcado, pero la 
implementación política de la hoja de ruta se muestra una 
vez más muy complicada, por varios motivos: 


+ El efecto acumulativo de las emisiones hace que las 
emisiones de gases de efecto invernadero no provoquen 
un aumento instantáneo de la temperatura global, de la 
misma forma que su reducción tampoco produce un 
enfriamiento instantáneo. 

+ Por lo tanto, los efectos dañinos que se deberían 
compensar se trasladan a las generaciones futuras. Es 
decir, frenar el cambio climático implica sacrificar 
crecimiento hoy a cambio de un planeta habitable y 
con mayor crecimiento mañana. O, dicho de otra 


forma, se está pidiendo a los ciudadanos que paguen 
un precio más alto hoy por el uso de energías sucias 
para impulsar el uso de las energías limpias y el 
desarrollo de nuevas energías y que las futuras 
generaciones tengan un planeta más habitable. 

+ En este escenario, los esfuerzos políticos actuales 
tardarán décadas en producir efectos mensurables en la 
temperatura global, mientras que los costes asociados a 
esos esfuerzos se perciben de inmediato. 

* Se requiere coordinación a nivel internacional, pues las 
emisiones no conocen fronteras. 


Las empresas solo invertirán en el desarrollo de 
energías alternativas, que aún no son competitivas, en el 
caso de que el precio de las energías sucias se encarezca lo 
suficiente (por los impuestos al carbono) y durante un 
período de tiempo largo. 

Durante la crisis del petróleo del 74, por ejemplo, no 
solo el precio estaba altísimo, sino que además se pensaba 
que la cantidad era limitada y, en consecuencia, que su 
precio no pararía de subir hasta agotarse. Y es en este 
escenario, en el que el beneficio futuro de la innovación se 
percibe claramente, donde se encuentra el origen de la 
mayor parte de las innovaciones hacia energías alternativas 
que estamos disfrutando hoy. 

La innovación verde prosperará si el precio por emitir 
hoy COz2 es elevado, y la perspectiva más probable es que 
en el futuro siga creciendo. 

Este es el quid de la cuestión, donde todo falla y 
siempre por la misma razón: la demografía política. En este 
caso resulta incluso más dramático. ¿Estarán dispuestos los 
políticos a llevar a cabo las medidas necesarias para frenar 
el cambio climático que tendrán efectos negativos sobre los 
votantes actuales, a cambio de mejorar la vida de los 
jóvenes y las futuras generaciones? Hasta el momento, la 
respuesta ha sido NO. 

Los impuestos al carbono (o los mercados de 
emisiones) suponen transferir recursos del sector privado al 


Estado, lo que genera la oposición de muchas empresas. 
Además, el aumento de estos impuestos al carbono también 
puede contribuir a subir los precios al consumo, lo que 
enfada a los votantes y perjudica los márgenes 
empresariales y beneficios de las empresas, que son en 
muchos países quienes hacen donaciones a los partidos 
políticos. 

La suma de todos estos efectos debilita la voluntad de 
los políticos y vuelve poco creíble el suceso que los precios 
de las energías sucias vayan a permanecer altos mucho 
tiempo, lo que sería el incentivo necesario para que las 
empresas sustituyan las tecnologías sucias por tecnologías 
verdes o inviertan en I+D para descubrir nuevas fuentes de 
energía. 

La prueba de ello la encontramos en el año 2022. La 
invasión de Ucrania por parte de Rusia ha provocado un 
aumento muy significativo en el precio de la energía. Tan 
pronto como han subido los precios de los carburantes, el 
Gobierno ha introducido automáticamente un descuento de 
veinte céntimos por litro de gasolina o diésel. Una medida 
que no tiene ningún sentido si queremos impulsar las 
energías verdes, y más aún porque beneficia a los más ricos. 

A pesar de que sabemos el riesgo al que nos 
enfrentamos, acumulando cada año más emisiones de CO2 
en la atmósfera, llenando cada vez más la bañera, y 
conocedores de los efectos de acumulación y de que cada 
día nos acercamos más al peligroso punto de inflexión o de 
no retorno, cumbre tras cumbre climática no se llega a 
ningún compromiso mínimo para frenar el calentamiento y 
evitar el infierno climático. 

Cada día existe más probabilidad de que se produzca 
un apocalipsis climático y, a pesar de todo ello, no estamos 
dispuestos a asumir ningún coste. Nos negamos a reducir 
las emisiones de CO», encareciendo su utilización a través 
del impuesto a carbono. No debería sorprendernos: si no 
parece importarnos el bienestar de los jóvenes actuales, que 
al fin y al cabo son nuestros hijos o nietos, ¿cómo nos va a 
preocupar el de las generaciones que aún no han nacido? 
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¿CÓMO PODEMOS AYUDAR A LOS JÓVENES? (Y, 
POR ENDE, A NOSOTROS MISMOS) 


Las sociedades progresan y según todos los indicadores 
(esperanza de vida, mortalidad infantil, nivel de democracia, 


avances médicos, reducción de la pobreza absoluta, mejora en 
la renta per cápita) estamos mejor que antes. 


Es indudable que el mundo se encuentra mejor que antes. 
La sociedad progresa. Sin entrar en todos los detalles, a 
nivel mundial la evolución es clara: ha aumentado la 
esperanza de vida, se ha reducido la mortalidad infantil, ha 
disminuido el porcentaje de población que vive por debajo 
del umbral de pobreza, hay más gente viviendo en países 
democráticos, etcétera. 

España también ha mejorado mucho. El porcentaje de 
ciudadanos con al menos titulación secundaria superior ha 
aumentado del 9 al 57 por ciento desde el inicio del 
período democrático. La esperanza de vida ha pasado de los 
setenta y cinco a los ochenta y tres años. Se ha mejorado en 
derechos laborales, se han acortado las horas trabajadas. 
Aun estando lejos de la igualdad, la incorporación laboral 
de las mujeres ha aumentado considerablemente. En los 
noventa apenas participaba en el mercado laboral el 40 por 
ciento de las mujeres entre dieciséis y sesenta y cuatro años 
y hoy lo hace más del 70 por ciento. 

Las nuevas tecnologías han rebajado el coste de viajar 
al extranjero: en los noventa los viajes en avión eran 


prácticamente un lujo y ahora están generalizados. Además, 
el ocio, ya sea a través de las plataformas musicales, de 
series y televisión, o del libro electrónico, resulta ahora 
mucho más asequible que antes. 

Los avances tecnológicos también están permitiendo 
mejorar los tratamientos médicos, curar enfermedades, 
perfeccionar vacunas y prevenir enfermedades. Todo ello 
seguirá mejorando en los próximos años. 

Existen múltiples ejemplos que demuestran el gran 
progreso que ha experimentado la sociedad española en las 
últimas décadas. Una forma de medir el progreso es la renta 
per cápita, es decir, el nivel de producción por habitante. 
Desde el año 1980 la renta per cápita se ha multiplicado 
por diez. En otras palabras, la producción por habitante en 
España es hoy diez veces superior a la que había en los años 
ochenta. 


A PESAR DEL PROGRESO DE LA SOCIEDAD, LOS JÓVENES TIENEN CLAROS 
MOTIVOS PARA QUEJARSE 


¿Por qué se quejan los jóvenes, si estamos mejor que 
nunca? ¿Por qué debemos ayudarlos, si ellos tienen toda la 
vida por delante? La realidad es que no es oro todo lo que 
reluce. 

Primero: El crecimiento de la renta per cápita se ha 
reducido de forma drástica. El principal indicador para 
medir el progreso o el bienestar de una sociedad es la renta 
per cápita. En los años ochenta se multiplicó por 3,3; en los 
noventa, prácticamente por dos; desde el año 2000, apenas 
por 1,5. Y si lo analizamos desde 2008, la renta per cápita 
apenas se ha movido en catorce años. El principal indicador 
de prosperidad económica se ha ralentizado y las tasas de 
crecimiento en la renta per cápita que experimentaron los 
boomers y parte de la generación X ni están ni se las espera. 


PIB per cápita de España: 1946-2021 
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Una forma fácil de comparar la situación de los jóvenes 
de hoy con la de otras generaciones es ver qué ocurría con 
la renta per cápita cuando ellos lo eran. En la siguiente 
tabla vemos cómo cuando los boomers eran jóvenes (entre 
dieciocho y treinta años) la renta per cápita subió un 645 
por ciento, es decir, se multiplicó por siete. Cuando la 
generación X era joven, la renta per cápita subió un 130 por 
ciento, es decir, se multiplicó por dos. Pero, cuando los 
millennials eran jóvenes, la renta per cápita apenas subió un 
10 por ciento, es decir, permaneció prácticamente igual. Y, 
aunque los Z aún no han alcanzado la mayoría de edad, en 
lo que llevan de vida la renta per cápita no ha cambiado un 
ápice. 


Tasa de crecimiento de la renta per cápita cuando cada 
generación era joven 
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Segundo: No solo la economía crece cada vez menos 
en términos per cápita, sino que el reparto de ese menor 
crecimiento se hace de una forma cada vez más injusta 
entre generaciones. Es decir, no solo la tarta crece cada vez 
menos, sino que el porcentaje de esa tarta que les 
corresponde a los jóvenes es cada vez más pequeño. 


Esto ocurre tanto con las transferencias del sector 
público, donde el aumento del gasto ha ido dirigido a 
programas basados en la edad y los programas que más 
benefician a los jóvenes cada vez representan un menor 
porcentaje, mientras que los destinados a los mayores 
siguen aumentando en tamaño y generosidad, como en el 
sector privado, donde los salarios de los jóvenes han 
crecido menos que los de la economía. A modo de 
comparación, vemos cómo los salarios medios de los 
jóvenes son ahora incluso más bajos que las pensiones 
medias. O pensemos en el mercado inmobiliario, donde 
hemos visto como el acceso a la vivienda de los jóvenes, ya 
sea en régimen de alquiler o compra, es ahora mucho más 
difícil que en tiempos de sus padres. 

Tercero: Los nacidos en los sesenta y setenta también 
se han beneficiado de un entorno fiscal mucho más 
ventajoso. Con una población joven y pocos pensionistas a 
los que mantener, la presión fiscal era del 25 por ciento, 
casi trece puntos inferior a la actual, y la deuda pública era 
del 40 por ciento, casi setenta puntos inferior a la actual. Al 
mismo tiempo, estas generaciones se han podido beneficiar 
de un sistema de pensiones mucho más generoso, que 
permitía jubilaciones anticipadas e incluso prejubilaciones 
para los menores de sesenta años. En los setenta, los 
trabajadores se jubilaban por encima de los sesenta y cinco 
años, mientras que en los ochenta y noventa la edad 
efectiva de jubilación se situó en el entorno de los sesenta 
años; ahora está en los sesenta y cuatro años, y con 
tendencia al alza. 

No es fácil predecir qué ocurrirá en el futuro, pero 
difícilmente volveremos a ver tasas de crecimiento de la 
renta per cápita tan elevadas como las que disfrutaron los 
boomers cuando eran jóvenes. Los nacidos en este siglo 
tienen la pirámide poblacional invertida, con pocos jóvenes 
en la base y muchos mayores en la punta, y esto hará que 
no puedan acceder a unas pensiones tan generosas como 
sus padres; al mismo tiempo, lo más probable es que la 
edad de jubilación siga creciendo en paralelo al aumento de 


la esperanza de vida. Los jóvenes de hoy tienen además una 
mayor carga fiscal y unas obligaciones de pago vía deuda 
pública muy superiores a las que tenían los mayores. 

Cuarto: Los jóvenes viven en una crisis económica 
continua. Desde 1978 hasta el año 2008, la economía 
española experimentó una única crisis. En todo ese período, 
solo en el año 1993 decreció la economía. Como se puede 
observar en el gráfico, esto corresponde a una crisis cada 
quince años. En el año 2008, con el inicio de la crisis 
financiera internacional, España sufrió la peor en ochenta 
años, la llamada Gran Recesión. Una crisis tan profunda que 
la economía española ha tardado diez años en reemplazar 
un sector sobredimensionado como era el de la 
construcción con el crecimiento de otros sectores, y 
recuperar lo que se producía antes de que llegase. Apenas 
unos años después de haber recuperado la actividad, la peor 
pandemia en siglos obligó a parar la actividad económica 
para evitar la propagación del virus, y España volvió a 
entrar en recesión. Y cuando estábamos recobrando la 
normalidad tras la pandemia, nos ha impactado la guerra 
de Rusia, con el consiguiente aumento de los precios de la 
energía. Y nos hemos vuelto a colocar al borde de una 
nueva recesión. Esto quiere decir que los jóvenes que han 
nacido después de 2008 solo han vivido en crisis 
económica. Diversos estudios muestran que sus efectos en 
los jóvenes dejan secuelas de largo plazo, los llamados 
«efectos cicatriz de las recesiones». Ya es raro empezar la 
etapa laboral justo cuando una economía está en crisis; es 
lo que le pasó a Nacho, que acabó la universidad cuando 
estalló la crisis del año 1993. Pero los jóvenes que hoy 
tienen treinta años no han hecho otra cosa que encadenar 
una crisis tras otra desde que se incorporaron al mercado 
laboral. 


Crecimiento del PIB 
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Quinto: Para los jóvenes actuales la crisis climática es 
una realidad y un motivo de preocupación y ansiedad ante 
la impotencia para cambiar las cosas. Para los jóvenes de 
los noventa la degradación del planeta era una posibilidad 
remota que se veía solo en el cine, en películas como Blade 
Runner o Mad Max, que pintaban un futuro distópico, pero 
lo bastante lejano como para que nadie se preocupara. Para 
los jóvenes actuales, es, sin lugar a duda, una posibilidad 
real. 

Sexto: Además de la crisis climática, los jóvenes se van 
a enfrentar con otros dos retos globales: el envejecimiento y 
el cambio tecnológico, cuyos efectos económicos ya hemos 
tratado. El primero va a provocar que la demografía 
política priorice el uso de los recursos públicos hacia los 
mayores; el segundo los va a obligar a estar activos y 
formándose a lo largo de toda su vida laboral. Para ellos, la 
formación y la educación serán más importantes que nunca. 
Deberán tener un ojo pendiente de las habilidades que 
demandan las empresas y el otro en aquellas tareas que 
sean más difíciles de realizar por la tecnología para evitar 
ser reemplazados por ella. A diferencia de otras 
generaciones previas, donde las jubilaciones anticipadas y 
las prejubilaciones ayudaron a muchos trabajadores a 
abandonar el mercado laboral prematuramente cuando el 
avance tecnológico los expulsó del mercado, el 
envejecimiento poblacional hará esta vía financieramente 
inviable. Este es un motivo adicional por el cual la 
formación y el reciclaje profesional serán una constante en 


la vida de los jóvenes. 

Séptimo: La edad de emancipación de los jóvenes se 
ha retrasado, y esto es algo que, salvo contadas 
excepciones, no sucede por elección sino por imposibilidad 
de independizarse. Todos los jóvenes se quieren emancipar 
lo antes posible, tan pronto como consiguen independencia 
económica. Si ahora se está retrasando con respecto a 
cuando lo hacían las generaciones anteriores es porque las 
condiciones se han endurecido. En comparación con los 
años ochenta, la edad de emancipación se ha retrasado 
cerca de cinco años y seguirá retrasándose, si no se diseña 
ninguna política que facilite el acceso a la vivienda y ayude 
a las familias, ante esta sucesión de crisis económicas que 
estamos viviendo. 

Por último, los jóvenes, al ser cada vez menos en 
número, no pueden ayudarse a sí mismos apoyando 
electoralmente a los políticos que les ofrecieran políticas 
que los favorezcan. Esto es algo que sí han podido hacer los 
boomers (tras el fin de la dictadura) y la generación X. 


Entonces, ¿cómo contrarrestar la demografía política, que 
hace que los jóvenes cada vez sean menos relevantes para 
los políticos? 


EL PUNTO DE PARTIDA: LOS JÓVENES DEBEN SER CONSCIENTES DE LO 
QUE PASA 


Este es uno de los objetivos de este libro, hacer ver a los 
jóvenes cuál es la situación. El desarrollo personal y 
profesional de una persona depende del esfuerzo o el 
empeño de cada uno, pero también de factores externos. 
Cuando la desigualdad o la situación personal se debe al 
esfuerzo de uno mismo es positiva, pues genera los 
incentivos adecuados. Pero, cuando la desigualdad está 
provocada por la falta de igualdad de oportunidades o por 
factores externos que caen fuera de la responsabilidad 
individual, es negativa. En este libro, se ha puesto de 


relieve cómo la demografía política está jugando en contra 
de los jóvenes, pues están fuera de las agendas para ganar 
las elecciones. Prácticamente nada de lo que se hace los 
beneficia y es importante que, al menos, este libro sirva 
para dotarlos de argumentos que los ayuden a desmontar 
algunos de los mitos que se escuchan sobre ellos. Que si 
«son unos quejicas», que si «están sobreprotegidos», que si 
«son débiles», que si «otras generaciones cuando eran 
jóvenes lo tenían más difícil», que si «se lo hemos puesto 
muy fácil y aún se quejan». Creemos que hemos ofrecido 
argumentos y datos más que suficientes para desmontar 
todas estas afirmaciones que los jóvenes, a pesar del atraco 
al que se ven sometidos, tienen que escuchar en tertulias, 
debates, aulas, etcétera. 


La generación boomer y la X deben empatizar con los jóvenes 


También es importante concienciar a las generaciones 
actuales sobre el «atraco» injusto que están sufriendo los 
jóvenes. Los jóvenes tienen una situación complicada, 
donde la economía está en crisis continua; la renta per 
cápita, que es el principal indicador de progreso, se ha 
ralentizado, y la demografía política hace que nada en el 
país, desde los programas públicos hasta el mercado laboral 
o de vivienda, los tenga en cuenta. Urge empatizar con los 
jóvenes para, de una forma o de otra, tenerlos en cuenta a 
la hora de emitir nuestro voto. Si los adultos y ancianos de 
hoy no se hacen cargo de la situación, la política no 
ayudará a los jóvenes. Los partidos responden a la lógica 
electoral y la demografía política está en su contra. Si las 
generaciones más numerosas de mayores, desde su 
situación de privilegio, no miran más allá de lo que las 
beneficia a ellas y no tratan de internalizar los deseos de los 
jóvenes, los políticos ansiosos por ganar las elecciones 
ofrecerán programas electorales con menor grado de 
equidad intergeneracional. 


Los jóvenes son minoría: en las próximas elecciones generales 
del año 2023, los menores de treinta años que podrían votar son 


5,8 millones, mientras que los votantes mayores de sesenta y 
cuatro años son potencialmente 9,4 millones. 


Aunque voten al ciento por ciento, los jóvenes menores 
de treinta años solo representarán el 15 por ciento del 
electorado en las próximas elecciones de 2023. En los 
noventa era justo al revés, había nueve millones de 
potenciales votantes jóvenes (entre dieciocho y treinta 
años) y 5,9 millones de mayores de sesenta y cuatro. Y en 
los ochenta eran 7,4 millones de jóvenes y 4,7 millones de 
mayores. Si fuera una guerra entre generaciones, los 
jóvenes ya la habrían perdido (en las urnas). 

A diferencia de lo que pasaba hace unas décadas, 
aunque todos los jóvenes estén dispuestos a votar medidas 
que les favorezcan, son irrelevantes electoralmente y 
ningún partido se las va a ofrecer. Ellos solos no pueden, no 
suman. Han perdido la fuerza política que les otorgaban los 
números y que está acompañando a los boomers y Gen X 
durante toda su vida. 

No son solo números, también está el hecho de que los 
mayores tienen una agenda política mucho más 
concentrada y fácil de satisfacer por los políticos que los 
jóvenes. Basta con ofrecerles más transferencias hacia la 
edad y no elevar los impuestos. Se «comen» así todo el 
espacio que necesitan los jóvenes. Por lo tanto, desde esta 
situación de privilegio en relación con los jóvenes, deberían 
intentar cambiar de actitud hacia ellos. 


Menos ayudas dentro de la propia familia y más oportunidades 
para crecer 


Los mayores deben tratar al conjunto de los jóvenes, en 
general, de la misma forma que si fueran sus propios hijos. 
Deberían votar igual que un padre que intenta darles la 
mejor educación posible para que se puedan emancipar con 


garantías y disfrutar de un futuro mejor. Solo así, 
internalizando en el voto los problemas de los jóvenes y 
exigiendo a los políticos medidas y programas para 
resolverlos, incluso priorizándolos sobre su propia pensión, 
conseguiremos mejorar la situación y que se recupere la 
justicia intergeneracional. 

Cuando se decidió subir todas las pensiones con el IPC, 
incluso las más altas, a pesar de que la inflación estaba 
disparada en el 8,5 por ciento, en cualquier hogar al hablar 
con un abuelo con pensión máxima podría surgir el 
siguiente comentario: 

—No tiene sentido que te suban la pensión unos 
trescientos euros al mes cuando tu hija gana la mitad que tú 
y tus dos nietas van a un colegio público al que buena falta 
le haría que le aumentaran el presupuesto. 

Seguramente el abuelo miraría a su hija y le diría: 

—No te preocupes: que me suban la pensión, que luego 
yo ya te compensaré. 

Aquí radica el problema, pues no todos los jóvenes 
tienen abuelos con pensión máxima que los puedan ayudar 
y, además, es más eficiente que la distribución de los 
recursos se haga atendiendo a la justicia intergeneracional. 

¿Por qué ocurre esto? ¿Por qué nos negamos a que el 
estado del bienestar se diseñe como lo haríamos si fuéramos 
una familia? 

Supongo que hay un argumento de egoísmo personal, 
que lleva a mirar primero por el interés propio antes de 
tener en cuenta el bien general. También puede haber un 
argumento de desconfianza hacia las instituciones o el 
Gobierno, en el sentido de que desconfíen de que estos 
recursos dedicados a la revalorización de las pensiones 
puedan tener un uso mejor o más eficiente. A este respecto, 
el indicador que elabora la OCDE sobre la confianza en el 
Gobierno y que recoge el porcentaje de personas que 
declaran tener confianza, en España apenas llega al 35 por 
ciento, muy por debajo de otros países similares. 


Indicador de confianza en el Gobierno (2021) 
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AUMENTAR EL ALTAVOZ POLÍTICO DE LOS JÓVENES 


Hay que incentivar a los políticos a mirar en el largo plazo. 
La demografía política o las tendencias demográficas han 
debilitado y van a seguir debilitando aún más la voz 
política de los jóvenes. Estos han pasado de ser un bloque 
electoral fundamental al inicio de la democracia a uno 
periférico. Es muy probable que las generaciones futuras, 
desalentadas por la pérdida de influencia en unas 
elecciones, no consigan adoptar el hábito del voto. La 
participación electoral de los jóvenes ya es 
tradicionalmente baja, pero esta disminuirá aún más. 

El hecho de que cada vez se tengan menos en cuenta 
sus preferencias en los procesos electorales es un grave 
problema. Por un lado, les genera menos incentivos para ir 
a votar y la caída de su participación debilitará la 
legitimidad de los gobiernos elegidos. Por otro lado, que 
solo se escuche la voz de los mayores en las elecciones 
provoca que la política se vuelva cada vez más cortoplacista 
y los políticos se centren solo en satisfacer a los mayores, en 
la inmediatez. Por esto es fundamental que la democracia 
dé voz a las generaciones futuras o a los jóvenes. 


Aumentar el peso de los jóvenes en las elecciones 


Un modo de conseguirlo sería estableciendo el voto 
obligatorio. Investigadores que se preocupan por el futuro 
de la democracia han buscado formas de conseguir que más 
jóvenes voten. La más obvia sería hacer obligatorio el voto, 
como ocurre en Australia, Bélgica, Brasil y muchos otros 
países. Barack Obama ha afirmado que esa medida sería 
«transformadora» para Estados Unidos, ya que potenciaría 
la voz de los jóvenes y los pobres. Una medida así podría 
impulsar la voz de los jóvenes en el corto plazo, pero para 
afianzarla es necesario que los jóvenes vean que su 
participación es útil y que son tenidos en cuenta por los 
políticos. 

También se podría bajar la edad de voto a los 
dieciséis años. Es evidente que, si se baja la edad de voto a 
los dieciséis años, el porcentaje de votantes jóvenes 
potenciales en unas elecciones aumenta. Concretamente, si 
en las próximas elecciones de 2023 la edad legal para votar 
fuera de dieciséis años, un millón de nuevos jóvenes 
podrían votar. Y el porcentaje de jóvenes menores de 
treinta sobre el total del electorado pasaría del 22 al 23,5 
por ciento. 

Al igual que sucede en España, en la mayoría de los 
países la edad de voto son los dieciocho años. Austria es el 
único país europeo que permite a los jóvenes de dieciséis y 
diecisiete años votar en todo el país. Sorprende que en las 
primeras elecciones después de bajar la edad de voto, los 
nuevos votantes (de dieciséis y diecisiete años) tuvieron 
una mayor participación que los jóvenes de dieciocho a 
veinte. En otros países se empieza a dejar participar a los 
jóvenes de dieciséis y diecisiete años en algunos 
referéndums o elecciones locales. 

¿Cuál debería ser la edad mínima para votar? Algunos 
sostienen que los jóvenes de dieciséis y diecisiete años son 
aún muy inmaduros para poder votar con criterio. Pero, si 
un joven tiene capacidad para poder decidir si quiere 
trabajar o casarse a los dieciséis años, parece razonable que 


también tenga capacidad para participar en unas 
elecciones. Es evidente que si la edad de voto fueran los 
dieciséis años, se reforzaría la voz de los jóvenes y señalaría 
que sus opiniones importan. Además, votar a los dieciséis 
años facilitaría la iniciación de los jóvenes en la vida cívica 
y los ayudaría a ser mejores ciudadanos. Sobre todo, al 
darles esa responsabilidad, conseguiríamos un mayor 
compromiso con la democracia, que revertiría en un 
aumento en la participación electoral de los jóvenes. 

Dar más peso al voto de las madres con hijos. Otra 
forma novedosa de que las políticas que más benefician a 
los jóvenes o las generaciones futuras tuvieran más apoyo 
en las elecciones sería que las madres con hijos menores (de 
edad inferior a la edad legal de voto) pudieran ejercer su 
voto y el de sus hijos. De esta forma indirecta se 
conseguiría introducir las preferencias de los más jóvenes 
en la arena política. El argumento principal en defensa de 
esta propuesta es que diversos estudios encuentran que las 
madres con hijos menores son más proclives a apoyar 
medidas que favorecen a los más jóvenes, como, por 
ejemplo, la educación. 


Crear nuevas instituciones independientes que velen por los 
intereses de los jóvenes 


Para amplificar la voz de los más jóvenes, se pueden crear 
nuevas instituciones independientes que velen por su 
bienestar. Estas instituciones tendrían por mandato evaluar 
en qué medida las políticas aprobadas en cada momento 
pueden estar comprometiendo o afectando negativamente 
al futuro de los jóvenes. Muchas de las decisiones que se 
toman hoy en día afectan a los jóvenes sin que estén 
presentes cuando se deciden medidas determinantes para su 
futuro. Tenemos muchos ejemplos: 


* Cuando un gasto público se financia emitiendo deuda 
pública, se está difiriendo a los jóvenes el pago de una 
parte importante de esa deuda. 


* Cuando se vota en referéndum la salida de la Unión 
Europea (Brexit), se limitan las oportunidades de los 
jóvenes de vivir y trabajar en Europa. 

* Cuando se reforman las pensiones, son los jóvenes los 
que han de pagar las pensiones del futuro. 

* Cuando se reforman las leyes de educación, son los 
jóvenes los que tendrán que competir en el mercado de 
trabajo global con esa formación. 

* Cuando se retrasan las acciones para frenar el cambio 
climático, son los jóvenes los que estarán vivos en el 
planeta del futuro. 


Y así muchas otras cuestiones. Por lo tanto, una 
institución independiente que velara por el bienestar de los 
jóvenes, lo que es equivalente a preocuparse por el largo 
plazo, es posible que consiguiera amplificar la voz de los 
jóvenes y atenuar los problemas del cortoplacismo político. 
Algunos países están empezando a crear estas instituciones. 
En el año 2015, la Asamblea Nacional de Gales aprobó la 
Ley para el Bienestar de las Generaciones Futuras (Well- 
being of Future Generations Act). También se creó el 
Comisionado para las Generaciones Futuras de Gales, como 
órgano encargado de supervisar y auditar que las 
administraciones públicas orienten sus políticas teniendo en 
cuenta a los jóvenes y velando por la sostenibilidad. Existen 
otros ejemplos, como el Guardián de las Generaciones 
futuras de Malta o el Comité para el Futuro de Finlandia. 

En España esta institución por el bienestar de las 
generaciones futuras, encargada de analizar toda la política 
económica con una perspectiva intergeneracional, podría 
estar presente también en la Comisión del Pacto de Toledo 
del Parlamento, donde se buscan acuerdos para reformar las 
pensiones; de esta forma al menos se escucharía la voz de 
los jóvenes, que son quienes tendrán que pagar las 
pensiones que allí se están decidiendo. 


INTRODUCIR TRES REGLAS FISCALES EN FAVOR DE LA EQUIDAD 
INTERGENERACIONAL 


La situación fiscal en España es muy complicada. En primer 
lugar, España tiene un déficit estructural próximo al 4 por 
ciento y una deuda pública en el 115 por ciento. En 
segundo lugar, el sistema de pensiones no se ha adaptado a 
la longevidad creciente en el tiempo, lo que va a generar 
que el gasto en pensiones se sitúe muy por encima del 16 
por ciento en 2050. En tercer lugar, la Autoridad 
Independiente de Responsabilidad Fiscal (AIReF) advierte 
en su informe de marzo de 2023 que los gastos en sanidad y 
en dependencia van a aumentar en más de 2 puntos de PIB 
en las próximas décadas debido al envejecimiento y que el 
gasto en intereses se irá incrementando gradual y 
sostenidamente desde el 2,2 por ciento del PIB actual al 5,1 
por ciento en 2050 debido a la elevada deuda. Ante este 
panorama de incremento de gastos, no va a resultar nada 
fácil liberar recursos para financiar las políticas que 
benefician a los jóvenes. Y, por lo tanto, para evitar que se 
degrade aún más la equidad intergeneracional se deberían 
aprobar reglas fiscales que puedan contrarrestar la fuerza 
de la demografía política. 


Regla 1. Pagar lo que nos corresponde o déficit estructural cero 


El gasto público en España está fuertemente desequilibrado 
hacia la edad. Por si no fuera suficiente, cada año, 
aproximadamente cuatro puntos de PIB que correspondería 
pagar se transfieren al futuro, emitiendo deuda pública. 
Estos cuatro puntos de PIB corresponden al nivel del déficit 
estructural. Por lo tanto, la primera regla sería eliminar el 
déficit estructural, lo que implica que se tiene que pagar lo 
que corresponde al gasto realizado. Y para ello habrá que, o 
bien reducir algunos programas del estado del bienestar, o 
bien aumentar los ingresos públicos. El nivel de deuda 
pública se encuentra ya en niveles históricamente elevados, 
superando el 115 por ciento del PIB. Sea como fuere, el 
déficit estructural debe ser eliminado. Si llega una 
pandemia, otra crisis o los efectos de una guerra, se puede 
admitir tener déficit, pero no resulta equitativo que 


también haya déficit cuando la economía se encuentra en 
pleno funcionamiento. Este déficit estructural significa que 
no estamos recaudando lo suficiente para los gastos que 
realizamos y estamos transfiriendo a las generaciones del 
futuro el pago de estos gastos. 


Regla 2. Establecer una norma fiscal intergeneracional: por 
cada euro adicional que se gaste en los mayores debe ir otro 
euro adicional para los jóvenes 


La demografía política está generando incentivos 
electorales para proponer gastos que benefician a los 
votantes mayores, olvidándose de aquellas inversiones que 
muestran sus beneficios a más largo plazo, o de aquellos 
que benefician a los jóvenes. 

Para contrarrestar este efecto perverso, resulta 
necesario establecer una regla fiscal intergeneracional, que 
regule automáticamente la asignación del gasto público. Se 
podrían diseñar configuraciones diferentes de esta regla, 
pero la más sencilla sería establecer que por cada euro 
adicional asignado a los programas de gasto público que se 
dirigen principalmente a las personas mayores, debería 
asignarse un euro adicional a los programas de gasto 
dirigidos a los jóvenes. Y por supuesto estos recursos no 
pueden financiarse con deuda pública. No tiene sentido 
invertir en medidas que favorezcan a los jóvenes si se hace 
a costa de que se las paguen ellos mismos, pasándoles la 
factura al futuro a través de la deuda pública. Y, cuando 
hablamos de políticas que favorecen a los jóvenes, lo 
hacemos en un sentido amplio, es decir, entran ahí 
educación, políticas activas, I+D+i, infraestructuras 
estratégicas, medidas para frenar el cambio climático, para 
luchar contra la pobreza infantil, etcétera. 

Una regla como esta ofrece muchas ventajas: 

Primero: Ayudaría a reconfigurar el gasto fiscal en 
favor de los jóvenes, actuando sobre los flujos de gasto 
futuros. Claramente constituiría un contrapeso a la 
dinámica demográfica actual que, al incrementarse el 


número de personas mayores, tiene que aumentar 
automáticamente el gasto en programas asociados a la 
edad, como las pensiones, la asistencia sanitaria y la 
dependencia. 

Segundo: Aumenta el coste de oportunidad de las 
ayudas electorales a las personas mayores. Como no se 
pueden financiar con deuda, y por cada euro que quisieran 
gastar en los mayores tendrían que gastar el equivalente a 
los jóvenes, cada euro comprometido en la elección a los 
mayores les costaría el doble. Y esto obligaría a, o bien una 
subida de impuestos (políticamente muy costosa), o una 
reducción (aún más dolorosa) del gasto público existente. 
Resultaría interesante analizar el efecto de esta regla en los 
programas electorales de los diferentes partidos políticos en 
las próximas elecciones. Aquí vamos a ver qué hubiera 
ocurrido en los Presupuestos Generales del Estado (PGE) 
para el año 2023. 

Los PGE del año 2023 aumentan el gasto en protección 
social en 26.000 millones respecto al gasto en 2022. Pues 
bien, 20.000 millones de los 26.000, el 77 por ciento, va a 
pensiones. Mientras que la partida de fomento del empleo 
aumenta en 400 millones, la de vivienda se incrementa en 
200, las becas en 300 y la partida de cultura en 300. En 
otras palabras, se han destinado 20.000 millones 
adicionales a las pensiones y, tan solo, 1.200 millones 
adicionales a partidas que benefician a los jóvenes: por 
cada 16,5 euros adicionales del presupuesto que han ido a 
los mayores (vía pensiones) tan solo uno adicional ha ido a 
los jóvenes. Si tuviéramos esta regla intergeneracional, para 
poder destinar 20.000 millones adicionales a las pensiones, 
se hubieran tenido que destinar otros 20.000 millones a 
políticas para los jóvenes. Y, como no se puede emitir 
deuda pública, o bien hubieran aumentado los ingresos, o 
se hubiera repartido el incremento de gasto a partes iguales 
entre políticas para jóvenes y pensiones. 

Tercero: Las partidas que benefician a los jóvenes se 
habrían visto significativamente ampliadas. Y el gasto 
público se trasladaría a programas favorables a los jóvenes, 


como guarderías, escuelas, universidades, investigación y 
formación o lucha contra el cambio climático o contra la 
pobreza infantil. Todas ellas pueden tener un impacto 
positivo en el crecimiento económico a medio plazo, en 
contraposición al gasto asistencial. 

Por último: Con esta regla se introducirían los 
incentivos adecuados para adaptar el sistema de pensiones 
a la nueva demografía, donde la longevidad no para de 
aumentar. 

Lamentablemente, ningún partido defenderá 
espontáneamente esa regla fiscal intergeneracional. La 
demografía política no lo hace atractivo de cara a unas 
elecciones: mejor dar a los mayores que a los jóvenes. Las 
elecciones las deciden los mayores, no los jóvenes. Luego, a 
menos que sean los adultos y los mayores —los baby 
boomers y la generación X— los que nos demos cuenta de 
que el futuro de nuestra juventud podría ser peor que el 
presente, no se conseguirá introducir una regla como esta. 


Regla 3. Que el plan europeo Next Generation sea realmente 
para mejorar la vida de la siguiente generación 


El plan de recuperación Next Generation EU se presenta 
como una oportunidad única para salir más fuertes de la 
pandemia, transformar nuestra economía y crear 
oportunidades y trabajos para esa Europa en la que 
queremos vivir. Constituye el mayor paquete de estímulo 
jamás financiado y aspira a conseguir una Europa más 
ecológica, más digital y más resiliente. A España le 
corresponden 140.000 millones de euros en transferencias y 
créditos en el período 2021-2026. Este plan y otros 
similares pueden servir para invertir de verdad en 
programas de gasto, teniendo en cuenta a las futuras 
generaciones. Veremos cómo se implementa, pero sería 
muy triste que al final los recursos se destinen a otras 
medidas y las futuras generaciones solo aparezcan en el 
nombre del plan. En este sentido, no podemos ser 
optimistas. Por ejemplo, la reforma de las pensiones 


mencionada anteriormente, que va en contra del bienestar 
de los jóvenes, bien merecería que el plan se denominase 
Old Generation. 


Fuente: Mar Conde. 


Los JÓVENES SIEMPRE PUEDEN «VOTAR CON LOS PIES» Y LARGARSE A 
OTRO PAÍS 


¿Por qué es importante para todos que las demandas de los 
jóvenes sean escuchadas por los políticos? 

Porque si no les ofrecemos un futuro y les demostramos 
que también cuentan, siempre van a tener la posibilidad de 
«votar con los pies» y marcharse a trabajar a otro país. Los 
jóvenes se encuentran más preparados que las generaciones 
anteriores para establecerse y trabajar en otro país. Por 
muchos motivos. En primer lugar, el porcentaje de jóvenes 
que conoce otros idiomas es muy superior ahora que antes. 
Muchos han podido viajar ya al extranjero de manera 
temporal gracias al abaratamiento de los medios de 
transporte. Estos jóvenes son además la primera generación 
realmente global, sus aficiones son mucho más homogéneas 
a nivel internacional ahora que antes, y por lo tanto se van 
a adaptar con mucha mayor facilidad a estos nuevos 
entornos, pues, a fin de cuentas, van a ser muy similares a 
lo que viven aquí. Las nuevas tecnologías les permiten 
además mantener el contacto con sus seres queridos de una 
forma mucho más fácil. Ahora se puede viajar en avión 
para un fin de semana a precios asequibles o mantener una 
conversación con vídeo a unos costes inimaginables hace 
unas décadas. 

La conclusión es clara. Si al final no nos preocupamos 


por resolver los problemas de nuestros jóvenes o se los 
resolvemos peor que en otros países, «votarán con los pies», 
se irán a trabajar a otro país y ya vendrán a visitarnos por 
vacaciones. 

Esto ya está sucediendo y los jóvenes ya están «votando 
con los pies». Los flujos de salida de jóvenes que han dejado 
España en los últimos años son muy preocupantes. Desde el 
año 2008 (tras la Gran Recesión), han salido de España 2,1 
millones de jóvenes entre dieciséis y treinta y cinco años. Y 
desde 2015, han salido 830.000 jóvenes. 

Si los jóvenes se largan a trabajar a otro país, ¿quién 
nos pagará las pensiones? ¿Quién asumirá nuestras facturas 
impagadas o nuestra deuda pública? ¿Quién se hará cargo 
de la sanidad? En un mundo tan globalizado como en el 
que vivimos, no se puede llevar la justicia intergeneracional 
a un límite tal que los jóvenes, silenciados por la 
demografía política, decidan abandonar el país. 


SI SE ESCUCHARA A LOS JÓVENES, LOS POLÍTICOS MIRARÍAN AL 
CRECIMIENTO DE LARGO PLAZO 


La evidencia empírica nos muestra que la generación de los 
hijos vive mejor que la generación de los padres cuando la 
renta per cápita aumenta de forma significativa. En un 
entorno de envejecimiento poblacional, la única posibilidad 
de aumentar la renta per cápita es gracias a las mejoras en 
la productividad. Las mejoras de la productividad, por su 
parte, se consiguen a partir de la inversión en educación, I 
+D+ 1 e infraestructuras estratégicas. Casualmente, son las 
partidas de inversión, no de gasto corriente, y son las 
partidas que más benefician a los jóvenes, para las que 
nunca quedan recursos suficientes. 

¿Qué es la productividad? La productividad mide la 
cantidad de producción por trabajador. Un aumento de la 
productividad significa que se producen mayor cantidad de 
bienes y servicios con los mismos trabajadores. La 
producción total de un país, o su PIB, puede aumentar de 
dos formas, bien porque aumenta el número de 


trabajadores, o bien porque los trabajadores son más 
productivos. 

El envejecimiento reduce el número de personas en 
edad de trabajar, de forma que la mejora de la 
productividad pasará a ser la única posibilidad para 
aumentar el PIB. 

Lamentablemente, España es uno de los países en los 
que menos ha crecido la productividad, que está 
prácticamente estancada en los últimos veinticinco años. 

El PIB creció durante los años noventa y el principio de 
los 2000 por el aumento del empleo, y no por la mejora de 
la productividad: el empleo aumentó en los noventa gracias 
a la incorporación de la mujer al mercado de trabajo y 
durante los primeros años del siglo xxI gracias a la fuerte 
llegada de inmigrantes. 

Hay muchos factores que pueden explicar la ausencia 
de crecimiento de la productividad en nuestro país, pero sin 
duda el más importante es que las grandes políticas que 
mejoran la productividad en el medio plazo, como son la 
inversión en educación y formación, tanto en la escuela 
como en el trabajo, el I+D+i, las infraestructuras 
estratégicas o una reforma laboral que acabe con la 
precariedad, se encuentran fuera de las prioridades 
políticas. Estas políticas de medio y largo plazo favorecen 
más a los jóvenes y en consecuencia van quedando 
penalizadas por la demografía política. Si la voz de los 
jóvenes fuera escuchada, estas políticas se convertirían en 
el centro del debate político. 


Crecimiento medio de la 
productividad total de los factores 
35 entre 1999 y 2019 (%) 
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Fuente: Eurostat. 


Prueba de que la inversión en I+D+i no ha sido 
prioritaria en los últimos veinte años es que nos 
encontramos por debajo de la media europea y por debajo 
de otros países similares. 

Un trabajo reciente muestra que la movilidad 
intergeneracional absoluta depende casi por completo del 
crecimiento per cápita. De hecho, en todos los países la 
mayoría de los boomers ha conseguido superar la situación 
económica de sus padres gracias al intenso período de 
crecimiento económico post-Segunda Guerra Mundial y en 
el que la renta per cápita se iba duplicando cada década. 


Gasto en I+D+i (sobre PIB). Año 2021 


Fuente: Eurostat. 


Por el contrario, si no conseguimos mejorar el 
crecimiento económico, los jóvenes de hoy van a ser la 
primera generación cuyo nivel de vida será inferior al de 
sus padres. 


En conclusión, si el Parlamento y la Unión Europea velaran por 


el interés y el bienestar de los jóvenes, todos viviríamos en un 
mundo mejor. 


Aplicar las medidas propuestas no solo aumentaría la 
relevancia de los jóvenes en las elecciones, sino que además 
obligaría a las instituciones nacionales y europeas a velar 
por el interés de los jóvenes. Ello permitiría que se 
aprobaran políticas que benefician a los jóvenes y al 
crecimiento a medio y largo plazo. 


1. La reducción del déficit estructural significa que 
pagamos nuestros gastos y no los transferimos al futuro 
para que los paguen los jóvenes de hoy. También 
implica menores niveles de deuda pública, lo que nos 
permite disponer de un mayor margen fiscal para 
afrontar futuras crisis. 

2. La reforma del sistema de pensiones para adaptarlo a la 
nueva longevidad y que sea sostenible. El nuevo 
sistema debe permitir retrasar la edad de jubilación, de 
forma flexible y atendiendo a la salud y la ocupación 
del trabajador, así como establecer la plena 
compatibilidad entre percibir una pensión y un salario. 
Al mismo tiempo, el sistema de pensiones debe 
garantizar unas pensiones suficientes a nuestros 
jubilados. 

3. Un reparto de los recursos públicos más solidario entre 
las generaciones que permita aumentar los recursos 
para las políticas que benefician a los jóvenes, mejoran 
la productividad y el crecimiento a largo plazo, como 


son la educación y formación, la I+D+i, las 
infraestructuras estratégicas, la lucha contra la 
pobreza, las políticas activas, etcétera. 

. La disminución de la temporalidad y la precariedad 
laboral y un cambio en el marco de las relaciones 
laborales, donde pasemos de una legislación anticuada 
que protege el puesto de trabajo a otra adaptada a la 
realidad actual donde se proteja al trabajador. Una 
nueva legislación laboral que avance hacia la 
flexiseguridad, donde la protección al trabajador no 
consista solo en dificultar y encarecer el despido, sino 
que ayude al trabajador cuando es despedido, con 
apoyo de rentas y políticas activas que funcionen y le 
ayuden a encontrar un nuevo trabajo. También se 
incrementarán los derechos laborales de los 
trabajadores de plataforma, que aumentarán en 
número en las próximas décadas. 

. El aumento de los recursos públicos para mejorar la 
educación, adecuar la oferta de formación profesional y 
fomentar la formación profesional dual para mejorar 
las competencias de los jóvenes y que puedan afrontar 
el reto digital, donde la automatización y la IA 
amenazan al empleo. 

. Una nueva política de vivienda pública, con recursos 
suficientes para construir un parque público de 
viviendas en alquiler, que junto con las ayudas de 
apoyo a la familia faciliten la emancipación de los 
jóvenes y nos acerquen al número deseado de hijos que 
las mujeres quieren tener, aumentando la tasa de 
fecundidad. 

. La lucha contra la pobreza y el fracaso escolar asociado 
de los niños pobres será una prioridad política. 

El aumento de la productividad y de la tasa de 
fecundidad reforzarán la sostenibilidad del sistema de 
pensiones. 

. El cumplimiento de los compromisos para frenar el 
cambio climático, implementando medidas como el 
impuesto al carbono para reducir significativamente las 


emisiones de CO2 y con ellos la probabilidad de 
alcanzar el infierno climático. Una política contundente 
y estable contra el CO2 emitido por los combustibles 
fósiles incentivará la aparición de innovaciones verdes 
que mejoran la eficiencia de las energías limpias. Será 
más fácil alcanzar un acuerdo de coordinación 
internacional en la lucha contra el cambio climático. 
10. Avanzaremos hacia una sociedad más diversa e 
inclusiva. Los jóvenes están cogiendo fuerza y 
aprendiendo que, aunque sean pocos, tienen a su 
alcance nuevas herramientas de reivindicación como 
las redes sociales. Su movilización se ha producido en 
mayor medida por temas identitarios y, a este respecto, 
consiguen avances, por ejemplo, en políticas LGTBI+. 


Nosotros queremos ser optimistas, y por eso vamos a 
terminar el libro con las declaraciones de dos jubilados, que 
nos dan esperanza para pensar en positivo hacia el futuro. 
Por un lado, en las anteriores elecciones generales un padre 
le dijo a su hija: 


Yo ya tengo la vida resuelta. En estas elecciones voy a votar a 
quien tú me digas, votaré al político que tú creas que más os va 
a favorecer a ti y a mis nietas. 


Por otro lado, el reconocido periodista y gran amigo 
Mariano Guindal hizo una reflexión en un programa de 
televisión que realmente nos ha emocionado. Mariano se 
considera a sí mismo un pensionista de lujo por tener una 
pensión alta, que le corresponde por haber trabajado más 
de cincuenta años: 


Me gusta mucho que me suban la pensión, pero tengo que 
pensar en el interés general y en la sostenibilidad de la 
Seguridad Social. En unas décadas cada trabajador tendrá que 
trabajar para un pensionista y, además, el pensionista va a tener 
una pensión superior al salario del que trabaja, habrá un 
momento que los jóvenes se cabreen... Yo tengo la casa pagada, 
pero mi hijo tiene que destinar el 40 por ciento de lo que gana 
en pagar la hipoteca. Tenemos que pensar un poco en los 


jóvenes, ¿no? 
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